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Introducción

1. En la primera parte de su 17.° período de sesiones la
Comisión volvió a examinar los artículos sobre celebra-
ción, entrada en vigor y registro de los tratados incluidos
en la parte I del proyecto de artículos sobre derecho de
los tratados que había preparado en su 15.° período de
sesiones 1 y que había presentado a los gobiernos para
que éstos enviaran sus observaciones. La Comisión
aprobó en forma provisional los textos revisados de 25
artículos. Uno de ellos (el artículo 3 bis) era un artículo
de la parte II (artículo 48), relativo a los tratados que son
instrumentos constitutivos de organizaciones internacio-
nales o que han sido establecidos en el ámbito de orga-
nizaciones internacionales, que la Comisión decidió incluir
entre las « disposiciones generales » que figuran al
comienzo del proyecto de artículos. La Comisión supri-
mió cuatro artículos y aplazó hasta la reanudación de su
17.° período de sesiones, que se efectuará en enero de
1966, su decisión sobre los artículos 8, 9 y 13, relativos
respectivamente a la participación en un tratado, la
extensión a otros Estados de la facultad de ser parte en
el tratado, y la adhesión.

1 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
pág. 186.

2. Durante la primera parte de su período de sesiones,
la Comisión tuvo también a la vista las observaciones y
propuestas del Relator Especial relativas a la revisión de
los tres primeros artículos de la parte II (artículos 30
a 32) (A/CN.4/177/Add.2). Sin embargo, por falta de
tiempo, la Comisión no pudo empezar la segunda lectura
de esos artículos.
3. Por lo tanto, en la segunda parte de su período de
sesiones, la principal tarea de la Comisión consistirá en
la segunda lectura de toda la parte II del proyecto de
artículos y en la conclusión de la segunda lectura de los
artículos 8, 9 y 13.

La base del presente informe

4. La base del presente informe es la misma que se
expone en el párrafo 5 del cuarto informe del Relator
Especial (A/CN.4/177), es decir, las respuestas escritas de
los Gobiernos, los comentarios hechos por las delega-
ciones en la Sexta Comisión de la Asamblea General y
las observaciones y propuestas del Relator Especial que
son resultado de éstos. Los comentarios de los gobiernos
y de las delegaciones sobre la parte II del proyecto de
artículos figuran en dos volúmenes mimeografiados del
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documento A/CN.4/175 de la Secretaría y en las adiciones
1 a 4 a dicho documento 2.
5. Por razones de comodidad, al examinar en segunda
lectura los artículos del proyecto, la Comisión sigue el
mismo orden general que tenían al ser adoptados provi-
sionalmente durante sus 14.°, 15.° y 16.° períodos de
sesiones. En el párrafo 27 de su informe sobre la primera
parte de su 17.° período de sesiones, la Comisión recono-
ció sin embargo que, al estructurarse los artículos del
proyecto en forma de convención única, habría que
prestar de nuevo atención al orden en que deberían colo-
carse los diversos artículos. En el párrafo 7 de su cuarto
informe (A/CN.4/177), el Relator Especial había expre-
sado ya la opinión de que en el proyecto definitivo los
artículos relativos a la observancia, interpretación y apli-
cación de los tratados deberían figurar antes de los
referentes a la invalidez y terminación, es decir antes de
la actual parte II. Esta opinión se basa en varias conside-
raciones. En primer lugar, colocando las normas relativas
a la invalidez y terminación inmediatamente después de
la celebración, entrada en vigor y registro, podría darse
la impresión de que se atribuye demasiada importancia
a las causas de invalidación y de terminación, y la regla
pacta sunt servanda podría parecer casi una norma resi-
dual. En segundo lugar, la terminación debería figurar
lógicamente después y no antes de la aplicación de los
tratados, y al mismo tiempo, es conveniente ocuparse de
la invalidez en yuxtaposición con la terminación. En
tercer lugar, la terminación tiene afinidades con la modi-
ficación de los tratados, que también debería seguir
lógicamente, y no preceder, a la aplicación. En cuarto
lugar, el hecho de enunciar las normas relativas a la
interpretación de los tratados al comienzo del proyecto
de artículos ofrece ciertas ventajas puesto que esas normas
influyen en el sentido que deba darse a algunos otros
artículos.

6. La estructura y el orden definitivos del proyecto de
articulado no fueron objeto de gran atención al estudiarse
en segunda lectura la parte I, ya que la mayoría de los
artículos contenidos en ésta lógicamente tienen que ir al
comienzo del proyecto. Quizás a la Comisión le parezca
oportuno no pronunciarse de manera definitiva sobre la
materia mientras no haya avanzado más en su revisión
del proyecto de articulado. Sin embargo, al abordar la
segunda lectura de las partes II y III, parece conveniente
que la Comisión tenga un cuadro general, aunque sólo
sea provisional, del orden y la estructura probables de
los artículos que ha de adoptar finalmente; en efecto, en
lo que se refiere a esas partes, la ordenación de las diversas
materias puede influir en algunos casos en la redacción
de los artículos.

7. La ordenación general de los artículos del proyecto
que el Relator Especial prevé provisionalmente para la
formulación definitiva es la siguiente : parte I — « Dispo-
siciones generales », formada por los artículos 0, 1, 2 y

2 La adición 5, en la que figuran los comentarios presentados
posteriormente por los Gobiernos de Paquistán y Yugoslavia, se
publicó al 23 de febrero de 1966. Los comentarios presentados por
escrito por los gobiernos figuran en este volumen (véase el anexo
al documento A/6309/Rev.l).

3 bis; parte II — « Celebración, entrada en vigor y registro
de los tratados », consistente en los artículos 3 y 4 y los
restantes artículos de la actual parte I ; parte III — « Ob-
servancia e interpretación de los tratados », consistente
en el artículo 55 (pacta sunt servanda) y los artículos 69
a 73 ; parte IV — « Aplicación de los tratados », formada
por los artículos 56 a 64; parte V — « Invalidez, termi-
nación y suspención de la aplicación de los tratados »,
constituida por los artículos 30 a 54, salvo el artículo 48
(que ha pasado a ser ahora el artículo 3 bis), y con
sujeción a ciertas reservas ; parte VI — « Modificación
de los tratados », consistente en los artículos 65 a 68.

Estructura, título y ordenación de la actual parte II

8. Estructura. En el párrafo 7 de su cuarto informe,
el Relator Especial sugería, a título provisional, que los
artículos relativos a la invalidez, a la terminación, al
procedimiento para alegar la causa de nulidad, termina-
ción, etc., y a las consecuencias jurídicas de la nulidad,
la terminación, etc., se distribuyesen en cuatro partes
distintas. Tras meditar sobre el asunto y estudiar las
observaciones de los gobiernos a la parte II, el Relator
Especial cree preferible conservar la estructura actual en
la que los cuatro puntos se incluyen todos en una parte.
En primer lugar, aunque la invalidez y la terminación son
materias completamente distintas, plantean varios pro-
blemas comunes, por ejemplo la divisibilidad de los tra-
tados, los actos propios que impiden alegar una causa de
invalidez o terminación, el procedimiento para alegar tal
causa y las consecuencias jurídicas de una y otra; por
tanto, a los efectos de la redacción, conviene tratar ambas
materias en una sola parte. En segundo lugar, varios
gobiernos han expresado preocupación acerca del peligro
que para la seguridad y la estabilidad de los tratados
pueden entrañar los artículos sobre invalidez y termina-
ción, y dedicar cuatro partes distintas a estas materias
parece exagerar su papel en el derecho de los tratados.
De ahí que sea preferible combinar la invalidez y la
terminación en una sola parte, como se hace actualmente.

9. Título. El título que ahora tiene la parte II, « Inva-
lidez y terminación de los tratados » no agota todo el
contenido de esa parte, que se refiere también a la sus-
pensión de la aplicación de los tratados. Por tanto, parece
preferible titularla: « Invalidez, terminación y suspensión
de la aplicación de los tratados ».
10. Disposición de los artículos. La importancia que
han atribuido los gobiernos en sus respuestas — y también
los miembros de la Comisión en el 15.° período de
sesiones — a la necesidad de salvaguardar la seguridad y
la estabilidad de los tratados hace pensar al Relator
Especial que acaso convenga hacer figurar algunos de los
artículos que limitan o regulan el derecho a alegar causas
de invalidez, terminación o suspensión antes de los artícu-
los sustantivos al respecto. Se hará así patente desde el
comienzo de la parte relativa a la invalidez y la termina-
ción que determinadas normas restringen la libertad de
los Estados para alegar causas de invalidez o terminación
con miras a eludir sus obligaciones convencionales. La
conveniencia de que estas normas figuren antes y no
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después de los artículos sustantivos que tratan de las
causas de invalidez y terminación aparece también indi-
cada por el hecho de que en sus observaciones sobre el
dolo y el error, algunos gobiernos se han manifestado en
favor de que se imponga un plazo determinado para
alegar estas causas, al parecer sin tener en cuenta el ar-
tículo 47, pertinente en este caso ya que se refiere a la
pérdida del derecho a alegar causas de invalidez o
terminación por haber renunciado a él o por actos
propios que privan de tal derecho {preclusion).
11. Por tanto, el Relator Especial propone que la parte II
comience con una sección titulada « Normas generales »
que comprendería los actuales artículos 30 (Presunción
de la validez, la continuación en vigor y la aplicación de
un tratado), 49 (Facultad para denunciar un tratado,
ponerle término o retirarse de él o suspender su aplica-
ción), 46 (Divisibilidad de las disposiciones de un tratado)
y 47 (Pérdida del derecho a alegar la nulidad de un
tratado o un motivo para poner término a un tratado
o retirarse de él).
12. Varios gobiernos han subrayado la importancia que
atribuyen a que un órgano independiente pueda decidir
sobre las materias de que tratan algunos de los artículos.
Esta cuestión fue muy debatida en el 15.° período de
sesiones y la Comisión adoptó finalmente en el artículo 51
una disposición general, relativa al procedimiento para
alegar la nulidad, terminación, etc., como punto máximo
de acuerdo entre sus miembros en la cuestión de la solu-
ción de las controversias suscitadas por la aplicación de
los artículos de esta parte. Se plantea pues la cuestión de
si debe transferirse también este artículo a la sección 1.
Hay, sin embargo, la cuestión más amplia de si el proce-
dimiento previsto en el artículo 51 debe ser de aplicación
más general a todas las controversias suscitadas por la
aplicación del artículo que se comenta. Esta cuestión se
examina en las observaciones que hace al artículo 51 el
Relator Especial, quien ha estimado preferible no incluirlo
entre las normas generales de la sección 1.

Revisión de la parte II del proyecto de artículos habida
cuenta de las observaciones de los gobiernos

Título — Invalidez, terminación y suspensión de la
aplicación de los tratados

Propuesta del Relator Especial

El Relator Especial, por la razón aducida en el párrafo 9
de la introducción a este informe, propone que el título
de esta parte se alargue a fin de incluir la « suspensión
de la aplicación de los tratados » que es una de las
materias tratadas en esta parte.

SECCIÓN 1 : TÍTULO

Propuesta del Relator Especial

La sección 1 lleva actualmente como título «Disposición
general », con un artículo único, el artículo 30. El Relator

Especial, según ha señalado en los párrafos 9 y 10 de la
introducción, propone que se titule ahora la sección
« Normas generales » y que se incluyan en ella cuatro
artículos (los actuales artículos 30, 49, 46 y 47). Se
propone el título « Normas generales » por existir ya el
título « Disposiciones generales » al comienzo del
proyecto de artículos.

Artículo 30. — Presunción de la validez, la continuación
en vigor y la aplicación de un tratado

Las observaciones y propuestas del Relator Especial
sobre este artículo figuran en la adición 2 a su cuarto
informe (A/CN.177/Add.2).

Artículo 49. — Facultad para denunciar un tratado, ponerle
término o retirarse de él o suspender su aplicación

Observaciones de los gobiernos

Portugal. El Gobierno de Portugal manifiesta que no ve
inconveniente en aceptar el principio de que los poderes
del representante de un Estado para denunciar un tratado,
ponerle término o suspender su aplicación se rijan por
las mismas normas establecidas en el artículo 4 para
celebrar un tratado.
Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido observa que
en el artículo 4 se traza una distinción en ciertas circuns-
tancias entre facultad para negociar, redactar y
autenticar un tratado, por una parte y facultad para
firmar por otra, pero no se utiliza, sin embargo, la pala-
bra « celebrar » empleada en el artículo 49. Estima, por
consiguiente, que no está claro si la norma que se ha de
aplicar, según el artículo 49, a la facultad para denunciar
es la que se refiere a la facultad para negociar, redactar
y autenticar o la relativa a la facultad para firmar.
Estados Unidos. A juicio del Gobierno de los Estados
Unidos, el artículo 49 constituye una aclaración útil de
las normas relativas a la facultad o a la prueba de la
facultad para realizar los actos mencionados en el artículo.
Delegación de Chipre. La delegación de Chipre está de
acuerdo en que las normas establecidas en el artículo 4
deben aplicarse también a la prueba de la facultad para
realizar actos en relación con la nulidad de un tratado 3.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La observación hecha por el Reino Unido acerca de
la falta de precisión en la redacción actual del artículo 49
parece bien fundada. Además, el artículo 4, que el ar-
tículo 49 aplica mutatis mutandis, ha sido objeto de impor-
tantes modificaciones en la primera parte del 17.° período
de sesiones, de manera que el artículo 49 requiere en todo
caso ser examinado nuevamente.
2. Las normas relativas a la facultad de una persona
para representar a un Estado en la negociación y celebra-
ción de tratados se exponen ahora en el artículo 4 en

3 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 783.a sesión, párr. 24.
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función de los casos en que se requiere la presentación
de plenipotencias. Ello no parece, sin embargo, hacerlas
menos apropiadas para su aplicación en el contexto del
artículo 49. El verdadero problema, como señala la dele-
gación del Reino Unido, es si deben aplicarse las normas
relativas a la negociación o las relativas a la firma — o
quizás las que rigen la manifestación del consentimiento
para obligarse.
3. El Relator Especial cree que quizás sea necesario
distinguir entre: a) la prueba de la facultad para alegar
una causa de nulidad, terminación, etc. que puede consi-
derarse como la apertura de las negociaciones con el
propósito correlativo de anular un tratado o ponerle
término y b) la prueba de la facultad para llevar a cabo
el acto definitivo de anulación, terminación etc. de un
tratado, que puede considerarse como la manifestación
de voluntad de un estado de no estar obligado. En otras
palabras, acaso sea necesario que el artículo 49 y el
artículo 4 se asemejen aún más, estableciendo normas
distintas para la negociación de la anulación, terminación,
etc., de un tratado y para la ejecución del acto en el cual
se hace constar en forma definitiva la voluntad del
Estado de no quedar obligado por un tratado. Ello
parecería a la vez más lógico y más en consonancia con
el principio.

4. Por lo tanto, el Relator Especial propone que se
modifique el artículo 49 para que diga lo siguiente:

« Acreditación de poderes para alegar o para declarar
la invalidación, terminación o suspensión de la aplicación

de un tratado

» 1. Las normas enunciadas en el artículo 4 i da-
tivas a la acreditación de poderes para representar al
Estado en la negociación de tratados serán también
aplicables a la representación para alegar causas de
invalidación, terminación, retirada o suspensión de la
aplicación de tratados.

» 2. Las normas enunciadas en el artículo 4 relati-
vas a la acreditación de poderes para representar al
Estado a los efectos de expresar su consentimiento para
obligarse por el tratado serán también aplicables a la
representación a los efectos de expresar la voluntad del
Estado para denunciar por falta de validez un tratado,
ponerle término o retirarse de él, o suspender su apli-
cación. »

Artículo 47. — Pérdida del derecho a alegar la nulidad de
un tratado o un motivo para poner término a un tratado
o retirarse de él

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel formula cuatro observa-
ciones sobre este artículo. En primer lugar, señala que la
palabra « nulidad », que figura en la primera frase, no
aparece en ninguno de los artículos aludidos en el pre-
sente artículo. En segundo lugar hace notar que no se
menciona en el artículo el ejercicio del derecho a exigir
la suspensión de la aplicación de un tratado. En tercer

lugar, expresa la opinión de que por ser el artículo 47 de
aplicación general, se debería distinguir en él entre el
principio general y el concepto concreto del consenti-
miento tácito que se emplea en la parte I del proyecto
de artículos (véase el párrafo 2 de las observaciones del
Gobierno de Israel a la parte I). En cuarto lugar estima
que el enunciado de la primera parte del artículo podría
simplificarse si se le diera una formulación más positiva
del siguiente tenor:

« Un Estado no podrá alegar los artículos 31 4 a 35,
42 y 44 si, después de conocer los hechos en que se
funda la aplicación de dichos artículos, ese Estado, por
su forma de proceder o de otro modo, hubiese optado
por considerarse obligado ... ».

Se señala que con ese texto huelga mencionar expresa-
mente la « renuncia » que en el contexto podría resultar
un factor de confusión, y se evita la frase « hubiere proce-
dido de tal manera que le prive de toda posibilidad de
negar ...» que estima poco feliz. Se añade que en el
comentario debía aclararse que esa « opción » del Estado
habrá de presumirse cuando haya transcurrido un plazo
razonable, que dependerá de todas las circunstancias del
caso.

Jamaica. Si bien el Gobierno de Jamaica no hace obser-
vación alguna acerca del presente artículo, en sus comen-
tarios al artículo 33 expresa la opinión de que la parte
que ha sido víctima del dolo debería tomar medidas para
invalidar su consentimiento al tratado dentro de un
plazo determinado a contar de la fecha en que se ha
descubierto el dolo; y que, si no lo hace, debe entenderse
que ha dado posteriormente su consentimiento al dolo.

Países Bajos. A juicio del Gobierno de los Países Bajos
este artículo debería aplicarse también al artículo 31
(inobservancia de disposiciones del derecho interno). En
su opinión, la limitación de la posibilidad de alegar la
nulidad viene exigida por la primacía del derecho inter-
nacional. El Gobierno de los Países Bajos se pregunta
además si el artículo 47 debería aplicarse también a los
casos de que trata el artículo 36 (coacción a un Estado
por la amenaza o el uso de la fuerza). No obstante,
suponiendo que la palabra « fuerza » que figura en el
artículo 36 signifique « agresión armada » exclusivamente,
el Gobierno de los Países Bajos puede suscribir la opinión
en el sentido de que los casos del artículo 36 no deben
quedar comprendidos dentro de las disposiciones del
artículo 47.

Portugal. Si bien aprueba en sus líneas generales el
principio contenido en este artículo, el Gobierno de
Portugal señala lo que considera una inexactitud en el
texto, cuando el proyecto hace referencia a los artículos
32 a 35 en vez de 31 a 34. Después de señalar que el
principio sólo es pertinente cuando la aplicación de un
tratado depende del comportamiento de las partes, ob-
serva que el artículo 35 (coacción en la persona de repre-
sentantes de los Estados) establece la nulidad absoluta

4 En sus observaciones sobre el artículo 31 el Gobierno de Israel
sugiere que ese artículo también debería estar sujeto a la aplicación
de la norma general contenida en el presente artículo.
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del tratado, y no el derecho a invocar la coacción; y no
comprende cómo el artículo 35 podría estar sujeto al
principio enunciado en el presente artículo. Al mismo
tiempo, puesto que el artículo 31 (disposiciones de dere-
cho interno relativas a la competencia para celebrar
tratados) establece que la validez del consentimiento
puede ser impugnada por el Estado cuyo representante
haya actuado en evidente violación de su derecho interno,
el Gobierno de Portugal no ve qué razón hay para excluir
ese artículo de la aplicación del principio.
Suecia. El Gobierno de Suecia considera que este ar-
tículo es un complemento indispensable del resto del
proyecto, y que sería conveniente ampliarlo para incluir
los casos comprendidos en el artículo 31.
Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
opina que las estipulaciones del artículo 47 son esenciales
para evitar que se abuse de los derechos enunciados en
los artículos a que se refiere. Más aún, sugiere que se
coloque el artículo 47 en una parte anterior del proyecto,
antes de los demás artículos a que se refiere, o bien que
se incluya en cada uno de esos artículos una referencia
al artículo 47 a fin de evitar su interpretación fuera de
contexto. Estima también que el texto sería más claro si
se agregara la palabra « inclusive » después de las expre-
siones « artículos 32 a 35 » y « artículos 42 a 44 ». Por
otra parte, en sus observaciones sobre los artículos 33
(dolo) y 34 (error) dice que sería conveniente señalar
determinados plazos para alegar estas causas de nulidad.
Delegación de El Salvador. La delegación de El Salvador
observa que la palabra « Pérdida », utilizada en el título
del texto español no tiene un sentido jurídico preciso y
debería ser reemplazada por otra. Se refiere además al
párrafo 5 del comentario, en el que la Comisión advierte
que, para la aplicación del principio que se establece en
el artículo, la consideración principal será la buena fe, y
que el principio no será aplicable si el Estado interesado
no hubiese tenido conocimiento de los hechos en que se
basa el derecho o no hubiese podido ejercer libremente
su derecho a invocar la nulidad del tratado. La delega-
ción de El Salvador estima que esta consideración deberá
estudiarse con sumo cuidado para que no dé lugar a
graves errores 5.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Lugar y alcance del artículo. El Relator Especial,
en los párrafos 10 y 11 de la introducción a este informe,
ha propuesto que el presente artículo figure en la sección 1,
entre las « normas generales ». La razón de ello está en
que el artículo parece afectar a la aplicación de todos los
artículos en los que se enuncia un derecho a invocar
determinadas causas de nulidad o extinción. Si el artículo
no afecta a los casos de «jus cogens » comprendidos en
los artículos 36, 37 y 45, ello es debido a que tales ar-
tículos estipulan la nulidad automática del tratado en
tales casos. Una de las ventajas de trasladar el artículo 47
a la sección 1, es que se indicará desde el comienzo que

5 Documentos Officiates de la Asamblea General, decimoctavo
periodo de sesiones, Sexta Comisión, 782.a sesión, párr. 7.

el derecho a invocar la nulidad o extinción de un tratado
no es ilimitado, y que deben tenerse en cuenta además
la seguridad y la estabilidad de las relaciones convencio-
nales. Por otra parte, tal vez fuera conveniente, como ha
sugerido un gobierno, mencionar de modo expreso la
norma contenida en el artículo 47 en cada uno de los
artículos que están sujetos a ella.
El artículo 47, en su enunciado actual, no se aplica al
artículo 31, que se refiere a la falta de validez por haberse
infringido una disposición de derecho interno. En sus
observaciones sobre este artículo o sobre el artículo 31,
varios gobiernos han manifestado sus dudas en cuanto
al acierto de excluir el artículo 31 de la aplicación de la
norma prevista en el artículo 47, y el Relator Especial
opina que el artículo 31 debería quedar claramente com-
prendido en el campo de aplicación de esa norma.
2. La objeción del Gobierno de Israel al empleo de la
palabra « nulidad » está bien fundada, puesto que al
redactar los artículos 31 a 35 la Comisión decidió hablar
de falta de « validez » del consentimiento y no de « nuli-
dad » del tratado. Por lo tanto, tanto en este caso como
en el artículo 30, es conveniente reemplazar en el título
y en la frase inicial la palabra nulidad por la palabra
invalidez a fin de que estos términos estén en consonancia
con los empleados en los artículos sustantivos. La obser-
vación del mismo Gobierno en el sentido que el artículo
no se refiere a los casos de « suspensión de la aplica-
ción de un tratado » también está justificada y debe
tenerse en cuenta al revisar el texto.
3. En cambio, la sugerencia del Gobierno de Israel en
el sentido de que en el artículo se debería distinguir entre
el principio general que contiene y el « concepto concreto
del consentimiento tácito tal como se emplea en la parte I »
parece plantear problemas innecesarios. Es verdad que la
norma formulada por la Comisión respecto al « consen-
timiento tácito » a las reservas que ahora aparecen en el
párrafo 5 del artículo 19 del proyecto revisado, puede
considerarse como una norma relativa a la pérdida del
derecho a oponerse a las reservas. También es cierto que
la norma que figura en el presente artículo puede consi-
derarse como una norma relativa al consentimiento
implícito para aceptar un tratado, o parte de un tratado,
que de otra manera no tendría fuerza obligatoria por
carecer de validez, por extinción o por suspensión de su
aplicación. Pero aunque el párrafo 5 del artículo 19 y las
disposiciones del presente artículo se funden en conceptos
jurídicos semejantes, esto no parece exigir que se esta-
blezcan sutiles distinciones de principio entre los dos
casos en el presente artículo, aunque fuera conveniente
hacerlo en un código. En el párrafo 5 del artículo 19 se
enuncia una norma especial dentro del contexto especial
de las reservas y no parece haber necesidad de referirse
a ella o establecer una distinción con respecto a ella
cuando se formula una norma análoga, pero no idéntica,
en los contextos de invalidez y terminación, que son
diferentes.

4. El Relator Especial tiene también algunas dudas
acerca de las sugerencias del mismo Gobierno en el sen-
tido de que se simplifique la redacción de la frase inicial
del artículo. Si se aceptase esta sugerencia sería necesario,
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antes de aplicar la norma, establecer afirmativamente
que el Estado en cuestión « por su forma de proceder o
de otro modo », ha « optado por considerase obligado ».
Aunque la amplitud de la norma no cambiaría mucho,
se habría modificado ligeramente su contenido. No es lo
mismo estar obligado a mostrar positivamente que con
su comportamiento un Estado ha optado efectivamente
por aceptar algo, que estar obligado a mostrar que su
comportamiento no le permite negar que ha optado en
tal sentido. La Comisión tenía la intención de que el
artículo 47 permitiese que para ciertas causas de invalidez
y terminación se aplicase una norma que diese efectividad
al principio de que no se puede ir contra los actos propios
« preclusion », estoppel que aparece en ciertos casos como
el del Templo de Preah Vihear. En el caeo del Templo la
Corte expresó la norma de manera negativa : « Por su
conducta, Tailandia no puede afirmar que no lo había
aceptado » 6. La acción del principio de los actos propios
{preclusion) puede enunciarse también positivamente en
forma de un consentimiento tácito en vincularse pese a
existir inicialmente un derecho a invocar una determinada
causa de nulidad o extinción. En algunos casos puede
probarse que ha mediado efectivamente el consenti-
miento 7. Pero, teniendo en cuenta la naturaleza del
principio de la «preclusion » parece conveniente, si el
artículo va a redactarse en forma afirmativa, referirse
específicamente tanto al consentimiento expreso como al
consentimiento tácito que resulta de actos propios. La
expresión « hubiere renunciado a ese derecho » que se
emplea en el inciso a — expresión que es usual en este
contexto en los sistemas de common law — estaba desti-
nada, ciertamente, a comprender los casos de consenti-
miento expreso. Sí Wen no se cree que tal expresión
constituye un « factor de confusión », tal vez sea preferible
emplear otra más corriente.

5. Dos gobiernos, en sus comentarios del artículo 33
(dolo) o 34 (error), han sugerido que debería señalarse
un plazo determinado para el ejercicio del derecho a
invocar una causa de nulidad; por otra parte, el Gobierno
de Israel ha sugerido que en el comentario se precise que
se presumirá que un Estado ha optado por obligaise
cuando haya transcurrido un plazo razonable atendidas
las circunstancias del caso. Es cierto que la Comisión ha
creído que era conveniente señalar un plazo concreto
(un año) en el caso particular del derecho a oponerse a
las reservas, pero el ámbito en el cual se aplica el principio
de la « preclusion » o el consentimiento tácito es muy
definido y limitado. El artículo 47, no obstante, abarca
casos muy diversos en los cuales el ámbito de aplicación
del principio puede variar considerablemente; por ejem-
plo, el caso de un cambio fundamental en las circunstan-
cias es bastante distinto al de dolo o error. Aun más,
dentro de cada tipo de casos las circunstancias pueden
variar casi infinitamente. Por lo tanto, no parece posible
señalar un plazo general para todos los casos ni tampoco
parece aconsejable tratar de establecer un plazo deter-

6 I.C.J. Reports, 1962, pág. 32.
7 En el caso del Templo, además de aplicar el principio de la

« preclusion », la Corte sostuvo que había mediado una verdadera
aceptación del mapa erróneo.

minado para cada causa de nulidad, extinción o suspen-
sión de la aplicación. Indudablemente, como da por
supuesto el Gobierno de Israel, el concepto fundamental
es que el Estado debe alegar la causa de nulidad, extinción
o suspención de la aplicación dentro de un período de
tiempo razonable, habida cuenta de todas las circunstan-
cias del caso particular. Pero la Comisión ha manifestado
cierta aversión a enunciar normas en función expresamente
de lo que es « razonable ». Por otra parte, en el artículo
17 ha recurrido al concepto de la « demora indebida »,
y tal vez esta pueda ser también una solución apropiada
en el caso del presente artículo.
6. El problema fundamental es saber si la norma debe
enunciarse en términos de una « preclusion » o en térmi-
nos de un consentimiento tácito. El Relator Especial se
inclina a pensar que si el artículo 47 debe insertarse en
la sección 1 como una de las « normas generales », sería
mejor formularlo en términos de un consentimiento
tácito. En tal caso, y de acuerdo con las observaciones
que preceden, el título y el texto podrían modificarse de
modo que dijeran lo siguiente :

« Abandono del derecho a alegar una causa de
invalidación, terminación, retirada o suspensión de la

aplicación de un tratado

» Un Estado no podrá alegar una causa para inva-
lidar un tratado, ponerle término, retirarse de él o
suspender su aplicación con arreglo a lo previsto en
los artículos 31 a 35 inclusive o en los artículos 42 a 44
inclusive, si, después de tener conocimiento de los
hechos que dan lugar a esa causa,

» a) ese Estado ha consentido en considerar que el
tratado es válido o que, en su caso, sigue en vigor; o

» b) debe entenderse que ese Estado, por razón de
sus actos o por su demora excesiva en alegar tal causa,
ha consentido en considerar que el tratado es válido
o que, en su caso, sigue en vigor. »

Artículo 46. — Divisibilidad de las disposiciones de un
tratado a los fines de aplicación de los presentes artículos

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel cree que debería incluirse
el artículo 32 entre los mencionados en este artículo.
Países Bajos. Las observaciones del Gobierno de los
Países Bajos se exponen en forma tal en un anexo a su
respuesta que hace difícil su análisis preciso. Al propio
tiempo que ese Gobierno aprueba la inclusión del artículo,
parece señalarlos siguientes puntos principales. En primer
lugar, estima que la norma establecida en el artículo 46
podría aplicarse a otros artículos, por ejemplo los
artículos 31, 32, 36, 37 y 39. En segundo lugar, considera
que los criterios « objetivo » y « subjetivo » de divisibili-
dad que se recogen en el párrafo 2 del artículo plantean
determinadas dificultades. En cuanto al criterio « obje-
tivo », enunciado en el apartado a del párrafo 2, dice
que aunque la rescisión de una parte de un tratado no
obstase para « la aplicación de las demás », podría seguir
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siendo incompatible con el objeto y la finalidad del tra-
tado. En cuanto al criterio subjetivo, interpreta el apar-
tado b del párrafo 2 en el sentido de que ha de probarse
el hecho de que la aceptación de las cláusulas de que se
trata no constituye una condición esencial del consenti-
miento de las partes en la totalidad del tratado, ha de
probarse, ya sea a base del texto del tratado o de las
declaraciones hechas por ambas partes ; esto no le parece
muy lógico pues dice que lo que una parte considera
esencial, puede no serlo para la otra y que si durante las
negociaciones no han surgido dificultades con respecto a
determinados textos, no habrá nada que indique lo que
es esencial para cada una de ellas y lo que no lo es;
además, las partes pueden cambiar de opinión durante
el proceso de aplicación de un tratado en lo que respecta
al valor que atribuyen a determinadas cláusulas. Agrega
que, si surgen dificultades una vez celebrado el tratado,
únicamente las propias partes podrán encontrarles solu-
ción y las disposiciones de una convención sobre el
derecho de los tratados, si han de ser justas y no estar
simplemente destinadas a cortar nudos gordianos, nunca
pueden ser tan claras y terminantes que excluyan la posi-
bilidad de que la otra parte las invoque en apoyo de sus
propios argumentos. A juicio del Gobierno de los Países
Bajos, lo que se ha de determinar, por tanto, es si en los
artículos del proyecto deben darse o no directrices a los
tribunales para la solución de las controversias.

El Gobierno de los Países Bajos sugiere como solución
un artículo redactado en los siguientes términos generales :

« 1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el tratado
mismo, la nulidad de un tratado, su terminación o la
suspensión de su aplicación o la retirada de una parte
en el tratado se aplicarán en principio a todo el tratado.

» 2. Cuando una de las causas de nulidad, termina-
ción, suspensión de la aplicación o retirada de un
tratado mencionadas en los artículos 31, 32, 33, 34,
35, 36, 37, 39, 42, 43, 44 y 45 se aplicare solamente
a determinadas cláusulas de un tratado, y una parte
en el tratado deseare que se mantenga en vigor el resto
del tratado, la otra parte o las otras partes aceptarán
que el resto del tratado siga siendo válido y aplicable,
salvo en el caso de que esa aceptación no pueda exi-
girse razonablemente y de buena fe a esa otra parte o a
esas otras partes.

» 3. Las disposiciones del párrafo 2 no se aplicarán :
» a) cuando esas cláusulas no fueren divisibles del

resto del tratado por lo que se refiere a su ejecución; o
» b) cuando del tratado o de las declaraciones hechas

durante las negociaciones se dedujere que la aceptación
de esas cláusulas hubiere constituido un elemento esen-
cial del consentimiento de una parte en la totalidad del
tratado. »

Se agrega que aunque los párrafos 1 y 3 del texto sugerido
siguen de cerca el proyecto de la Comisión y, por consi-
guiente, se prestan a las mismas objeciones que éste, tales
objeciones quedan prácticamente eliminadas por el texto
del párrafo 2, que somete toda la cuestión a la norma de
la buena fe entre las partes.
Portugal En vista del equilibrio que se establece en las
condiciones que figuran en el párrafo 2, el Gobierno de

Portugal no tiene ninguna objeción fundamental que
oponer al principio de la indivisibilidad que figura en el
artículo.
Suecia. El Gobierno sueco estima que el artículo parece,
en conjunto, un complemento necesario y muy prove-
choso de la exposición de las causas de nulidad y termi-
nación. Al mismo tiempo señala la aparente referencia
que, quizás por descuido, se hace en el párrafo 1 a la
posibilidad de que un tratado prevea su propia nulidad.
Estados Unidos de América. El Gobierno norteamericano
cree que el artículo parece útil en cuanto aclara, hasta
cierto punto, la forma en que los artículos a que se refiere
han de aplicarse. Estima, sin embargo, que las expresiones
« artículos 33 a 35 » y « 42 a 45 » pueden originar cierta
confusión, aun cuando su significado pueda comprobarse
estudiando el texto de los artículos a que se refieren. Cree
por ello apropiado agregar la palabra « inclusive », des-
pués de las expresiones « 33 a 35 » y « 42 a 45 ». Consi-
dera asimismo que el artículo 37, si ha de conservarse,
debería mencionarse en el presente artículo.
Delegación de Bulgaria. La delegación búlgara estima
que la Comisión ha estado acertada ya que, tras tener en
cuenta el principio « pacta sunt servanda », subordina la
divisibilidad de los tratados a la doble condición enun-
ciada en el párrafo 2 de este artículo 8.
Delegación de Chipre. Esta delegación toma nota de
que del párrafo 1 se desprende claramente que el principio
de la divisibilidad no se aplica en los casos en que hay
coacción sobre un Estado (artículo 36) o incompatibilidad
con una norma de jus cogens (artículo 37) 9.
Delegación de Siria. Tras señalar los efectos de las pro-
puestas de la Comisión con respecto a la divisibilidad, la
delegación siria observa que no hay razón para privar a
las partes en un tratado del beneficio de disposiciones
que nadie discute. Recuerda su propuesta de que la apli-
cación del principio debería hacerse extensiva al artículo
20, que trata del efecto de las reservas 10.
Delegación del Uruguay. En cuanto el artículo tiende a
fomentar el respeto de las obligaciones convencionales,
cuenta con el apoyo de la delegación uruguayau.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Lugar y alcance del artículo. El Relator Especial, en
los párrafos 10 y 11 de la introducción al presente informe,
ha sugerido que el artículo figure en la sección 1, entre
las « Normas generales ». Es cierto que el artículo, en su
enunciado actual, sólo es aplicable a los casos compren-
didos en los artículos 33 a 35 y 42 a 45. Sin embargo, la
sugestión hecha por dos gobiernos de que la norma con-
tenida en este artículo se haga extensiva también al
artículo 32, parece razonable. Quizás haya también razo-
nes, como señala el Gobierno de los Países Bajos, para

8 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 788.a sesión, párr. 11.

9 Ibid., 783.a sesión, párr. 23.
10 Ibid., 786.a sesión, párr. 14.
u Ibid., 792.a sesión, párr. 22.
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hacer extensiva la norma al artículo 31, puesto que algu-
nos tipos de incumplimiento de disposiciones de derecho
interno pueden guardar relación con una cláusula deter-
minada del tratado y no con la celebración del tratado
en su totalidad. Si pasa el artículo 46 a la sección 1,
habrá la ventaja de que será innecesario referirse expresa-
mente a la norma de la « divisibilidad » en los artículos
sustantivos que señalan las causas de nulidad, termina-
ción, etc. Los Gobiernos de los Países Bajos y de los Esta-
dos Unidos mantienen que la norma que figura en el ar-
tículo 46 debería hacerse extensiva a los casos comprendi-
dos en el artículo 37 (incompatibilidad con una norma de
jus cogens). Varios miembros de la Comisión expresaron
igual opinión en el 15.° período de sesiones, al discutirse
el artículo 37 12. La mayoría estimó, sin embargo, que
cuando exista incompatibilidad con una norma de jus
cogens, la nulidad debe afectar a todo el tratado, sin
perjuicio de que las partes tengan la posibilidad de armo-
nizarlo con el derecho internacional, haciendo las modi-
ficaciones necesarias en sus estipulaciones. Por tanto, el
Relator Especial se limita a señalar la opinión de los dos
Gobiernos citados. El Gobierno de los Países Bajos cree
que también otro artículo, el artículo 39, que se refiere
a la posibilidad de denunciar un tratado o de retirarse
de él en virtud de un derecho derivado de la naturaleza
del tratado o de las circunstancias que mediaron cuando
se concertó, debe incluirse dentro de la indicada norma.
Quizás pueda estimarse que esto introduciría una nueva
complicación en un problema de interpretación, ya de
por sí delicado, pero por otra parte, no parece que haya
en principio ninguna razón para que se prescinda en
tales casos de la norma de la divisibilidad. En vista de
ello, el Relator Especial, al preparar su proyecto revisado,
ha incluido dentro de la norma casos que caen dentro
de la esfera del artículo 39.

2. El Relator Especial abriga serias dudas en cuanto al
nuevo enunciado del artículo propuesto por el Gobierno
de los Países Bajos. Quizá sea cierto que los llamados
criterios « objetivo » y « subjetivo » contenidos en los
apartados a y b del párrafo 2 del texto de la Comisión
no son lo suficientemente claros para excluir la posibili-
dad de que cada una de las partes los invoque en apoyo
de sus argumentos. Lo mismo cabe decir de otras dispo-
siciones del proyecto de artículos y, sin duda, de muchas
normas del derecho internacional y del derecho interno.
Pero no por ello tiene menos valor establecer los criterios
más exactos posibles que, si se aplican de buena fe por
las partes, pueden servir de base para determinar sus
derechos legítimos. El Gobierno de los Países Bajos parece
ir demasiado lejos al dar a entender que las « directrices »
contenidas en el artículo 46 solamente tienen utilidad si
la cuestión de la divisibilidad se plantea ante un tribunal.
La Comisión, al formular el proyecto de articulado, tiene
derecho a presumir que las partes van a respetar la norma
« pacta sunt servanda » y a interpretar y aplicar los trata-
dos de buena fe. Tiene también derecho a presumir que
al aplicar las disposiciones del presente articulado las

12 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
pág. 232, párr. 5.

partes van a actuar igualmente de buena fe. Sobre esta
base, el Relator Especial cree que los criterios enunciados
sobre la divisibilidad en el texto del artículo 46 de la
Comisión, aunque no sean tan exactos que excluyan toda
posibilidad de controversia, son sin embargo lógicos y
útiles.
3. La disposición nueva y fundamental de la propuesta
del Gobierno de los Países Bajos — es decir, el párrafo 2
— parece por la misma razón prestarse a dudas. Su fin
principal es hacer figurar expresamente el elemento de la
buena fe en la aplicación de la norma relativa a la divisi-
bilidad. Según se ha señalado en el párrafo anterior, este
elemento está ya presente, y doblemente presente, en el
art/culo 46: en primer lugar, porque la norma «pacta
sunt servanda » rige la aplicación del tratado entre las
partes; en segundo lugar, porque esa norma rige además
la aplicación de los presentes artículos. Si, por otra parte,
la mención de la « buena fe » tiene por objeto agregar
una condición más a los dos criterios enunciados por la
Comisión, parece introducir en la norma un elemento de
« ex aequo et bono » que podría privar a esos criterios
de gran parte de su utilidad. Otros gobiernos parecen
haber considerado satisfactorios los apartados a y b del
párrafo 2 del texto de la Comisión.

4. El Relator Especial considera, en cambio, que la for-
mulación del artículo 46 debería revisarse desde otro
punto de vista. En el texto actual la norma relativa a la
divisibilidad de las disposiciones convencionales se enun-
cia en parte en el artículo 46, que establece las condi-
ciones generales necesarias para que sea posible la divi-
sión, y en parte en artículos separados que indican si la
división es admisible con respecto a cada causa particular
de nulidad, extinción, etc. Es evidente que si la norma
de la divisibilidad se traslada a la sección 1 y se formula
como norma general, el nuevo artículo tendrá que enun-
ciar tanto las condiciones generales como las condiciones
específicas en que la división es admisible o inadmisible.
Al mismo tiempo, la disposición actual que existe en
distintos artículos parece formulada, a juicio del Relator
Especial, de modo que es un tanto equívoca con respecto
a la cuestión de si la división es en cada caso una opción
o la regla. Por ejemplo, en el artículo 34 (error) y en el
artículo 44 (cambio fundamental en las circunstancias)
se establece que, en las condiciones señaladas en el
artículo 46 (condiciones de la divisibilidad) un error o
un cambio fundamental que afecte a las cláusulas parti-
culares « podrá » invocarse respecto de esas cláusulas
únicamente. No está claro cuál será la situación si una
parte invoca el error o el cambio fundamental como
causa de invalidación o extinción de cláusulas particulares
y la otra parte sostiene que ese error o ese cambio afecta
al tratado en su totalidad; tampoco se ve cuál será la
situación en el caso inverso, cuando una parte lo invoca
con respecto al tratado en su totalidad y la otra parte
sostiene que afecta solamente a cláusulas particulares.
En suma, se trata de si, cuando concurren las condiciones
para ella, la divisibilidad es imperativa o discrecional.

5. El Relator Especial considera que, en interés de la
seguridad y la estabilidad de los tratados, el principio
general debería ser que, cuando existan las condiciones
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para la divisibilidad, el alcance de la cansa de nulidad,
extinción, etc., debería limitarse a las cláusulas particu-
lares a que se refiere. A este principio, no obstante, se
harían algunas excepciones. Así, en los casos de dolo de
una de las partes (artículo 33) o de coacción en la persona
de representantes de la otra parte (artículo 35) la parte
que haya sido así objeto de ese grave abuso de confianza
por la otra parte debería, a juicio del Relator, tener la
opción de alegar la falta de validez o extinción de todo
el tratado o bien la de las cláusulas a las cuales se refiera
en particular la conducta impropia de la otra parte, o de
poner fin a todo el tratado o a dichas cláusulas. Además,
la Comisión acordó en el 15.° período de sesiones que
en los casos de coacción del propio Estado mediante la
amenaza o el uso de la fuerza (artículo 36) o de conflicto
con la norma de jus cogens (artículo 37) el principio de
la divisibilidad quedaría absolutamente excluido. Fuera
de estas excepciones, parece lógico que la divisibilidad
sea la norma, y no una simple opción.

6. El Relator Especial cree conveniente, sin embargo,
señalar las posibles repercusiones de la norma de la divi-
sibilidad en otro artículo, a saber el artículo 41, que se
refiere al tratado que termina implícitamente por la
celebración de otro tratado. En sus períodos de sesiones
15.° y 16.° la Comisión exminó cuidadosamente las rela-
ciones entre la cuestión de la terminación implícita por
celebración de un tratado ulterior incompatible y la
cuestión de la aplicación de dos tratados con estipula-
ciones incompatibles. Llegó a la conclusión de que, aun
cuando se superpusieran hasta cierto punto, se trataba
de dos cuestiones distintas y, por consiguiente, reguló el
aspecto de la « terminación » en el artículo 41 y el de la
« aplicación » en el artículo 63. El problema es si las
disposiciones del artículo 63 hacen que sea innecesario o
inconveniente aplicar la norma de la divisibilidad a los
casos de terminación implícita previstos en el artículo 41.
La conclusión de la Comisión acerca de la distinción
entre « terminación implícita » y aplicación de estipula-
ciones incompatibles parece ser valedera tanto cuando se
trata de determinadas cláusulas como de todo el tratado.
Por lo tanto, parece lógico admitir la aplicación de la
norma de la divisibilidad en los casos de terminación
implícita previstos en el artículo 41 ; en consecuencia, el
proyecto revisado de artículo 46 que se formula en el
siguiente párrafo no exceptúa el artículo 41 de sus dis-
posiciones.

7. A la luz de las consideraciones que acaban de expo-
nerse, el Relator Especial sugiere que el artículo que se
comenta sea transferido a la sección 1 y revisado para
que diga lo siguiente :

« Causas de invalidación, terminación, retirada o
suspensión de la aplicación de determinadas cláusulas

exclusivamente de un tratado

» 1. La causa de invalidación, terminación, retirada
o suspensión de la aplicación de un tratado que se
refiera a determinadas cláusulas de ese tratado podrá
invocarse con respecto a esas cláusulas exclusivamente
cuando:

» a) dichas cláusulas sean claramente divisibles del
resto del tratado por lo que se refiere a su ejecución; y

» b) no se deduzca claramente del tratado o de las
circunstancias de su celebración que la aceptación de
esas cláusulas ha constituido un motivo esencial del
consentimiento de la otra parte o de las otras partes
en la totalidad del tratado.

» 2. No obstante, en los casos previstos en los ar-
tículos 33 y 35, el Estado que tiene derecho a alegar el
dolo o la coacción en la persona de su representante
podrá hacerlo en lo que respecta a todo el tratado o
únicamente a determinadas cláusulas, según estime
oportuno.

» 3. El párrafo 1 no se aplicará en los casos pre-
vistos en los artículos 36 y 37 ».

SECCIÓN 2: INVALIDEZ DE LOS TRATADOS

Artículo 31. — Disposiciones de derecho interno relativas
a la competencia para celebrar tratados

Las observaciones y propuestas del Relator Especial en
relación con este artículo figuran en la adición 2 a su
cuarto informe (A/CN.4/177/Add.2).

En sus observaciones sobre los artículos 46 y 47 el
Relator Especial ha propuesto también que las disposi-
ciones del presente artículo se apliquen con sujeción a
esos artículos.

Artículo 32. — Carencia de facultad para obligar al Estado

Las observaciones y propuestas del Relator Especial
con respecto a este artículo figuran en la adición 2 a su
cuarto informe (A/CN.4/177/Add.2).

En sus observaciones sobre los artículos 46 y 47 el
Relator Especial ha propuesto también que las disposi-
ciones del presente artículo se apliquen con sujeción a
esos artículos.

Artículo 33. — Dolo

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel sugiere que este artículo
vaya después del artículo 34, « a fin de distinguir los vicios
del consentimiento culposos de los que no lo son y orde-
narlos por grado ascendente de malicia ». En el párrafo 1
sugiere que en lugar de « la conducta fraudulenta » sería
preferible hablar de « el acto o la conducta fraudulentos ».
En el párrafo 2 sugiere que se suprima la palabra « úni-
camente ». De lo contrario, a juicio de este Gobierno,
podría interpretarse el párrafo en un sentido tal que
excluya la opción del Estado lesionado a invocar el dolo
como causa de invalidación de su consentimiento en todo
el tratado o en las cláusulas concretas relacionadas con
el dolo, a su arbitrio. Al propio tiempo, se señala que la
Comisión, según se deduce del párrafo 6 de su comen-
tario, tenía el propósito de admitir dicha opción.
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Jamaica. El Gobierno de Jamaica considera que la
parte que ha sido víctima del dolo debería adoptar
medidas para invalidar su consentimiento al tratado
dentro de un plazo determinado a contar de la fecha
en que se haya descubierto el dolo; y que, si no lo hace,
no ha de poder invocarlo como causa para dar por ter-
minado el tratado, a menos que ambas partes convengan
en las condiciones para ponerle fin.
Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos señala
que la referencia al « Estado » en el párrafo 2 no es
suficientemente clara, y que debería sustituirse por la
frase « el Estado agraviado ». A su juicio debería supri-
mirse el párrafo 2 si se aceptan sus sugerencias con
respecto a la revisión completa del artículo 46 (véanse las
observaciones sobre ese artículo).
Portugal. El Gobierno de Portugal examina las disposi-
ciones del artículo punto por punto y parece estar de
acuerdo con la Comisión en cuanto a su enfoque de la
cuestión del dolo. Por lo que respecta al párrafo 2, parece
considerar que las propuestas de la Comisión establecen
una norma razonable con respecto a la nulidad parcial
en los casos de dolo.
Suecia. El Gobierno sueco hace observar que este
artículo, como el artículo 34 relativo al error, se refiere
a casos que han de ser muy raros y que por esta razón
cabe preguntarse si el artículo es realmente necesario en
la presente etapa. Al propio tiempo, señala que la formu-
lación actual del artículo no suscita objeciones.
Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido duda de
que sea necesario este artículo, pero cree que si se incluye
debe añadirse una cláusula relativa a su interpretación
y aplicación por una instancia independiente.
Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
cree que el artículo acaso provoque más problemas de
los que pueda resolver. A su juicio, se plantea la grave
cuestión de en qué momento el Estado lesionado ha de
alegar la existencia de dolo a fin de poder beneficiarse
de ello. Si espera dos o diez años después de descubrirse
el dolo, el Gobierno de los Estados Unidos considera
sumamente dudoso que el Estado deba tener derecho a
invocarlo. Sugiere que, si se mantiene el artículo, conven-
dría agregar una cláusula en los siguientes términos :
« siempre que los demás Estados contratantes sean noti-
ficados dentro de los ... meses siguientes al descubrimiento
del dolo ». Sugiere también que sería muy conveniente
que en el artículo figurase la condición de que el dolo
ha de determinarse judicialmente.

Delegación de Brasil. Subrayando la dificultad de dar
una definición satisfactoria del dolo, y la ausencia de
casos de dolo, la delegación de Brasil estima que no es
conveniente aprobar disposiciones que podrían plantear
en la práctica más dificultades que las que resuelven 13.
Delegación de Bulgaria. Esta delegación considera que
tratar por separado el dolo y el error, como ha hecho la
Comisión, es una notable innovación no siempre admitida
por la doctrina del derecho internacional14.

Delegación de Colombia. Dada la diversidad de signi-
ficados que se suele atribuir en derecho interno al dolo
como razón para invalidar el consentimiento, la delega-
ción de Colombia considera que en derecho internacional
el término « dolo » debería ser objeto de una definición
precisa y uniforme a fin de evitar equívocos 15.
Delegación del Ecuador. A esta delegación le parece
aceptable la redacción del artículo, si bien cree que
debería ampliarse su alcance para abarcar tanto el acto
como la conducta fraudulentos. No cree que el hecho
de que hasta ahora los Estados no hayan alegado el dolo
como causa de invalidación del consentimiento sea razón
suficiente para omitir el artículo 16.
Delegación de Francia. Esta delegación expresa la opi-
nión de que al incluir el principio que es objeto del
presente artículo, la Comisión procede conforme a las
disposiciones del artículo 15 de su Estatuto y no en
contradicción con ellas 17.
Delegación del Irak. Esta delegación considera que el
hecho de que el dolo sea muy raro no exime de declarar
que constituye un vicio del consentimiento. Considera
también que el dolo no es necesariamente la conducta
fraudulenta sino que puede consistir en un acto fraudu-
lento único 18.
Delegación del Paquistán. Esta delegación opina que
debe fijarse un plazo para el ejercicio del derecho a invo-
car el dolo, pues de lo contrario plantearía dificultades
la cuestión de saber en qué momento el Estado perjudi-
cado tiene que alegar la existencia del vicio de consenti-
miento 19.
Delegación del Perú. A juicio de la delegación del Perú,
el concepto de dolo no parece aplicable el derecho inter-
nacional 20.
Delegación de El Salvador. Esta delegación señala que
en el artículo no se especifica si podría invocarse la con-
ducta fraudulenta de una tercera parte para invalidar el
consentimiento. Sugiere también que se sustituya la ex-
presión « conducta fraudulenta » por « acto fraudu-
lento » 21.
Delegación de Siria. Esta delegación aprueba la decisión
de la Comisión de dedicar artículos separados al dolo y
al error para poner de relieve la diferencia existente entre
los efectos de esos dos vicios del consentimiento 22.
Delegación de Tailandia. Esta delegación parece consi-
derar que, a pesar de las explicaciones que da la Comi-
sión en el párrafo 3 de su comentario, predomina en la
redacción de este artículo la influencia del derecho
privado anglosajón 23.
Delegación de Venezuela. La delegación de Venezuela
cree que fue un acierto de la Comisión no tratar de

13 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 793.a sesión, párr. 16.

14 Ibid., 788.a sesión, párr. 9.

15 Ibid.,
« Ibid.,
" Ibid.,
is ibid.,
« Ibid.,
20 Ibid.,
21 Ibid.,
22 Ibid.,
23 Ibid.,

783.a sesión,
782.a sesión,
787.a sesión,
788.a sesión,
791.a sesión,
789.a sesión,
782.a sesión,
786.a sesión,
791.a sesión,

párr. 10.
párr. 3.
párr. 2 y 7.
párr. 20.
párr. 28.
párr. 17.
párr. 3.
párr. 16.
párr. 4.



12 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1966, yol. II

definir el « dolo », dada la dificultad de establecer una
definición satisfactoria 24.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Aunque algunos gobiernos y delegaciones no son
partidarios de que se considere el dolo como causa de
falta de validez del consentimiento independiente del
error, la mayoría lo aprueban o no expresan objeciones.
En el 15.° período de sesiones algunos miembros de la
Comisión hubiesen preferido unir dolo y error en un solo
artículo 25, y la Comisión, sin duda volverá a examinar
ahora esta cuestión habida cuenta de las observaciones
de los gobiernos. En aquel período de sesiones la Comisión
decidió que en definitiva y pese a los raros casos de dolo,
era conveniente tratar el dolo y el error en diferentes
artículos. Dijo entonces lo siguiente:

« Cuando hay dolo, éste alcanza el origen mismo del
acuerdo de manera un tanto diferente que la inexactitud
inocente o el error. No se limita a anular el consenti-
miento de la otra parte en los términos del acuerdo,
sino que destruye totalmente la base de confianza recí-
proca entre las partes. » 26

2. El Relator Especial considera que, si se mantiene el
artículo, debe ponerse en práctica la sugerencia hecha
por el Gobierno israelí de alterar el orden de los artículos
33 y 34, para colocar el « dolo » después del « error ».
« Dolo », es, por decirlo así, una causa de nulidad
« agravada », más semejante a la coacción que a formas
inocentes de inexactitud y error.
3. Una delegación considera que en el párrafo 1 debe
darse una definición de « dolo » tan precisa y uniforme
como sea posible a efectos del derecho internacional. No
obstante, en general, los gobiernos y las delegaciones
parecen compartir la opinión expresada por la mayoría
de los miembros de la Comisión en el 15.° período de
sesiones, a saber, que « era preferible enunciar el concepto
general de dolo aplicable en el derecho de los tratados
con la mayor claridad posible y dejar que la práctica y
las decisiones de los tribunales internacionales se encar-
guen de fijar su alcance exacto » 27. Por el contrario, en
otra serie de observaciones se destaca que no basta
mencionar la « conducta fraudulenta » dado que un solo
acto puede constituir dolo. Aunque el Relator Especial
cree que la Comisión está en lo cierto al considerar que
la frase « conducta fraudulenta » abarca tanto un solo
acto como una serie de actos de dolo, parece aconsejable,
a la luz de las observaciones de los gobiernos y de las
delegaciones, ampliar la frase y decir « acto o conducta
fraudulentos ».

4. El Gobierno de Israel sugiere que en el párrafo 2 se
suprima la palabra « únicamente » para eliminar toda
posibilidad de que se interprete el párrafo en el sentido
de que obliga al Estado víctima del dolo a invocarlo
como vicio de su consentimiento únicamente con respecto
a determinadas disposiciones, sin darle opción a afirmar

24 Ibid., 790.a sesión, párr. 16.
25 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II ,

pág. 227, artículo 33, párr. 2.
26 y 27 ibid.t pág. 227, artículo 33, párrs. 2 y 3.

que el vicio afecta su consentimiento con respecto a la
totalidad del tratado. El Relator Especial no cree que si
los párrafos 1 y 2 se leen conjuntamente, como debe
hacerse, pueda el párrafo 2 prestarse realmente a la inter-
pretación sugerida; no cree tampoco que, si se considera
susceptible de dicha interpretación, la supresión de la
palabra « únicamente » eliminara la dificultad. Por otra
parte, la observación del Gobierno de los Países Bajos
de que la expresión « el Estado » no es suficientemente
clara parece justificada, ya que se mencionan dos Estados
en el párrafo 1. No obstante, si la Comisión acepta las
propuestas del Relator Especial relativas a la revisión
del artículo 46 y su traspaso a la sección 1, no será
necesario el párrafo 2 ya que la cuestión de la divisi-
bilidad queda tratada en el artículo 46. Si la Comisión
decidiese conservar el párrafo 2, sería conveniente for-
mularlo de nuevo de modo semejante al párrafo corres-
pondiente del artículo 34 relativo al « error », pues desde
el punto de vista meramente estilístico sería más elegante
que esta disposición estuviese formulada de igual modo
en ambos artículos.

5. Por lo que respecta a la sugerencia de los Gobiernos
de Jamaica y de los Estados Unidos en el sentido de
que debe fijarse un plazo determinado para invocar la
invalidez de un tratado aduciendo como causa de tal
invalidez el dolo, esta cuestión ha sido examinada en las
observaciones y propuestas del Relator Especial relativas
a la revisión del artículo 47.

6. Habida cuenta de las observaciones que preceden,
el Relator Especial sugiere que el artículo se modifique
en la siguiente forma :

« Cuando un Estado fuere inducido a celebrar un
tratado por la conducta o el acto fraudulento de otro
Estado contratante, podrá alegar el dolo para invalidar
su consentimiento en quedar obligado por el tratado. »

Artículo 34. — Error

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel advierte que en el párrafo 1
se define el error diciendo que consiste « en un hecho o
en una situación », en tanto que el párrafo 7 del comen-
tario ne parece reflejar un concepto tan limitativo de los
errores que pueden viciar el consentimiento. El Gobierno
de Israel sugiere que el texto del artículo se ajuste al
comentario. En cuanto al párrafo 4, sugiere que se esta-
blezca una distinción entre « equivocación » y « error »,
de manera que dicho párrafo quede redactado en los
siguientes términos:

« Cuando no existiere error en cuanto a la substancia
de un tratado pero existiere equivocación en la re-
dacción de su texto, la equivocación no alterará la
validez del tratado y se aplicarán entonces los artículos
26 y 27. »

Refiriéndose también al párrafo 4, el Gobierno de Israel
cita el fallo de la Corte Internacional de Justicia en el
Asunto relativo a la Soberanía sobre ciertas Parcelas
Fronterizas, que parece apoyar la tesis de que una equi-
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vocación en la transcripción puede viciar el tratado (por
oposición a invalidar el consentimiento de una parte)
siempre que se demuestre con pruebas convincentes; y
también que, en todo caso, puede subsanarse esa equi-
vocación mediante ratificación subsiguiente del tratado,
su publicación, y por asentimiento 28. El Gobierno de
Israel sugiere que se introduzcan los cambios necesarios
en el enunciado del párrafo 4 y, en su caso, en los ar-
tículos 26 y 27. El Gobierno de Israel advierte que la nueva
redacción propuesta para el párrafo 4 exigiría ciertas
modificaciones en el título de la sección V de la parte I
y en los artículos 26 y 27, a fin de que siempre que
aparezca en ellos la palabra « error » se sustituya por la
palabra « equivocación ».

Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos se limita
a advertir que la aprobación de la enmienda propuesta
al artículo 46 afectaría a la redacción del párrafo 2 del
presente artículo.
Portugal. El Gobierno de Portugal interpreta el párrafo
7 del comentario en el sentido de que admite el error de
derecho en el mismo plano que el error de hecho, tesis
que no le satisface. Agrega que, al decir que la invalidez
del tratado produce efectos ab initio, el comentario con-
traviene « la doctrina más corriente que, aun en el caso
de anulación por error, no admite tales efectos ».
Suecia. El Gobierno de Suecia advierte que este artículo,
al igual que el artículo 33 relativo al dolo, se refiere a
casos que deben ser muy poco corrientes y, por ello,
cabe dudar que el artículo sea realmente necesario. Al
mismo tiempo, dice que la redacción actual del artículo
no parece suscitar ninguna objeción.
Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido considera
que sería necesario someter la aplicación e interpretación
de este artículo a la decisión de una instancia indepen-
diente; añade que los casos mencionados en el comen-
tario de la Comisión subrayan esta necesidad.
Estados Unidos. En este artículo, al igual que en el
artículo anterior relativo al dolo, el Gobierno de los
Estados Unidos considera esencial fijar un plazo dentro
del cual ha de alegarse el vicio del consentimiento — en
este caso el error — después de haber sido descubierto,
y considera asimismo que debería preverse la decisión
judicial de los casos de « error ».
Delegación del Brasil. La delegación brasileña estima
que la noción de error, que tanta importancia tiene en
materia de contratos, pierde gran parte de su fuerza en
materia de derecho internacional contemporáneo, tanto
más cuanto que los tratados son elaborados en confe-
rencias internacionales en las que participa gran número
de países. Estima que hay que evitar la aprobación de
disposiciones que podrían suscitar en la práctica más
dificultades que las que resuelven 29.
Delegación de Bulgaria. La delegación de Bulgaria pa-
rece estimar que el error y el dolo deberían tratarse en
un solo artículo (véanse sus observaciones al artículo 33)30.

Delegación del Ecuador. La delegación del Ecuador con-
sidera difícil determinar con precisión, en la práctica, el
alcance de las disposiciones del párrafo 1 31.
Delegación de Irán. La delegación de Irán advierte que
este artículo trata del error de hecho pero no del error
de derecho 32.
Delegación de Irak. La delegación de Irak considera
lógicamente necesario incluir un artículo sobre el error
en un conjunto de normas relativas a la validez de los
tratados ; y añade que el hecho de que el error sea poco
frecuente no es óbice para que se declare expresamente
que constituye un vicio del consentimiento 33.
Delegación del Paquistán. Esta delegación estima que
la posibilidad de alegar el error debería hacerse dentro
de un plazo, ya que de lo contrario plantearía dificultades
la cuestión del momento en que el Estado lesionado tiene
que alegar el vicio del consentimiento 34.
Delegación del Perú. A juicio de la delegación peruana
el concepto de error no parece aplicable al derecho inter-
nacional 35.
Delegación de El Salvador. Esta delegación elogia la
redacción del artículo. Al mismo tiempo, expresa la
opinión de que tal vez sea necesario determinar no sólo
si ha habido error de parte del Estado contratante sino
también si tal error se relaciona con una situación de
hecho en que entra en juego un tercer Estado 36.
Delegación de Siria. Esta delegación aprueba la decisión
de la Comisión de separar el error del dolo 37.
Delegación de Tailandia. Considera que la excepción
prevista en el párrafo 2 es demasiado amplia y deja sin
efecto el párrafo 1. Además, señala que en el asunto del
Templo de Preah Vihear 38 el mapa que se menciona en
el párrafo 4 del comentario no era ni un tratado ni parte
de un tratado, porque había sido dibujado por una de
las partes y no había sido autenticado por la otra. Por
tanto, a su juicio, tal mapa no podía considerarse un
tratado en el sentido que se da a esta palabra en la parte I
del proyecto de artículos 39.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Dos gobiernos expresan dudas en cuanto a la con-
veniencia de incluir un artículo sobre el error. Ahora
bien, los casos de error en la conclusión de tratados no
son en modo alguno raros y, cualquiera que sea la opinión
que se tenga en cuanto a la necesidad de dedicar un
artículo especial al dolo, el Relator Especial estima que
la falta de una disposición relativa al error supondría una
laguna inadmisible en el proyecto de articulado.

28 I.C.J. Reports 1959, págs. 222 a 227.
29 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo

período de sesiones, Sexta Comisión, 793. a sesión, párr. 16.
so Ibid., 788.a sesión, párr. 9.

31 Ibid, 789.a sesión, párr. 25.
32 Ibid., 787.a sesión, párr. 32.
33 Ibid., 788.a sesión, párr. 20.
34 Ibid., 791. a sesión, párr. 28.
35 Ibid., 789.a sesión, párr. 17.
36 Ibid., 782.a sesión, párr. 4.
37 Ibid, 786.a sesión, párr. 16.
38 LC.J. Reports 1962, pág. 26.
39 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo

período de sesiones, Sexta Comisión, 791. a sesión, párr . 4.



14 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1966, vol. II

2. La disposición principal del párrafo 1 habla de los
casos en que el error se refiere a un « hecho o ... situación »
cuya existencia se ha dado por supuesta en el momento
de la celebración del tratado. En el párrafo 7 de su
comentario a dicho artículo, la Comisión declaraba:

« Al enunciar que el error ha de referirse a un «hecho
o situación», la Comisión no tenía la intención de
excluir la posibilidad de que un error jurídico pueda,
en determinadas circunstancias, anular el consenti-
miento. Por ejemplo, puede discutirse si un error rela-
tivo a una costumbre regional o local deba considerarse,
a los efectos del presente artículo, como un error de
derecho o como un error de hecho, tomando en consi-
deración las decisiones de la Corte en cuanto a la
prueba de las costumbres regionales o locales. También
parece claro que, en principio, un error relativo al
derecho interno es para el derecho internacional un
error de hecho. » 40

El Gobierno de Israel sugiere que el texto del artículo
debe ajustarse al comentario, lo que parece significar que
el párrafo 1 tiene que ampliarse para prever expresamente
los puntos señalados en el citado pasaje del comentario.
El Gobierno de Portugal, por otra parte, interpreta este
pasaje en el sentido de que coloca los errores de derecho
en el mismo plano que los errores de hecho, y no se mues-
tra satisfecho con tal interpretación.
3. A juicio del Relator, la Comisión no se propuso
colocar los errores de derecho en el mismo plano que los
errores de hecho. Su intención en el párrafo citado del
comentario fue más bien advertir que, en determinadas
circunstancias, un error del que cabe decir que lo es en una
cuestión de derecho puede referirse a un « hecho o
situación » y, por consiguiente, quedar comprendido en
el artículo. Como cada caso tenderá a depender de sus
propias circunstancias especiales, el Relator Especial duda
que sea aconsejable ampliar el párrafo 1 del artículo en
el sentido que al parecer sugiere el Gobierno de Israel.
Parece preferible establecer la norma básica del párrafo 1
y dejar que los casos especiales sean decididos a la luz
de esa norma general. Por otra parte, cuando se redacte
el texto definitivo del comentario, tal vez convenga modi-
ficar el párrafo 7 para que no haya posibilidad de inter-
pretación errónea.

4. Un gobierno considera que el alcance de las excep-
ciones previstas en el párrafo 2 es demasiado amplio y
deja sin efecto en gran parte el párrafo 1. El texto del
párrafo 2, como se indica en el comentario, se inspiró en
el fallo de la Corte en el asunto del Templo. La excepción
está redactada ciertamente en términos estrictos y las
palabras « o haya podido evitarlo » han de interpretarse
sin duda razonablemente, en el sentido de « o hayan
podido evitarlo actuando con la debida deligencia ».
5. Si la Comisión aprueba la propuesta del Relator
Especial en el sentido de que se revise el artículo 46 y se
traslade a la sección 1 como norma general, el párrafo 3
resultará innecesario, ya que la cuestión de la divisibilidad
habrá sido ya prevista en el artículo 46.

6. En el párrafo 4 merecen atención dos sugestiones del
Gobierno de Israel. La primera es que se establezca una
distinción entre « error » y « equivocación ». La idea al
parecer es que como en el texto inglés del artículo 26 se
utiliza la palabra « error » al referirse a la corrección de
errores en los textos de los tratados, la misma palabra
debe emplearse en el presente artículo en tal sentido y
que la palabra « equivocación » se emplee para los
errores de fondo. Aunque las palabras « error » y « equi-
vocación » son sinónimas, el Relator Especial está de
acuerdo en que una terminología uniforme es conve-
niente. Considera preferible, sin embargo, utilizar la
misma palabra « error » en todos los casos, en vez de
tratar de establecer una distinción en el empleo de las
dos palabras, distinción que no se encuentra en la termi-
nología de los sistemas jurídicos de lengua inglesa. Otra
consideración es que en los textos español y francés se
utiliza la misma palabra — « error », « erreur » — en
el artículo 26 y en el presente artículo.

7. La segunda sugestión es que el párrafo 4, y en su
caso también el artículo 26, deben modificarse para dar
cabida a las siguientes propuestas:

a) Una equivocación en la transcripción puede viciar
el tratado (por oposición a invalidar el consentimiento
de una parte), siempre que se demuestre con pruebas
convincentes ;

b) Una equivocación en la transcripción puede sub-
sanarse mediante ratificación subsiguiente del tratado, su
publicación y por asentimiento.
Ambas disposiciones se han tomado, al parecer, del fallo
de la Corte en el asunto de las Parcelas fronterizas (págs.
222-226) 41. Pero ambas propuestas, a juicio del Relator
Especial, simplifican excesivamente y deforman hasta
cierto punto el fallo de la Corte en el asunto de las
Parcelas fronterizas. Las circunstancias de dicho caso
fueron muy especiales. Se había redactado una « minuta »
— la llamada « minuta municipal » — entre los munici-
pios de Baerle-Duc (Bélgica) y Baarle-Nassau (Países
Bajos) en la que al parecer se hacía constar su acuerdo
sobre el municipio a que pertenecían dos parcelas de
terreno. La Comisión Mixta belgo-neerlandesa de Fron-
teras, en una « minuta descriptiva » se propuso transcri-
bir literalmente el acuerdo contenido en la minuta muni-
cipal. Tal minuta descriptiva pasó a formar parte, por
referencia, del Convenio Fronterizo de 1843 entre Bélgica
y los Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos alegó
que las estipulaciones de la minuta municipal se habían
transcrito equivocadamente en la minuta descriptiva y
que las dos parcelas debían haberse atribuido a los
Países Bajos, y no a Bélgica. La Corte llegó a la conclu-
sión de que, en realidad, había habido dos versiones de
la minuta municipal, una que adjudicaba las parcelas a
los Países Bajos y la otra a Bélgica. Consideró también
que la versión que la Comisión Mixta de Fronteras había
tenido la intención de transcribir era la que atribuía las
parcelas a Bélgica, no la que habían tomado como base
los Países Bajos; en consecuencia, estimó que no había
equivocación alguna en la minuta descriptiva ni en el

40 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional 1963, vol. II,
ág. 229. 41 I.C.J. Reports, 1959.
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Convenio de 1843. Es cierto que la Corte añadía
que el Convenio había sido «confirmado por el
Parlamento de cada Estado y ratificado de conformidad
con sus procedimientos constitucionales » y que sus esti-
pulaciones se habían « publicado en cada Estado ». Pero
lo hacía sólo a modo de confirmación de sus conclusiones
de que el Gobierno de los Países Bajos no había probado
que hubiera habido equivocación. En consecuencia, el
Relator Especial no cree que este asunto pueda servir
de base a las propuestas que se hacen en las observa-
ciones del Gobierno de Israel.
Por lo demás, independientemente del asunto de las
Parcelas fronterizas, la inclusión de esas dos propuestas
no parece aconsejable. Declarar que una equivocación
en la transcripción, como tal, puede viciar un tratado
significaría obscurecer, si no eliminar, la distinción que
la Comisión ha tenido tanto cuidado de establecer, y
con razón, entre los casos de error previstos en el artículo
26 y los considerados en el presente artículo. Además,
aun cuando es posible que un acuerdo transcrito erró-
neamente sea aceptado como obligatorio por las partes
y que éstas actúen de conformidad con el mismo, no se
trataría en tal caso de « subsanar » un error sino de
sustituir el acuerdo original por uno nuevo. En la medida
en que entre en juego un elemento de error, será error
en cuanto a la sustancia del tratado; y en la medida de
que se trate de subsanar ese error, será aplicable el
artículo 47.

8. En vista de las observaciones anteriores, el Relator
Especial propone que el artículo se modifique como
sigue :

« Error

» 1. Un Estado podrá alegar un error relativo a la
sustancia de un tratado para invalidar su consentimiento
en quedar obligado por el tratado cuando el error se
refiera a un hecho o a una situación cuya existencia ese
Estado haya dado por supuesta en el momento de la
celebración del tratado y haya constituido un motivo
esencial del consentimiento del Estado para obligarse
por el tratado.

» 2. El precedente párrafo 1 no se aplicará cuando
ese Estado haya contribuido con su conducta al error
o hubiera podido evitarlo, o cuando las circunstancias
hayan sido tales que hubieran debido ponerle sobre
aviso contra la posibilidad de error.

» 3. Cuando el error no se refiera a la sustancia de
un tratado sino a la redacción de su texto, no alterará
la validez del tratado; en tal caso se aplicarán los ar-
tículos 26 y 27. »

Artículo 35. — Coacción en la persona de los
representantes de los Estados

Observaciones de los gobiernos

Checoslovaquia. El Gobierno checoslovaco observa con
satisfacción que el artículo 35 declara nulos ab initio los
tratados internacionales celebrados mediante coacción

ejercida en la persona de representantes de los Estados.
Su delegación recuerda los trágicos acontecimientos que
siguieron a la imposición a Checoslovaquia del Acuerdo
de Munich.
Israel. El Gobierno de Israel señala una posible falta
de congruencia entre la expresión absoluta « carecerá de
efecto jurídico », que aparece en el párrafo 1, y la inva-
lidación parcial y relativa del consentimiento de que se
habla en el párrafo 2; y que no está muy claro si se trata
de establecer una diferencia entre la expresión « carecerá
de efecto jurídico » en el párrafo 1 del artículo 35 y la
expresión « será nulo » que aparece en el artículo 36.
El Gobierno de Israel sugiere que el párrafo 1 se revise
en la forma siguiente:

« Cuando el representante de un Estado fuere objeto
de coacción ... el Estado cuyo representante hubiere
sido objeto de coacción podrá alegar la coacción para
invalidar su consentimiento en quedar obligado por el
tratado. »

En el párrafo 2, el Gobierno de Israel sugiere que se
omita la palabra « únicamente ». Si no, este párrafo
podría interpretarse en el sentido de excluir la opción del
Estado lesionado a invocar la coacción como causa de
invalidación del consentimiento respecto de todo el tra-
tado o de la clásula particular a que se refiera la coacción,
según estime oportuno.
Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos se limita
a advertir que si se aprueba su enmienda al artículo 46,
resultará afectado el texto del presente artículo.
Portugal. El Gobierno de Portugal comenta los prin-
cipios jurídicos en que descansa este artículo y el siguiente.
Aunque subraya la innovación que supone este artículo,
considera digna de elogio la orientación que la Comisión
ha dado a la cuestión de la coacción personal. También
considera que el párrafo 2 brinda una norma aceptable
en cuanto a la nulidad parcial en los casos de coacción
personal.
Suecia. El Gobierno de Suecia advierte que, al igual que
los artículos 33 (dolo) y 34 (error), el presente artículo
se refiere a un supuesto muy poco frecuente. No obstante,
como se han producido casos bien conocidos de este
tipo, y como la norma tiene gran apoyo en la doctrina,
tal vez resulte conveniente incluir una disposición sobre
este punto.
Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido advierte
que no está claro si el párrafo 1 de este artículo compren-
dería la firma de un tratado sujeta a ratificación y, en
caso afirmativo, si la firma obtenida mediante coacción
puede ser objeto de ratificación.
Estados Unidos. El Gobierno norteamericano estima que
el párrafo 1 va demasiado lejos al disponer que la mani-
festación de consentimiento logrado por coacción « care-
cerá de efecto jurídico »; y que parecería preferible decir
que el Estado perjudicado pudiera considerar que esa
manifestación de consentimiento carece de efecto jurídico.
Con ello se evitaría que el Estado autor de la coacción
pudiera alegarla como base para considerar el tratado
inválido. Tampoco, a juicio del Gobierno de los Estados
Unidos, el Estado contra el que se haya aplicado la co-
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acción debe verse obligado a considerar que el tratado
« carecerá de efecto jurídico », pues puede muy bien
desear valerse de la posibilidad de ignorar la coacción si
tiene un interés superior en mantener la seguridad del
tratado. Además, si el párrafo 1 se revisara tal como
sugiere el Gobierno de los Estados Unidos, tendría a su
juicio la ventaja de contribuir a evitar que terceros Esta-
dos intentasen inmiscuirse en una situación en la que
las partes inmediatamente interesadas deseasen llevar
adelante el tratado.
Delegación de Colombia. Esta delegación está de acuerdo
con la distinción establecida por la Comisión entre la
fuerza ejercida en la persona de los representantes y la
coacción sobre el Estado mismo 42.
Delegación del Ecuador. La delegación ecuatoriana esti-
ma que las disposiciones del artículo 35 deben hacerse
también extensivas a los miembros de la familia de los
representantes 43.
Delegación del Irak. La delegación del Irak está de
acuerdo con la posición adoptada por la Comisión res-
pecto al presente artículo 44.
Delegación del Paquistán. La delegación paquistana su-
giere que en el párrafo 1 se sustituya la palabra « care-
cerá » por las palabras « podrá carecer » 45.
Delegación de España. La delegación española se opone
a la enmienda sugerida por el Gobierno de los Estados
Unidos en el sentido de que el tratado no debe invalidarse
a menos que el Estado lesionado invoque la coacción
como causa para declarar nulo el tratado 46.
Delegación de Tailandia. La delegación de Tailandia se
congratula del carácter progresivo del artículo 47.
Delegación de Venezuela. La delegación venezolana cree
que sería mucho más apropiado prever en el artículo
mismo que la expresión « representante de un Estado »
incluye también a su familia, en vez de hacer la declara-
ción correspondiente en el comentario al artículo 48.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Cuatro gobiernos sugieren que el párrafo 1 debe
modificarse para conferir al Estado el derecho de alegar
la coacción como vicio del consentimiento en vez de dejar
automáticamente « sin efecto jurídico » el consentimiento
obtenido mediante coacción. El Gobierno español, por
otra parte, se opone a esta sugestión. La Comisión, en su
15.° período de sesiones, expresó la opinión de que «la
coacción al representante de un Estado con el fin de
obtener la celebración de un tratado es un asunto tan
grave que el artículo debe disponer la nulidad absoluta
del consentimiento obtenido por ese medio ».

42 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 783.a sesión, párr. 10.

« Bid., 789.a sesión, párr. 25.
44 Ibid., 788.a sesión, párr. 21.
45 Ibid., 791.a sesión, párr. 27.
46 Ibid., 792.a sesión, párr. 8.
47 Ibid., 791.a sesión, párr. 5.
4» Ibid., 790.a sesión, párr. 17.

2. El Relator Especial se inclina a dudar que los casos
previstos en el presente artículo exijan necesariamente la
nulidad absoluta. Los casos de coacción sobre el Estado
mismo se prevén en el artículo 36, según el cual todo
tratado cuya celebración se obtenga por la amenaza o el
uso de la fuerza, con violación de los principios de la
Carta de las Naciones Unidas, será nulo. Estos son casos
realmente de suma gravedad. Sin embargo, aunque estos
casos suponen a veces la coacción directa sobre altos
funcionarios del Estado, la gravedad de estos casos con-
siste en la coacción sobre el Estado. Los casos de coacción
en la persona de un representante, a que se refiere el
presente artículo, parecen, por otra parte, asemejarse más
a los casos de dolo que a los previstos en el artículo 36.
Por consiguiente, el Relator Especial estima que se justi-
ficaría plenamente aceptar la sugestión de que, al igual
que en los casos de dolo, el Estado cuyo representante
ha sido objeto de coacción en su persona debe poder
optar entre aceptar el tratado como válido o rechazarlo
como viciado por coacción o, en su caso, considerarlo
inválido sólo respecto de las cláusulas particulares a que
se refiere la coacción. De esta manera, parecería natural
utilizar la misma fórmula que en los artículos anteriores
es decir que el Estado pueda invocar la coacción para
invalidar su consentimiento en quedar obligado.
3. Si el párrafo 1 se modifica en ese sentido, resultaría
relativamente fácil resolver el problema planteado por el
Reino Unido de si una firma obtenida por coacción
puede ser objeto de ratificación. La ratificación de dicha
firma resultaría en tal caso posible, al igual que en el
caso de la firma obtenida por dolo, pero ello no impediría
que el Estado alegase luego la coacción como vicio de su
consentimiento, a menos que la ratificación se efectuase o
confirmase después de haber tenido el Estado conoci-
miento de la coacción. En otras palabras, la ratificación
sería definitiva y obligaría al Estado únicamente si el
caso quedase comprendido en las disposiciones del artícu-
lo 47. Sin embargo, para prever este punto, será nece-
sario hablar no del « consentimiento en quedar obli-
gado », sino de que la firma se haya obtenido mediante
coacción.

4. Si la Comisión acepta las propuestas del Relator
Especial de que se revise el artículo 46 y se traslade a la
sección 1 como norma general, el párrafo 2 del presente
artículo resultará innecesario, ya que la cuestión de la
divisibilidad habrá quedado ya prevista en el artículo 46.
5. El Relator Especial propone, en consecuencia, que el
artículo se revise en los siguientes términos:

« Si la firma de un tratado por el representante de
un Estado se ha obtenido con coacción, mediante actos
o amenazas dirigidos contra él personalmente, el Estado
podrá alegar tal coacción para invalidar su consenti-
miento en quedar obligado por el tratado. »

Artículo 36. — Coacción a un Estado por la amenaza o
el uso de la fuerza

Observaciones de los gobiernos

Checoslovaquia. El Gobierno de Checoslovaquia observa
con satisfacción que este artículo declara nulos ab initio
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los tratados celebrados mediante coacción ejercida sobre
un Estado por la amenaza o el uso de fuerza. Considera
que este artículo, junto con el artículo 37, declara la
nulidad de los tratados desiguales que, a su juicio, consti-
tuyen un poderoso obstáculo para la obtención de la
independencia y soberanía total de diversos países en
desarrollo y son fuente de conflictos. También opina
que el artículo 36 debe prescribir expresamente la falta
de validez de los tratados internacionales impuestos me-
diante ciertas formas de coacción como, por ejemplo, a
presión económica.

Israel. El Gobierno de Israel sugiere que este artículo
debería completarse con la adición de una cláusula en el
sentido de hacer el artículo también aplicable cuando la
participación de un Estado en un tratado existente se
haya obtenido mediante la amenaza o el uso de la fuerza.

Jamaica. El Gobierno de Jamaica opina que conviene
ampliar el alcance del artículo para incluir casos en que
la amenaza o el uso de la fuerza no entraña, estrictamente,
una violación de los principios de la Carta de las Naciones
Unidas, pero es sin embargo un factor importante para
inducir a la celebración de un tratado. En su opinión, el
uso ilegítimo o la amenaza velada de la fuerza puede ser
objeto de manipulaciones para no incurrir en violación
de los principios de la Carta, sin dejar de infringir por
ello los elementos esenciales del consentimiento, del
mismo modo que el dolo. Sugiere que, en estos casos,
podría no considerarse el tratado nulo ab initio, sino
anulable a instancia del Estado lesionado.

Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos, si bien
apoya plenamente el principio que informa este artículo,
señala dos puntos. En primer lugar, afirma que la norma
enunciada en el artículo sólo es aceptable y sólo puede
aplicarse en la práctica si el término « uso de la fuerza »
se interpreta en sentido estricto de « agresión armada »,
con exclusión de todas las demás formas de coacción
de carácter económico o psicológico. En su opinión, por
censurables que sean estas formas de coacción en deter-
minadas circunstancias, en las actuales condiciones inter-
nacionales no pueden englobarse todas bajo una sola
regla general que prohiba la coacción sin que con ello
se creen dudas, en lugar de disipar las existentes — sin
hacer ineficaz la norma jurídica, incluso en su sentido
estricto. En segundo lugar, el Gobierno de los Países
Bajos plantea el problema de la retroactividad de este
artículo y pregunta si se habría de suponer que los
« principios de la Carta » no fueron válidos hasta la
entrada en vigor de laCarta de las Naciones Unidas en 1945.

Polonia. El Gobierno polaco opina que la « coacción »
a los efectos de este artículo debería incluir, no sólo « la
amenaza o el uso de la fuerza » sino asimismo otras
formas de presión, en particular, la presión económica.
A su juicio, esta última representa en realidad una clase
típica de coacción que se ejerce a veces en la celebración
de tratados.

Portugal. El Gobierno portugués, aunque subraya el
carácter innovador de este artículo, opina que la orienta-
ción seguida por la Comisión ante esta cuestión de la

coacción es digna de elogio. Parece compartir la decisión
de la Comisión de definir la coacción en función de los
principios de la Carta y dejar que el alcance preciso de
los actos comprendidos en la definición sea determinado
en la práctica mediante una interpretación de las dispo-
siciones pertinentes de la Carta.
Turquía. El Gobierno turco opina que sería conveniente
definir la amenaza o el uso de la fuerza que se prevén en
este artículo. De no hacerse así, considera que esos
principios se interpretarán en general en relación con la
solución de cuestiones de indole política y no cabe esperar
que esa interpretación de carácter político posea el grado
de claridad requerido para las cuestiones de índole jurí-
dica. También señala que esa interpretación puede no ser
aceptable para países no miembros de las Naciones
Unidas.
Uganda. El Gobierno de Uganda aprueba plenamente
este artículo por cuanto elimina la coacción como ele-
mento en la celebración de tratados.
Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido estima que
este artículo debe quedar sujeto a la decisión de un
órgano independiente. Su delegación acepta la opinión
de la Comisión de Derecho Internacional de que el
principio establecido en el artículo 36 constituye lex lata.
Comparte la opinión de la Comisión de Derecho Inter-
nacional de que la noción de coacción debe limitarse a
« la amenaza o el uso de la fuerza con violación de los
principios de la Carta ». A su juicio, si se ampliara esta
noción, se correría el peligro de restar eficacia al artículo
y se facilitarían pretextos para eludir las obligaciones
convencionales.
Estados Unidos de América. El Gobierno norteameri-
cano considera que este artículo, con determinadas garan-
tías, constituiría un importante paso hacia un régimen de
derecho en las relaciones internacionales. Conviene con
la Comisión en que esta regla debe limitarse a la amenaza
o el uso de la fuerza física pues, a su juicio, éste es el
elemento que prohibe el párrafo 4 del Artículo 2 de la
Carta. Por otra parte, el Gobierno norteamericano opina
que la Comisión debería tratar en su comentario de la
cuestión importante de la aplicación de este artículo en
el tiempo. La doctrina tradicional anterior al Pacto de
la Sociedad de las Naciones era que la validez de un
tratado no se menoscababa por el hecho de que se hu-
biera celebrado bajo la amenaza o el uso de la fuerza.
Con el Pacto de la Sociedad de las Naciones y el Pacto
de París comenzó el ataque contra esa doctrina tradicio-
nal. Con la Carta de las Naciones Unidas, la doctrina
cayó por tierra. Así pues, en opinión del Gobierno norte-
americano, solamente con la entrada en vigor de la Carta
se aceptó el concepto de la ilicitud de la amenaza o del
uso de la fuerza contra la integridad territorial o la inde-
pendencia política de cualquier Estado, o en cualquier
otra forma incompatible con los propósitos de las Nacio-
nes Unidas. Considera por todo ello dudoso que pueda
aplicarse retroactivamente la falta de validez debida a la
amenaza o el uso de fuerza ilícitos. De hecho, el Gobierno
norteamericano considera que cabe discutir si la norma
propuesta debe surtir efectos a partir de 1945, o, como
variante, desde la fecha en que se concluya una conven-
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ción sobre el derecho de los tratados en que figure tal
norma. En general, el tema de la retroactividad del ar-
tículo provocaría demasiadas incertidumbres jurídicas.
Delegación de Argelia. La delegación argelina considera
que las presiones económicas resultan a veces más eficaces
para menguar las atribuciones de la libre determinación
de un país, sobre todo cuando se trata de países de mono-
cultivo o cuya economía depende de la exportación de
un producto único. En su opinión, el reconocer que la
presión económica es una causa de nulidad de los trata-
dos no amenazaría en nada la estabilidad de éstos y
haría que los Estados que acaban de alcanzar la indepen-
dencia tuvieran más fe en el derecho internacional 49.
Delegación de Bolivia. La delegación boliviana, a la vista
del comentario, interpreta que el artículo se aplica no
sólo a los tratados futuros sino a todos los tratados sin
excepción, ya que un tratado obtenido por la amenaza
o el uso de la fuerza debe ser considerado nulo ab initio.
También subraya el que la Comisión de Derecho Inter-
nacional no ha enumerado todas las formas posibles de
coacción por estimar que las disposiciones de la Carta
son de un alcance suficientemente amplio 50.
Delegación de Brasil. La delegación brasileña observa
que la Comisión en el párrafo 1 de su comentario, ha
llegado a la conclusión de que la falta de validez de un
tratado obtenido por la amenaza o el uso ilegal de la
fuerza es un principio que constituye lex lata en el
derecho internacional actual51.
Delegación de Bulgaria. La delegación búlgara apoya
sin reservas la tesis enunciada en este artículo y hace
votos porque los trabajos continúen orientándose en tal
dirección. Es particularmente necesario proscribir los
tratados leoninos, que son contrarios al principio de la
igualdad soberana de los Estados y a la liberación de lo
países y los pueblos 52.
Delegación de Bielorrusia. Esta delegación considera que
el principio de la nulidad de los tratados leoninos reviste
gran importancia actualmente, desde el punto de vista de
la lucha por la eliminación de todas las formas de colo-
nialismo y de la defensa de los nuevos Estados contra los
tratados desiguales. En su opinión, las Potencias colonia-
listas recurren ahora a formas más sutiles de coacción
y la disimulan, por ejemplo, bajo la máscara de una
ayuda económica 53.
Delegación de China. Al propio tiempo que acoge con
satisfacción la inclusión del artículo, esta delegación con-
sidera que pueden surgir dificultades en su aplicación,
a menos que la Comisión resuelva la cuestión de cómo
ha de determinarse la existencia de amenaza o uso de la
fuerza al tiempo de la celebración del tratado y pueda
hallar garantías para que no se use la « coacción » como
pretexto para violar un tratado 54.

Delegación de Colombia. La delegación de Colombia
observa que los artículos 35 y 36 significan una contri-
bución positiva a la preservación de la libertad contrac-
tual que, a su juicio, puede hallarse amenazada no sólo
por actos de violencia contra los agentes diplomáticos,
sino también, y más gravemente, por medios indirectos de
coacción incompatibles con la igualdad soberana de los
Estados 55.
Delegación del Ecuador. Tras exponer sus puntos de
vista sobre el carácter absoluto de la prohibición de la
amenaza o el uso de la fuerza que figura en el párrafo 4
del Artículo 2 de la Carta, excepto en el caso de legítima
defensa, la delegación ecuatoriana estima que la Comisión
debería tener en cuenta la propuesta del representante del
Irak en el sentido de que se amplíe el alcance del artículo
36 a la ilegítima presión económica o política 56.
Delegación de Ghana. Al propio tiempo que en general
acoge con satisfacción las propuestas de la Comisión
sobre la coacción, esta delegación observa que el proyecto
no contiene ninguna disposición relativa a la presión
económica que puede ejercerse sobre un Estado para
obligarle a firmar un tratado 57.
Delegación de Guatemala. La delegación guatemalteca
aprueba el principio contenido en el artículo 36. A su
juicio, tiene carácter de lex lata en el derecho internacio-
nal contemporáneo 58.
Delegación de Hungría. La delegación húngara no com-
parte la opinión de que el artículo 36 sólo se refiere a los
casos de coacción por la amenaza o el uso de fuerza.
Estima que deben tenerse en cuenta todas las formas de
violencia y que sería necesario modificar ese artículo a
fin de que no se interprete en forma demasiado restrin-
gida 59.
Delegación de Indonesia. En general, esta delegación
apoya la conclusión a que ha llegado la Comisión sobre
los efectos de la coacción, pero observa que, al parecer,
la Comisión no ha previsto el caso en que la amenaza
o el uso de la fuerza no sean imputables a una de las
partes contratantes sino a un tercer país. Estima que la
expresión « la amenaza o el uso de la fuerza con viola-
ción de los principios de la Carta » abarca todas las for-
mas de coerción utilizadas para inducir a un Estado a
que actúe en contra de sus propios intereses y, en especial,
se aplica a la amenaza de estrangular la economía de un
país. A su juicio, el hecho de que la Carta emplee la
expresión « fuerza armada » en el séptimo inciso del pre-
ámbulo y no en el párrafo 4 del Artículo 2 demuestra
claramente que este último no se limita a los casos de
empleo de fuerza armada; así lo demuestra también el
hecho de que en el tercer inciso del preámbulo se men-
cione la «justicia » antes que «el respeto a las obliga-
ciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del
derecho internacional » 60.

49 Ibid., 789.a sesión, párr. 30.
5° Ibid., 793.a sesión, párr. 20.
51 Ibid., 793.a sesión, párr. 15.
52 Ibid., 788.a sesión, párr. 10.
63 Ibid., 791.a sesión, párr. 10.
s4 Ibid., 792.a sesión, párr. 12.

55 Ibid., 783.a sesión, párr. 10.
56 Ibid., 789.a sesión, párr. 25.
57 Ibid., 791. a sesión, párr. 35.
58 Ibid., 785.a sesión, párr. 4.
59 Ibid., 789.a sesión, párr. 10.
so ibid., *85. a sesión, párr. 8.
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Delegación del Irak. Si bien aprueba el principio adop-
tado por la Comisión, esta delegación estima que existe
una laguna. A su juicio, si se adopta una interpretación
restrictiva de la frase « amenaza o uso de la fuerza »
escaparán al alcance del artículo 36 muchas formas reales
de coacción, y tratados que han sido en realidad impuestos
por la fuerza conservarán su validez, como, por ejemplo,
los tratados impuestos mediante presión económica o
política. Un artículo cuya finalidad es sanear la esfera
de los tratados y garantizar la libertad de las partes
debería, pues, declarar que toda forma de coacción es
causa de nulidad, ya se trate de la amenaza o el uso de
la fuerza o de cualquier otra presión ilegítima, de índole
económica o política, que pueda obligar a un Estado a
dar su consentimiento. La delegación del Irak estima que
en la actualidad hay que temer más las formas de presión
que puedan pasar inadvertidas que la amenaza o el uso
de la fuerza física, que pueden denunciarse fácilmente,
y que, con una buena definición de las normas relativas
a los vicios del consentimiento y a la coacción, disminuirá
el peligro de que se celebren tratados desiguales. Cree
que sin dolo, sin error y sin coacción casi no puede haber
tratados desiguales, si se exceptúa el caso de los celebra-
dos entre Estados que tienen una condición jurídica
internacional desigual, y aun en ese caso a menudo puede
señalarse un vicio de consentimiento o una coacción 61.

Delegación de Marruecos. Aun reconociendo que el ar-
tículo 36 representa un paso importante hacia el estable-
cimiento del imperio del derecho (« rule of law ») entre
los Estados, la delegación marroquí opina que la Comi-
sión debería estudiar más la cuestión de si el artículo
deberá surtir efectos desde 1945 o desde la fecha de en-
trada en vigor de una convención internacional sobre el
derecho de los tratados. También opina que la Comisión
habría de considerar otras formas de presión. La presión
económica, por ejemplo, influye con frecuencia sobre la
actitud de un país que comprende la posición desfavo-
rable en que se coloca al concluir un tratado, pero que
se siente obligado por las circunstancias a suscribirlo ; tal
es el caso, por ejemplo, de un Estado cuya economía
dependa de la de otro Estado poderoso que tiene el control
de su producción nacional o del mercado internacional
para sus productos 62.
Delegación de Nigeria. Esta delegación estima que la
Comisión debería examinar la cuestión de los tratados
firmados por Estados dependientes justamente antes de
recibir su independencia; ya que con frecuencia la firma
de tales tratados es una condición para conceder la inde-
pendencia. A su juicio, pues, esos tratados son firmados
bajo cierta forma de coacción y son nulos 63.
Delegación de Panamá. Esta delegación aplaude lo que
califica de acertada revisión de la doctrina tradicional
sobre el uso de la fuerza 64.
Delegación de Filipinas. Aun afirmando que el artículo
36 representa un avance importante, la delegación de
Filipinas estima que la Comisión no debería haber limi-

tado la noción de coacción a la amenaza o el uso de la
fuerza. Sobre esta base no habría protección contra medi-
das como el estrangulamiento económico, al cual, a su
juicio, son particularmente vulnerables muchos países y,
en especial, los países en desarrollo. La delegación com-
parte la ansiedad de los que temen que una definición
excesivamente amplia de la coacción pudiera ser utilizada
como pretexto para no cumplir las obligaciones contraí-
das; pero estima que esas interpretaciones abusivas
podrían evitarse incluyendo disposiciones detalladas que
las impidieran y permitieran poner fácilmente en claro
los hechos, de modo análogo a como se ha hecho en el
artículo 44, donde todo posible abuso del principio rebus
sic stantibus está restringido por las limitaciones que
figuran en los párrafos 2, 3 y 4 de ese artículo 65.

Delegación de Rumania. Esta delegación está de acuerdo
con el texto del artículo 36. A su juicio, todo tratado
internacional celebrado en violación de los principios
generales del derecho internacional actual es nulo ipso
facto y sin efecto para todas las partes 66.
Delegación de España. Esta delegación apoya el prin-
cipio establecido en el artículo 36. Está de acuerdo en
que el artículo 36 prohibe tanto la amenaza de destruir
a un Estado por la desintegración atómica como la ame-
naza de condenarlo a parecer de hambre por la guerra
económica, pero no cree necesario que el texto del artículo
sea más explícito sobre este punto. A su juicio, sería
preferible aguardar hasta que esta disposición sea inter-
pretada en la práctica conforme al espíritu de la Carta 67.
Delegación de Siria. Esta delegación apoya la decisión
de la Comisión de admitir la nulidad de los tratados
cuya celebración haya sido obtenida por la amenaza o el
uso de la fuerza contra un Estado con violación de los
principios de la Carta 68.
Delegación de Tailandia. Esta delegación aprueba el
artículo 36. A su juicio, es indispensable considerar como
norma del derecho internacional el principio contenido
en el artículo, ya que las pequeñas naciones han sufrido
mucho, en el pasado, por la amenaza o el uso de la
fuerza 69.
Delegación de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéti-
cas. Opina esta delegación que para lograr que los tra-
tados sean respetados es necesario proscribir los tratados
leoninos como algunos que, a su juicio, existen entre los
nuevos Estados y las Potencias coloniales. A juicio de la
delegación de la URSS, la concesión de independencia
acompañada de reservas es contraria al principio de la
igualdad entre los pueblos y los Estados proclamado por
la Carta ™.
Delegación de la República Arabe Unida. Esta delega-
ción considera acertado que la Comisión haya ampliado
en el artículo 36 la noción de coacción y cree que una

61 Ibid., 788.a sesión, párr. 21.
62 Ibid., 792.a sesión, párr. 16.
63 Ibid, 790.a sesión, párrs. 2 y 3.
64 Ibid., 790.a sesión, párr. 31.

65 Ibid., 790.a sesión, párr. 9.
66 Ibid., 783.a sesión, párr. 32.
67 Ibid., 792.a sesión, párr. 8.
68 ibid., 786.a sesión, párr. 13.
69 Ibid., 791.a sesión, párr. 5.
70 Ibid., 787.a sesión, párr. 15.
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sana teoría de los vicios del consentimiento contribuiría
mucho a resolver el problema de los tratados desiguales 11.
Delegación del Uruguay. Esta delegación cree que el
artículo 36 tiene importancia fundamental en derecho
internacional porque es la primera vez que se declara
abiertamente que los tratados obtenidos por la fuerza
son nulos. Afirma que, si bien los artículos 17 y 18 de la
Carta de la Organización de los Estados Americanos
contienen algunas disposiciones sobre el uso de la fuerza
y otros medios de coacción, la Organización todavía no
ha adoptado principio alguno tan inmediato como los
del artículo 36 72.
Delegación de Venezuela. La delegación de Venezuela
apoya sin reservas la inclusión del artículo 36. Al mismo
tiempo, estima que habría que dar una definición más
amplia de lo que se entiende por « fuerza », a fin de
evitar la posibilidad de interpretaciones restrictivas que
pueden falsear, a su juicio, la verdadera intención del
artículo, a saber, condenar la coacción en todas sus
manifestaciones 73.
Delegación de Yugoslavia. A juicio de la delegación
yugoslava, la estrechez de la definición del concepto de
coerción que se da en el artículo 36 muestra que es nece-
sario interpretar el lenguaje empleado en el párrafo 4 del
Artículo 2 de la Carta en sentido de que pueda abarcar
todas las formas tan variadas, y con frecuencia indirectas
o encubiertas, en que es posible en nuestros días ejercer
presión sobre un Estado 74.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Algunos gobiernos sugieren que debería ampliarse el
artículo de modo que abarcase otras formas de presión,
por ejemplo, las de carácter político y económico. Algu-
nos otros gobiernos apoyan la opinión de la Comisión de
que la coacción de un Estado como causa de invalidación
debería limitarse a los casos de amenaza o uso de la fuerza
con violación de los principios de la Carta.
2. La Comisión se ocupó de esta cuestión en el párrafo 3
de su comentario en el que decía lo siguiente:

« Si se limita el concepto de coacción, como la Co-
misión considera que debe limitarse, a la amenaza o
al uso de la fuerza con violación de los principios de
la Carta, las posibilidades de que se abuse de esa
causa de nulidad no parecen ser mayores que en los
casos de dolo o de error, o que en los casos en que se
intenta poner fin a un tratado a causa de una pretendida
infracción o de un cambio fundamental en las circuns-
tancias. Algunos miembros de la Comisión manifes-
taron la opinión de que otras formas de presión, tales
como la amenaza de estrangular la economía de un
país, deberían indicarse en el artículo como compren-
didas en el concepto de coacción. Sin embargo, la
Comisión decidió definir la coacción como « una ame-
naza o uso de la fuerza con violación de los principios
de la Carta » y estimó que el alcance preciso de los

' i Ibid., 791.a sesión, párr. 15.
7 2 ibid., 792.a sesión, párr. 26.
73 ibid., 790.a sesión, párr. 18.
™ ibid., 782.a sesión, párr. 15.

actos comprendidos en esa definición debería deter-
minarse en la práctica mediante una interpretación de
las disposiciones pertinentes de la Carta. » 75.

Según entiende el Relator Especial, en el 15.° período de
sesiones la Comisión fue unánime en considerar que debía
declararse nulo un tratado obtenido por la amenaza o
el uso de la fuerza con violación de los principios de la
Carta; pero, al mismo tiempo opinó que, al codificar el
derecho de los tratados, no debería intentar pronunciarse
sobre el alcance y efecto precisos del párrafo 4 del Ar-
tículo 2 y otras disposiciones pertinentes de la Carta. Pensó
que debería dejarse que todo el contenido del principio
establecido en este artículo fuese determinado en la
práctica mediante la interpretación de las disposiciones
de la Carta. Por lo mismo prefirió, en el artículo 37,
enunciar en términos generales la regla de que un tratado
es nulo si es incompatible con una norma de jus cogens
y dejar que el contenido de esa regla se forme en la prác-
tica de los Estados y la jurisprudencia de los tribunales
internacionales.

3. En el período transcurrido desde que se celebró el
15.° período de sesiones de la Comisión, la Asamblea ha
establecido en su resolución 1966 (XVIII) un « Comité
Especial de los principios de derecho internacional refe-
rentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre
los Estados » integrado a base del « principio de la dis-
tribución geográfica equitativa y la necesidad de que estén
representados los principales sistemas jurídicos del
mundo ». Entre los principios que la Asamblea General
remitió al Comité Especial para su estudio con miras al
desarrollo progresivo y a la codificación figuraba el
«principio de que los Estados, en sus relaciones inter-
nacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al
uso de la fuerza contra la integridad territorial o la inde-
pendencia política de cualquier Estado, o en cualquier
otra forma incompatible con los propósitos de las Na-
ciones Unidas ». En otras palabras, entre los temas
remitidos por la Asamblea General al Comité Especial
figuraba el contenido concreto del principio general que
sirve de base, en el contexto particular del derecho de los
tratados, a la norma formulada en el artículo que se
comenta.

4. El Comité Especial estudió el principio en su período
de sesiones celebrado en la ciudad de México en noviem-
bre de 1964 en el que examinó un número de problemas
relativos a su interpretación y aplicación. Entre ellos
figuraba la cuestión de si la obligación de abstenerse de
la amenaza o el uso de la « fuerza » abarca « las presiones
o coacciones económicas, políticas o de otra índole ».
No se llegó a ninguna conclusión sobre esta cuestión, y
en el informe del Comité se resumió el resultado del
debate en estos términos:

« El Comité Especial discutió con bastante deteni-
miento si el término "fuerza" abarcaba las formas de
presión citadas y no pudo llegar a un acuerdo sobre
este punto, que fue examinado a la luz de a) la inter-
pretación del párrafo 4 del Artículo 2, tanto en su

75 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
pág. 231, artículo 36, párrafo 3.
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contexto de la Carta como con referencia a otros
Artículos pertinentes; b) la historia de la redacción del
párrafo 4 del Artículo 2, y c) los acontecimientos ocurri-
dos después de la promulgación de la Carta y las ac-
tuales necesidades de la comunidad mundial. » (A/5746,
párr. 47.)

5. En estas condiciones, el Relator Especial considera
que lo adecuado sería que la Comisión mantuviera el
enunciado general de la norma que figura ahora en el
proyecto de artículo. Con arreglo a este enunciado general
el artículo no queda cerrado: toda interpretación del
principio de que los Estados tienen la obligación de
abstenerse de la amenaza o el uso de la fuerza con viola-
ción de los principios de la Carta, que pase a ser aceptada
de modo general como interpretación autorizada, hará
sentir automáticamente sus efectos sobre el alcance de la
norma establecida en el presente artículo. Por otra parte,
si la Comisión tratara de desarrollar la norma que figura
en el artículo mediante interpretaciones detalladas del
principio, invadiría el examen de una materia que ha sido
remitida por la Asamblea General al Comité Especial,
materia cuyo estudio detallado parecería corresponder
más bien al tema de la responsabilidad de los Estados.

6. Los Gobiernos de los Estados Unidos y de los Países
Bajos plantean la cuestión del elemento tiempo en relación
con la aplicación de la norma que figura en el artículo,
y el primero de esos Gobiernos expresa la opinión de que
la retroactividad de esa norma provocaría demasiadas
incertidumbres jurídicas, sobre todo en relación con los
tratados de paz. La aplicación de la norma en el tiempo
parecería corresponder naturalmente al llamado derecho
intertemporal, es decir la norma de que « un acto jurídico
debe apreciarse a la luz del derecho de la época » 76. Se
suscita un problema semejante en virtud del artículo 37
en relación con la nulidad resultante de la incompatibili-
dad con una norma de jus cogens. A ese respecto, y a fin
de tener en cuenta el derecho intertemporal, la Comisión
trató la cuestión en dos artículos diferentes: 1) en el
artículo 37, que se refiere a la incompatibilidad con una
norma existente de jus cogens, y 2) en el artículo 45, que
se refiere a la nulidad de un tratado en virtud de una
nueva norma de jus cogens. Este último caso se regula
como un caso de extinción del tratado por la supervi-
vencia de la norma, con lo que se reconoce la validez del
tratado con arreglo al derecho en vigor antes de la apa-
rición de la norma de jus cogens. Los artículos 37 y 45 se
refieren a la licitud del objeto del tratado, es decir, la
licitud de la ejecución del mismo, y de ahí que la validez
del tratado en un determinado momento esté afectada
por la evolución del derecho y venga determinada por
el derecho en vigor en ese momento. El artículo que aquí
se comenta, en cambio, guarda relación con las condi-
ciones en que puede concertarse válidamente un tratado,
es decir, las condiciones para la creación de la relación
jurídica entre las partes en el tratado. Una evolución del
derecho aplicable a las condiciones para el perfecciona-
miento de un acto jurídico no produce el efecto, con
arreglo al derecho intertemporal, de restar validez a un

acto jurídico ya perfeccionado de conformidad con el
derecho que estaba en vigor antes. Por consiguiente, con
arreglo al derecho intertemporal, un tratado de paz o
cualquier otro tratado obtenido por la coacción antes
de aparecer la norma codificada en el presente artículo
no perdería su validez por la aplicación de esa norma.
7. En cuanto a la fecha concreta a partir de la cual deba
considerarse que la norma de este artículo rige las con-
diciones para la celebración de un tratado válido, el
Gobierno de los Países Bajos se pregunta si se habría
de suponer que los « principios de la Carta » no fueron
válidos hasta 1945. Por otra parte, el Gobierno de los
Estados Unidos piensa que cabe preguntarse si la fecha
debería ser 1945 o bien la fecha de la conclusión de una
convención sobre el derecho de los tratados. En el
párrafo 1 de su comentario a este artículo, la Comisión
señaló en 1963 que con el Pacto de la Sociedad de las
Naciones y el Pacto de París empezó a formarse una
opinión muy considerable en favor de que se dejara de
admitir la validez de los tratado obtenidos por la fuerza;
y que esa opinión había sido reforzada y afirmada por
los estatutos de los tribunales militares aliados encarga-
dos de juzgar a los criminales de guerra de los países del
Eje, y por la prohibición terminante de recurrir a la
amenaza o al uso de la fuerza que figura en el párrafo 4
del Artículo 2 de la Carta de las Naciones Unidas. La
Comisión señalaba además que, en su opinión, esos
hechos justificaban la conclusión de que « la invalidez de
un tratado obtenido por la amenaza o el uso de la fuerza
es un principio que constituye lex lata en el derecho
internacional actual » 77, y esta opinión ho ha sido puesta
en tela de juicio en las observaciones de los gobiernos.
Por consiguiente, no parecería lógico formular el prin-
cipio como un principio aplicable solamente desde la
fecha de la celebración de una convención sobre el
derecho de los tratados. La fecha exacta en la que puede
considerarse que la norma que figura en este artículo ha
pasado a ser aceptada como norma general del derecho
internacional es una cuestión sobre la cual quizás puedan
sostenerse distintas opiniones. Pero no cabe duda de que
la entrada en vigor de la Carta y la creación de las Na-
ciones Unidas señalan el comienzo de una nueva era en
las relaciones internacionales y en el derecho interna-
cional posterior a la segunda guerra mundial. Sean cuales
fuesen sus opiniones acerca del estado del derecho antes
de constituirse las Naciones Unidas, la mayor parte de
los internacionalistas consideran que el párrafo 4 del
Artículo 2, junto con otras disposiciones de la Carta,
enuncia con autoridad el derecho consuetudinario moder-
no en lo referente a la amenaza o al uso de la fuerza.
La propia Comisión, al utilizar en el enunciado del ar-
tículo que se comenta los términos « la amenaza o el uso
de la fuerza con violación de los principios de la Carta
de las Naciones Unidas » parece reconocer tácitamente
que el presente artículo es aplicable en cualquier caso a
todos los tratados concertados desde la entrada en vigor
de la Carta. Por otra parte, no parece que la Comisión,
al codificar el derecho moderno, tenga la misión de

76 Asunto Island of Palmas (Países Bajos) (EE.UU.), Naciones 77 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
Unidas, Report of International Arbitral Awards, vol. II, pág. 845. pág. 230, artículo 36, párr. 1.
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especificar cuál es la fecha precisa de un período anterior
en que una norma existente de derecho internacional ha
llegado a ser aceptada en calidad de tal de un modo
general. El Relator Especial duda, por consiguiente, de
que la Comisión necesite o deba tratar de ir más allá de
la indicación general del elemento tiempo que figura en
la referencia a « los principios de la Carta de las Naciones
Unidas ».

8. Queda en pie la propuesta del Gobierno de Israel de
que se revise el artículo a fin de que éste sea también
aplicable cuando la participación de un Estado en un
tratado existente se haya obtenido mediante la amenaza
o el uso de la fuerza con violación de los principios de
la Carta. Si bien es poco probable que ocurran esos casos
hoy día, parece lógico que se regulen por las disposiciones
del artículo. Por consiguiente, se sugiere que se modifique
la redacción del artículo en la forma siguiente:

« Todo tratado y todo acto por el cual se manifieste
el consentimiento de un Estado en quedar obligado
por un tratado que se obtengan por la amenaza o el
uso de la fuerza con violación de los principios de la
Carta de las Naciones Unidas serán nulos. »

Artículo 37. — Tratados incompatibles con una norma
imperativa de derecho internacional general (jus cogens)

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel sugiere que debería ponerse
en claro en el comentario que para que exista una norma
que tenga carácter de jus cogens han de darse simultánea-
mente los dos elementos que se mencionan en este ar-
tículo, según aparece ya implícito en el párrafo 4 del
comentario.

Luxemburgo. El Gobierno luxemburgués considera que
el artículo puede crear gran incertidumbre. Suponiendo,
como parece desprenderse del comentario, que las normas
imperativas pueden establecerse tanto por tratados como
por la costumbre internacional, el artículo tendrá la con-
secuencia de introducir la cuestión del conflicto de normas
resultante de tratados sucesivos. Sostiene también que si
se combina con este artículo la norma pacta sunt servanda,
que considera que es indudablemente una norma impe-
rativa, se podría afirmar que es nulo todo tratado incom-
patible con otro tratado anterior, salvo en el caso de que
las partes en el nuevo tratado tengan poder para abrogar
el anterior. Además, a su juicio, desde el punto de vista
material la incertidumbre no será menor, por cuanto no
existe ninguna autoridad competente para definir las nor-
mas que son imperativas y las que no lo son. Habida
cuenta del carácter contractual de todos los tratados, el
Gobierno de Luxemburgo considera que se puede afirmar
que todas las normas formuladas en tratados son impe-
rativas, puesto que cada una de ellas representa una obli-
gación de un Estado para con otros. Cree que la Comi-
sión se ha propuesto introducir como causa de nulidad
los criterios de moral y de « orden público » que se em-
plean en el derecho interno para determinar la compati-
bilidad de los contratos privados con ciertas concepciones

fundamentales del orden social; y duda de que tales
conceptos puedan transponerse a la vida internacional,
que se caracteriza por la ausencia de toda autoridad,
política o judicial, capaz de imponer a todos los Estados
normas de justicia y moral internacionales. Por ello, en
opinión del Gobierno de Luxemburgo, en el actual estado
de relaciones internacionales no es posible definir en
términos jurídicos el contenido del derecho internacional
imperativo. Asimismo pregunta si estarían facultados
para alegar la nulidad prevista en este artículo los Estados
partes o terceros Estados. Si sólo pudieran alegarla los
primeros, ello significaría, en opinión del Gobierno de
Luxemburgo, una actitud contraria de la parte que la
invocase, puesto que habría participado en la celebración
y entrada en vigor del tratado; en otras palabras, sería
un caso de venire contra factum proprium. Por otra parte,
admitir que terceros puedan alegar la nulidad de un
tratado estaría, en opinión del Gobierno de Luxemburgo,
en contradicción con el principio de relatividad que, en
ausencia de una autoridad supra-estatal, sigue dominando
toda la materia de los tratados.

Países Bajos. El Gobierno neerlandés apoya el principio
que informa el artículo y cree al mismo tiempo que es
un pleonasmo decir « una norma imperativa ... que no
admitiere excepción alguna ».

Portugal. El Gobierno de Portugal estima que la posi-
ción adoptada por la Comisión es equilibrada y que sería
difícil ir más lejos en la definición del jus cogens. Una
simple enumeración de ejemplos podría dificultar la inter-
pretación del artículo en los casos no mencionados expre-
samente. Tampoco cree que se ganaría mucho con hacer
figurar algunos casos que constituyen delitos contra el
derecho internacional u otros actos que violan los dere-
chos humanos o el principio de la libre determinación,
por cuanto considera que esos conceptos han sido adul-
terados en la realidad, por lo que cualquier mención de
ellos no contribuiría a liberarlos de la crisis por que atra-
viesan.

Turquía. El Gobierno turco considera que el artículo,
que parece a primera vista ser esencial y de utilidad, no
puede aplicarse fácilmente sin modificaciones. A su juicio,
los ejemplos citados en el comentario no son compatibles
con la realidad por cuanto los Estados no celebran trata-
dos relacionados con el uso de la fuerza, con la delin-
cuencia, con la trata de esclavos o con el genocidio. El
Gobierno turco piensa que, dado que en el artículo no
se define el significado de jus cogens, cada Estado podrá
interpretarlo en forma que satisfaga sus propias necesi-
dades. En realidad, piensa que ello es precisamente lo que
ha sucedido y que, por no haber ningún mecanismo de
jurisdicción obligatoria, estas interpretaciones diferentes
darán lugar simplemente a nuevas desavenencias. Consi-
dera que sería erróneo incluir la noción de jus cogens en
el derecho de los tratados sin establecer previamente un
mecanismo eficaz de solución de las controversias que
surjan entre los Estados acerca de ese jus cogens.

Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido considera
que si se acepta este artículo, su aplicación debe ser muy
limitada, por cuanto su redacción actual requiere muchas
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aclaraciones, en particular, en lo que respecta a sus rela-
ciones con el Artículo 103 de la Carta. A su juicio, con-
vendría dar ejemplos de normas imperativas contenidas
en la Carta o en el resto del proyecto de articulado de la
Comisión sobre el derecho de los tratados. Además,
considera que, en todo caso, el artículo debería quedar
sujeto a la decisión de un órgano independiente.
Estados Unidos. El Gobierno norteamericano considera
que el concepto que figura en este artículo, de aplicarse
debidamente, favorecería substancialmente el régimen de
derecho en las relaciones internacionales; y que las dis-
posiciones de este artículo son dignas de apoyo si puede
tenerse la seguridad de que no han de provocar abusos
ni alterar indebidamente las relaciones convencionales.
Ese Gobierno estima que los ejemplos que se señalan en
los puntos a, b y c del párrafo 3 del comentario pueden
aceptarse fácilmente. Por otra parte, considera que, in-
cluso en estos casos, la aplicación retroactiva del artículo
podría entrañar injusticias para una o más partes inte-
resadas y perturbar relaciones ventajosas basadas en
estipulaciones del tratado claramente aceptables que figu-
ren entre otras disposiciones que, de antiguo, han sido
reconocidas por las partes como anacrónicas e inaplica-
bles, pero que, conforme a lo que dispone el artículo 37,
harían nulo todo el tratado. Sugiere que la Comisión
examine de nuevo las disposiciones del artículo y todos
los aspectos de su aplicación, especialmente la cuestión
de quién habrá de decidir en qué casos está justificada la
aplicación de la norma. En sus comentarios al artículo 45,
el Gobierno de los Estados Unidos reitera que, conforme
a lo dispuesto en el artículo 37, una norma de jus cogens
que se forme después de la celebración de un gran
número de tratados anteriores podrá anular las estipula-
ciones de éstos « si, como parece ser el caso, las disposi-
ciones del artículo han de aplicarse retroactivamente ».
Agrega que no puede aceptarse el artículo 37 a menos
que se llegue a un acuerdo en cuanto a quién ha de definir
una nueva norma imperativa y determinar cómo ha de
establecerse.

Delegación de Argelia. La delegación argelina apoya el
criterio de la Comisión con respecto sljus cogens. Observa
que, si bien es difícil establecer un criterio exacto que
permita definir las normas que poseen el carácter de jus
cogens, las Naciones Unidas han establecido ya diversas
normas imperativas de moral y de orden público en el
ámbito internacional, las cuales continuarán precisándose
y desarrollándose con la práctica de los Estados. La dele-
gación observa que, basándose en esas normas, la Orga-
nización de la Unidad Africana intentará lograr la anula-
ción de los acuerdos concertados entre los Estados
racistas y colonialistas en el sur de Africa 78.
Delegación del Brasil. Considera la delegación brasileña
que, sean cuales fueren las divergencias doctrinales que
aparezcan con respecto a la existencia de normas de jus
cogens en derecho internacional, la evolución de la socie-
dad internacional después de la segunda guerra mundial
demuestra que es indispensable reconocer el carácter im-

perativo de ciertas normas. Observa que la noción de
jus cogens plantea el problema de la jerarquía entre las
fuentes del derecho internacional ; que en derecho interno
esta cuestión se resuelve con arreglo a un criterio formal,
pero que en derecho internacional, donde el hecho de que
una norma sea convencional o de derecho consuetudi-
nario no determina su valor, hay que adoptar un criterio
concreto. Estima que la Comisión ha procedido con
acierto al limitarse a enunciar el principio, dejando a la
práctica de los Estados y a la jurisprudencia de los tribu-
nales internacionales el cuidado de desarrollar el contenido
de la norma 79.
Delegación de Bulgaria. A juicio de esta delegación, los
debates de la Sexta Comisión sobre los principios que
rigen las relaciones de amistad entre los Estados contri-
buirán a precisar el contenido de las normas de jus cogens
y a dar bases más satisfactorias al artículo 37 80.
Delegación de Chipre. Esta delegación considera que el
artículo 37 es una contribución útil al desarrollo progre-
sivo del derecho internacional y estima prudente dejar que
todo el contenido de ese artículo sea desarrollado por la
práctica de los Estados y la jurisprudencia de los tribu-
nales internacionales. A juicio de la delegación de Chipre,
el artículo invalidaría toda disposición en la que, explícita
o implícitamente, se contemplase la amenaza o el uso de
la fuerza contra la independencia política o la integridad
territorial de un Estado, o cuya finalidad fuese conferir
a uno o más Estados el derecho a intervenir en los asuntos
internos de otro Estado. A propósito del segundo caso,
cita la sentencia 81 de la Corte Internacional de Justicia
en el asunto del Canal de Corfú 82.

Delegación de Checoslovaquia. La delegación checos-
lovaca considera que la disposición del artículo 37 res-
ponde a las convicciones jurídicas de los países y que
representa un progreso notable en la evolución del derecho
de los tratados. A su juicio, la norma encuentra apoyo
considerable en la práctica de los Estados y en el derecho
internacional, y la suscriben muchos tratadistas como el
Profesor C.C. Hyde 83.
Delegación del Ecuador. Esta delegación aprueba la ini-
ciativa de la Comisión de incluir la violación del jus
cogens como causa de nulidad de los tratados 84.
Delegación de Francia. La codificación, a juicio de la
delegación francesa, no consiste en preverlo todo, sino
solamente en formular normas generales, dejando lo
demás al tiempo, a la experiencia y a la interpretación
judicial. En ese sentido, considera que el artículo 37 es
una de las disposiciones clave del proyecto de artículos 85.
Delegación de Ghana. Esta delegación aprueba la posi-
ción adoptada por la Comisión con respecto al concepto
del jus cogens 86.

78 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
periodo de sesiones, Sexta Comisión, 789. a sesión, párr. 30.

79 Ibid., 793.a sesión, párr. 14.
80 Ibid., 788.a sesión, párr. 9.
«i I.C.J. Reports, 1949, pág. 35.
82 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo

período de sesiones, Sexta Comisión, 783. a sesión, párr. 18.
83 Ibid., 787.a sesión, párr. 25.
84 Ibid., 789.a sesión, párr. 26.
85 Ibid., 787.a sesión, párr. 5.
86 Ibid., 791. a sesión, párr. 35.



24 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1966, vol. II

Delegación de Guatemala. Esta delegación celebra que
la Comisión admita la existencia en derecho internacional
de normas y principios de carácter imperativo 87.
Delegación de Hungría. La delegación húngara se mani-
fiesta complacida con el principio enunciado en el
proyecto de artículo 37, y considera un hecho notable
que las diferencias ideológicas no hayan impedido a los
miembros de la Comisión llegar a una solución que res-
ponde a las exigencias de orden práctico 88.
Delegación de Indonesia. Esta delegación comparte con
la Comisión la esperanza de que la práctica de los Esta-
dos y la jurisprudencia de los tribunales internacionales
permitirán establecer criterios precisos para identificar
las normas del jus cogens 89.
Delegación de Irak. La delegación iraquesa señala que
el concepto de jus cogens plantea el problema de la jerar-
quía entre las normas de derecho internacional; que en
derecho interno la cuestión se resuelve con arreglo a un
criterio formal, pero que no ocurre así en derecho inter-
nacional, donde el valor de una norma no se determina
por el hecho de que sea convencional o consuetudinaria.
Opina que es preciso adoptar un criterio material que
revele el contenido sustancial de la norma, su necesidad
y su importancia. Observa que, no obstante la necesidad
de proceder con prudencia en esta materia, la noción de
jus cogens es indiscutible; que es una noción de derecho
positivo, no de derecho natural; que no se trata de normas
inmutables y permanentes sino de una regla que tiene un
valor particular en un momento determinado 90.

Delegación de Italia. La delegación italiana considera
acertado que la Comisión haya reconocido la existencia
de normas de jus cogens. A su juicio, si bien en otras
épocas pudo negarse la existencia de esa categoría de
normas en razón del concepto contractual del derecho
internacional entonces dominante, no ocurre así en la
actualidad a causa de la evolución de este derecho desde
el advenimiento de las Naciones Unidas 91.
Delegación de Marruecos. La delegación marroquí se-
ñala que la Carta de las Naciones Unidas ha establecido
varias normas imperativas de derecho internacional gene-
ral y que el Artículo 103 hace obligatorias esas normas
para los Estados Miembros 92.
Delegación de Panamá. La delegación panameña está
enteramente de acuerdo con el artículo 37 y considera que
sería absurdo que en derecho internacional siguiera pri-
vando en forma absoluta el principio de la libertad de
contratar cuando en el derecho interno, tanto público
como privado, está cada vez más restringido por virtud
de los principios de justicia social 93.
Delegación de Filipinas. Esta delegación se muestra
complacida de que la Comisión haya decidido reconocer
la existencia de normas imperativas en derecho interna-

cional. Celebra que la Comisión haya reconocido, en el
párrafo 3 del comentario al proyecto de artículo 37, que
los derechos humanos y el principio de la libre determi-
nación son normas esenciales de jus cogens cuya violación
en un tratado podría llevar consigo la anulación de
éste 94.
Delegación de Polonia. La delegación polaca señala que
el concepto de jus cogens no es nuevo. Respecto a la
cuestión de identificar las normas de jus cogens, recuerda
la propuesta hecha en la Sexta Comisión en el sentido
de que se formulase una declaración sobre los principios
fundamentales de derecho internacional 95.
Delegación de Rumania. Esta delegación se manifiesta
de acuerdo con el artículo 96.
Delegación de España. A juicio de la delegación espa-
ñola, la Comisión ha procedido con acierto al no intentar
identificar las normas de jus cogens. En su opinión, estas
normas pueden reconocerse fácilmente en la práctica,
como lo demuestra la aprobación reciente por la Asam-
blea General de la resolución 1881 (XVIII), por la que
se condenan ciertas violaciones de derechos humanos 97.
Delegación de Siria. Esta delegación aprueba la decisión
de la Comisión de reconocer la existencia de normas
imperativas de derecho internacional general, lo mismo
que su decisión de no establecer una lista de normas de
jus cogens. A su juicio, la norma del artículo 37, por estar
enunciada en forma general, resulta más enérgica 98.
Delegación de Tailandia. La delegación de Tailandia
toma nota con interés de la inclusión del principio de
jus cogens en el derecho de los tratados. Considera que
es una norma nueva, que reconoce en el derecho inter-
nacional positivo la existencia de normas superiores en
la jerarquía de las reglas internacionales " .
Delegación de la República Socialista Soviética de Ucrania.
Esta delegación considera que el artículo 37 debe consti-
tuir un criterio adecuado para identificar los tratados
incompatibles con los principios de la Carta y con la
Declaración sobre la concesión de la independencia a los
países y pueblos coloniales [resolución 1514 (XV) de la
Asamblea General]. En su opinión, los tratados injustos
son incompatbiles con la afirmación que hacen las Na-
ciones Unidas, en el preámbulo de la Carta, de su fe en
la igualdad de derechos de las naciones grandes y peque-
ñas. Observa que el Artículo 103 de la Carta dispone que,
en caso de conflicto entre las obligaciones contraídas en
virtud de la Carta y las obligaciones contraídas en virtud
de cualquier otro convenio internacional, prevalecerán
las obligaciones impuestas por la Carta; y que el artículo
37 parece estar completamente de acuerdo con este prin-
cipio. Advierte además que los tratados injustos cuya
finalidad es servir de instrumento de opresión y explota-
ción coloniales están también en contradicción con la
Declaración sobre la concesión de la independencia a los

8? Ibid., 785.a sesión, párr. 4.
88 Ibid., 789.a sesión, párr. 11.
89 Ibid., 785.a sesión, párr. 9.
so Ibid., 788.a sesión, párr. 22.
si Ibid., 793.a sesión, párr. 11.
92 Ibid., 792.a sesión, párr. 17.
93 ibid., 790.a sesión, párr. 31.

94 Ibid., 790.a sesión, párr. 10.
95 Ibid., 788.a sesión, párr. 36.
96 Ibid., 783.a sesión, párr. 32.
97 ibid., 792.a sesión, párr. 9.
98 Ibid., 786.a sesión, párrs. 13 y 16.
99 Ibid., 791. a sesión, párr. 6.
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países y pueblos coloniales y con las resoluciones 523
(VI), 626 (VII), 1314 (XIII) y 1515 (XV) de la Asamblea
General 10°.
Delegación de la Unión de Repúblicas Socialistas Sovié-
ticas. La delegación de la URSS señala que el artículo
37 dispone que es nulo cualquier tratado incompatible
con una norma imperativa de derecho internacional gene-
ral y que es necesario proscribir los tratados leoninos,
como algunos que existen entre los nuevos Estados y
las ex Potencias coloniales. A su juicio, los tratados en
virtud de los cuales se concede la independencia, pero que
contienen reservas, son contrarios al principio de la
igualdad entre los pueblos y los Estados, proclamado en
la Carta de las Naciones Unidas 101.
Delegación de la República Arabe Unida. Este delegación
aprueba la decisión de la Comisión de reconocer la
existencia de normas con carácter de jus cogens. Observa
que la Carta contiene varias normas incontestables de
derecho internacional público; que el Artículo 103 con-
fiere obligatoriedad a esas normas, por lo menos con
respecto a los Estados Miembros, y que, como instru-
mento normativo cuasi-universal, la Carta ha contribuido
mucho a que las ideas del jus cogens se conviertan en una
realidad internacional. A su juicio, el hecho de que la
Comisión haya reconocido ese concepto marca la tran-
sición del derecho internacional clásico al derecho mo-
derno de las Naciones Unidas102.
Delegación del Uruguay. Esta delegación considera que
es sumamente significativo que la Comisión, integrada
por juristas que representan sistemas jurídicos muy dife-
rentes, haya convenido en incluir un principio de esa
importancia vital en un convenio multilateral sobre el
derecho de los tratados. Advierte que, hasta ahora, el
Artículo 103 de la Carta constituye el texto jurídico de
mayor alcance aplicable a la cuestión, y que establece una
jerarquía de normas en derecho internacional. A juicio
de la delegación uruguaya, el artículo 37 representa un
adelanto considerable con respecto al Artículo 103 de la
Carta, no sólo en cuanto reconoce la existencia de nor-
mas imperativas de derecho internacional general, sino
también porque prevé una sanción — la nulidad del
tratado — en caso de infracción de esas normas. Al
propio tiempo, el artículo 37 plantea también algunos
problemas. ¿Representa el artículo 37 — pregunta la
delegación uruguaya — la codificación de un principio
reconocido de derecho internacional o el desarrollo pro-
gresivo de un nuevo principio ? Si representa la codifica-
ción de un principio reconocido, estima que la Comisión
debería citar precedentes en los que se haya reflejado el
principio de jus cogens en las soluciones dadas por las
Naciones Unidas a problemas internacionales. Otro pro-
blema que plantea el artículo 37 es el de la fecha de su
entrada en vigor y el de si ha de ser o no retroactivo.
Señala que hay tres soluciones posibles: 1) que se aplique
únicamente a los tratados futuros, firmados con poste-
rioridad a cierta fecha; 2) que entre en vigor tan pronto
como se adopte como parte de una convención interna-

cional sobre el derecho de los tratados, o 3) que sea
aplicable no sólo a los tratados firmados después de su
adopción sino también a todos los firmados anterior-
mente. A juicio de la delegación uruguaya, cualquiera de
las dos últimas soluciones daría lugar a dificultades, pero
la Comisión debería considerar la cuestión en todos sus
aspectos 103.
Delegación de Venezuela. Esta delegación considera que
el reconocimiento por la Comisión del principio de jus
cogens es de importancia fundamental para el derecho
internacional104.
Delegación yugoslava. A esta delegación le satisface que
la Comisión haya reconocido tanto la existencia de nor-
mas imperativas de derecho internacional como la evo-
lución constante de estas normas, que cambian con los
tiempos. Lo considera un paso importante para el des-
arrollo progresivo del derecho internacional105.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Aunque algunos gobiernos expresan dudas sobre la
conveniencia de incluir este artículo a menos que lo res-
palde un régimen en que el mismo quede sujeto a la deci-
sión de un órgano independiente, el principio contenido
en él parece contar con general aprobación. En efecto,
sólo un Gobierno — el de Luxemburgo — pone realmente
en duda que exista hoy en día un concepto de normas de
jus cogens en derecho internacional. Como las observa-
ciones de dicho Gobierno no parecen suscitar puntos
nuevos que la Comisión no haya tenido ya en cuenta, se
cree que basta con mencionarlas 106.
2. El Gobierno de los Países Bajos sugiere que acaso
sea un pleonasmo decir « una norma imperativa ... que
no admita excepción alguna ». Este punto, que en esencia
es de estilo, fue atentamente estudiado en el 15.° período
de sesiones. No cabe duda de que la expresión « norma
imperativa » bastaría por sí sola para indicar una norma
de jus cogens, si existiese un uso que le diera claramente
ese significado. Pero no es así. Además, todas las normas
generales de derecho internacional tienen cierta índole
imperativa, en el sentido de que son obligatorias para un
Estado a menos y hasta que hayan sido dejadas sin efecto
por otra norma de legítima creación. En cambio, una
norma general sólo posee carácter de jus cogens cuando
no se permite a los distintos Estados derogarla, ni aun
por acuerdo en sus relaciones mutuas. En resumen: una
norma de jus cogens es la que no puede derogarse, sino
sólo modificarse mediante la creación de otra norma
general que posea también carácter de jus cogens. En
vista de ello, al formular el artículo, la Comisión consideró
esencial no limitarse a hablar de norma « imperativa »,
sino agregar « que sólo pueda ser modificada por una
nueva norma de derecho internacional que tenga el mismo
carácter ».

io° Ibid., 784.a sesión, párrs. 8 y 13.
101 Ibid., 787 a sesión, párr. 15.
102 Ibid., 791.a sesión, párr. 16.

ios Ibid., 792.a sesión, párrs. 23 a 25.
104 Ibid., 790.a sesión, párr. 19.
ios Ibid., 782.a sesión, párrs. 13 y 14.
106 La inclusión del concepto de normas de jus cogens en el pro-

yecto de articulado ha sido muy criticada en una publicación
reciente: G. Schwarzenberger, Texas Law Review, 1965, págs. 455
a 478.
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3. El Gobierno del Reino Unido plantea la cuestión de
la relación entre el presente artículo y el Artículo 103 de
la Carta, que dispone : « En caso de conflicto entre las
obligaciones contraídas por los Miembros de las Nacio-
nes Unidas en virtud de la presente Carta y sus obliga-
ciones contraídas en virtud de cualquier otro convenio
internacional, prevalecerán las obligaciones impuestas por
la presente Carta .» El Artículo 103 de la Carta, como las
estipulaciones declaran, es una disposición que funda-
mentalmente enuncia una norma, no para los Estados en
general, sino para los « Miembros de las Naciones Uni-
das ». Al formular el artículo 63 del proyecto de articula-
do, relativo a la aplicación de tratados que contienen
disposiciones incompatibles, la Comisión estimó que el
Artículo 103 — así como las estipulaciones análogas que
figuran en otros tratados — tenía por objeto sentar la
prelación de las obligaciones contraídas por los Miembros
en virtud de la Carta, más que la falta de validez de las
cláusulas convencionales incompatibles con aquellas obli-
gaciones. La Comisión decidió, al exponer las normas
sobre la aplicación de tratados que contienen disposicio-
nes incompatibles, reconocer la primacía del Artículo 103
de la Carta; es decir, reconoció la primacía de la norma
del Artículo 103 en el contexto de la prioridad relativa
de las obligaciones convencionales incompatibles 107. Es-
timó que podía haber cierta superposición al aplicar las
disposiciones de jus cogens de los artículos 37 y 45 del
proyecto de articulado y el Artículo 103 de la Carta, ya
que ciertas disposiciones de esta última — en particular
las del Artículo 2, párrafo 4 — eran de índole jus cogens.
Pero consideró que la falta de validez de un tratado, con
arreglo a los artículos 37 y 45 del proyecto de artículos,
por hallarse en conflicto con una norma de jus cogens era
cuestión distinta e independiente. Cuando un tratado sea
contrario a una disposición de jus cogens de la Carta,
ese tratado será total o parcialmente nulo con arreglo al
artículo 37 o al artículo 45 del proyecto de artículos; no
se tratará del mismo caso en que las obligaciones de las
partes según el tratado están meramente subordinadas a
las obligaciones que han contraído en virtud de la Carta.

4. El Gobierno de los Estados Unidos, como en el caso
del artículo anterior, duda de que sea aconsejable permitir
cualquier efecto retroactivo de la norma enunciada en el
artículo. Teme que, si se aplica retroactivamente, entrañe
injusticia para una o más partes interesadas, y que se
perturben cláusulas convencionales claramente ventajosas
y aceptables por el hecho de figurar entre otras que, a
pesar de haber sido reconocidas por las partes como
anticuadas e inaplicables, harían nulo todo el tratado
según el presente artículo. Como ya ha señalado el Rela-
tor Especial en el párrafo 6 de sus observaciones al ar-
tículo 36, la Comisión ha tenido en cuenta el elemento
temporal al tratar la materia del jus cogens en dos ar-
tículos distintos : 1) el presente artículo, que se refiere al
conflicto con una norma de jus cogens existente al tiempo
de celebrarse el tratado, y 2) el artículo 45, que trata de
la nulidad resultante de la superveniencia de una nueva
norma de jus cogens. Si ambos artículos se leen juntos,

se ve claramente que las disposiciones que contienen
acerca del conflicto con una norma de jus cogens no se
proponen dar efecto retroactivo alguno a las normas de
jus cogens. Un tratado es nulo ab initio y enteramente
nulo, según el presente artículo, únicamente si es incom-
patible con una norma de jus cogens existente en el mo-
mento de concertarse. Según el párrafo 1 del artículo 45,
si se establece una nueva norma de jus cogens después de
celebrarse un tratado, éste sólo se hace nulo y queda
extinguido en ese momento ulterior. Además, con arreglo
al párrafo 2 del artículo 53, la situación resultante de la
previa aplicación del tratado conserva su carácter lícito
en la medida en que no sea incompatible con la nueva
norma de jus cogens. Tampoco se hace nulo el tratado
ni queda extinguido con arreglo al artículo 45 cuando
sólo algunas de sus cláusulas sean incompatibles con la
norma de jus cogens. Según el párrafo 2 del artículo, el
resto del tratado sigue siendo válido si se le pueden separar
sin menoscabo las cláusulas nulas.

5. El artículo 37, tal como está redactado, no declara
expresamente que el tratado ha de ser incompatible con
una norma de jus cogens existente al tiempo de celebrarse.
La Comisión dio por supuesto que esto se deduciría clara-
mente de la lectura de sus disposiciones en combinación
con las del artículo 45, y supuso también que el derecho
intertemporal impedía que el artículo 37 fuera interpre-
tado en el sentido de anular retroactivamente pretéritos
tratados concluidos antes de supervenir la norma incom-
patible de jus cogens. Sin embargo, teniendo en cuenta
los distingos hechos por la Comisión en la aplicación
del presente artículo y en la del artículo 45, el Relator
Especial estima que a caso convenga — a fin de eliminar
toda posibilidad de interpretación errónea — que el
texto del presente artículo diga expresamente que se
refiere a tratados incompatibles con una norma de jus
cogens existente en el momento de celebrarse.

6. Por supuesto, si la norma contenida en el artículo 37
hubiera de considerarse como una innovación total en el
derecho internacional, el factor tiempo se presentaría con
una perspectiva diferente. En esa hipótesis, la aplicación
del artículo habría lógicamente de limitarse a los tratados
concluidos después de entrar en vigor una convención
general sobre el derecho de los tratados en que figurarse
la norma. El Relator Especial no cree, sin embargo, que
la Comisión haya querido proponer en el artículo 37
una norma completamente nueva del derecho de los
tratados. En el párrafo 1 de su comentario, la Comisión
« llegó a la conclusión de que en la codificación del dere-
cho de los tratados debía dar por sentado que existen
ciertas normas y ciertos principios de los cuales los
Estados no pueden exceptuarse por arreglos convencio-
nales » 108. En otras palabras, reconoció que en derecho
internacional existían ya algunas normas de jus cogens y
en el artículo 37 se limitó a enunciar las consecuencias
lógicas de tal hecho. Se cree que la posibilidad de los
efectos retroactivos causa inquietud debido en realidad
a las dudas que provoca, en primer lugar acerca de las

107 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II,
págs. 179 y 180, párrs. 2 a 5.

108 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II.
pág. 232
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normas que concretamente han llegado a ser de jus
cogens y las fechas en que ello ha ocurrido, y en segundo
lugar acerca de quien puede decidir con autoridad al
respecto. En su 15.° período de sesiones, la Comisión
estimó conveniente dejar que el contenido de este norma
— la identificación de las normas que han llegado a ser
de jus cogens — se forme en la práctica de los Estados y
en la jurisprudencia de los tribunales internacionales.
Estimó, entre otras cosas, que, si intentara establecer una
lista, aun de carácter selectivo, de las normas de derecho
internacional que han de considerarse como de jus cogens,
tal vez tuviese que emprender un largo estudio de materias
que correspondan a otras ramas del derecho internacio-
nal. El segundo punto — quién o quiénes han de tener
autoridad para decidir qué normas han de considerarse
de jus cogens — está vinculado al problema del procedi-
miento de solución de las controversias, que la Comisión
trató de regular en el artículo 51. Este punto, que es de
índole general, habrá de considerarse forzosamente en la
segunda lectura de ese artículo; y la importancia parti-
cular del punto en relación con el presente artículo lo
tendrá sin duda en cuenta la Comisión.

7. Habida cuenta de las observaciones formuladas en el
anterior párrafo 5, se sugiere que la frase inicial del
artículo se revise para que diga:

« Será nulo ab initio todo tratado que, al tiempo de
celebrarse, sea incompatible ... etc. »

SECCIÓN 3 : TERMINACIÓN Y SUSPENSIÓN
DE LOS TRATADOS

Artículo 38. — Tratados que terminan por efecto de sus
propias disposiciones

Observaciones de los gobiernos

Birmania. El Gobierno de Birmania sugiere que debiera
considerarse la inclusión de la cláusula rebus sic stantibus
como disposición adicional de este artículo.
Finlandia. El Gobierno de Finlandia considera que las
principales disposiciones contenidas en este artículo son
axiomáticas y podrían suprimirse. Por otra parte, se
muestra partidario de mantener el apartado b del pá-
rrafo 3 que, a su juicio, contiene un principio importante.
Israel. El Gobierno de Israel sugiere que, para evitar la
impresión de que este artículo se limita a declarar algo
axiomático, su título y su frase inicial debieran ser alte-
rados a fin de que el artículo se refiriera, de modo más
concreto, al momento de la terminación.
Portugal. El Gobierno de Portugal observa que las refe-
rencias que se hacen en el párrafo 2 y en el apartado a del
párrafo 3 a la « fecha de denuncia » no constituyen una
fórmula muy clara, porque la fecha de denuncia puede
constituir un difícil problema de interpretación. Al propio
tiempo expresa sus dudas de que fuera posible sentar un
principio más preciso. El Gobierno de Portugal encuentra
plausible la regla contenida en el apartado b del párrafo 3,
que asegura una mayor certeza en la aplicación de las
cláusulas a que se refiere dicho apartado.

Suecia. El Gobierno de Suecia opina que la necesidad
de los párrafos 1 y 2 y del apartado a del párrafo 3 de
ese artículo es bastante dudosa. Por otra parte, el apar-
tado b del párrafo 3 contiene, a su juicio, una útil regla
supletoria.
Estados Unidos. A juicio del Gobierno de los Estados
Unidos, las reglas que se enuncian en el artículo 38 son
axiomáticas y no exigen ninguna explicación, de manera
que ese artículo podría muy bien omitirse, si la conven-
ción sobre el derecho de los tratados tuviera que simpli-
ficarse. No obstante, considera que la redacción de las
reglas contenidas en este proyecto de artículo es satis-
factoria.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Este artículo, en su actual redacción, refleja todavía
la idea de « código » del trabajo de la Comisión sobre el
derecho de los tratados; cuatro de los seis gobiernos que
han hecho observaciones sobre él parecen opinar que
algunas de sus disposiciones son demasiado axiomáticas
para que sea preciso declararlas. El Gobierno de Israel
sugiere que podría evitarse el carácter axiomático de tales
disposiciones si el título y la primera frase se refirieran
de modo más expreso al momento de la terminación. El
Relator Especial duda de que esta solución resulte satis-
factoria porque los artículos de la Sección 3 se ocupan,
fundamentalmente, de los motivos o causas de termina-
ción, lo mismo que los de la Sección 2 se ocupan de los
motivos o causas de invalidez. Opina que lo mejor sería
reducir a uno solo los párrafos 1 y 2, el apartado a del
párrafo 3 y la primera frase del apartado b de este mismo
párrafo, que no son más que una aplicación de las cláu-
sulas de los tratados. Por otra parte, como observan los
tres gobiernos, la segunda frase del apartado b del
párrafo 3 contiene una regla de cierta importancia sobre
un punto que, de no existir tal regla, podría inducir a
confusión, y tal frase podría convertirse en el párrafo 2.

2. El artículo, en su redacción actual, se limita a la
terminación de un tratado por efecto de sus propias dis-
posiciones, pero la suspensión de su vigencia o las
condiciones para su denuncia por las partes pueden
encontrar igualmente su lugar en el tratado. En conse-
cuencia, parece aconsejable que el artículo se refiera
también a esas dos posibilidades.
3. Por todo ello, el Relator Especial sugiere que el
artículo debiera modificarse del modo siguiente:

« Terminación o suspensión de la vigencia de un tratado
por efecto de sus propias disposiciones

» 1. Un tratado llegará a su término o se suspen-
derá su aplicación o será denunciado por alguna de sus
partes cuando llegare la fecha, se cumpliere la condi-
ción o se produjere el suceso previstos en él.

» 2. Un tratado multilateral no terminará por el
solo motivo de que el número de partes llegare a ser
inferior al señalado en el tratado como necesario para
su entrada en vigor. »
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Artículo 39. — Tratados que no contienen disposiciones
sobre su terminación

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel sugiere que debiera pre-
verse la posibilidad de que se suspendiera la aplicación
del tratado en las circunstancias que se mencionan en el
artículo, en lugar de proceder a su terminación. Observa
que ello podría hacerse mediante la adición del enunciado
del párrafo 3 del artículo 40.
Luxemburgo. El Gobierno de Luxemburgo propone que
la referencia a las « declaraciones de las partes » de la
primera frase del artículo se cambie por la de las « decla-
raciones concordantes de las partes ». El propósito de tal
propuesta es impedir que una parte alegase sus propias
declaraciones unilaterales para justificar el derecho a
denunciar un tratado o a retirarse de él.
Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos considera
que, con la excepción de algunos antiguos tratados, rara
vez se encuentran casos en que las partes contratantes
sean tan negligentes que « olviden » incluir alguna cláu-
sula relativa a la terminación o denuncia del tratado.
A su juicio, el hecho de que las partes no mencionen esa
cuestión ha de atribuirse, normalmente, a que la han
evitado deliberadamente. La referencia a los travaux pré-
paratoires indicará de modo casi invariable que las partes
discutieron realmente el problema, pero que, por razones
políticas, no consideraron oportuno mencionar las con-
diciones en las que el tratado cesaría de surtir efectos,
o que no se pusieron de acuerdo sobre dichas condiciones,
o que dieron por sentado el efecto de las mismas, o que
hubo otras razones que les impulsaron a abstenerse de
incluir en el tratado cláusulas sobre esta cuestión. En
consecuencia, considera que, en todos estos casos, cabe
suponer que las partes contratantes previeron la posible
extinción del tratado, aunque, con frecuencia, en circuns-
tancias excepcionales solamente. No cree que todas las
disposiciones implícitas pero no incluidas realmente en
el texto de un determinado tratado deben sustituirse por
una disposición única en virtud de la cual se podría poner
término a un tratado notificándolo con una antelación
de 12 meses. Sugiere que, para hacer ese artículo aplicable
a los tratados existentes y futuros se modifique el final de
su primera frase y el comienzo de la segunda para que
digan :

«... la intención de las partes era admitir en ciertas
condiciones la denuncia o retirada. En esas condicio-
nes, una parte podrá denunciar ...»

Polonia. El Gobierno de Polonia propone que se modi-
fique la primera frase del artículo, « la naturaleza del
tratado y las circunstancias en las que se lo hubiere
celebrado », reemplazando la conjunción « y » por la
conjunción « o ». A su juicio, la intención pertinente de
las partes debe desprenderse del carácter del tratado, de
las circunstancias que acompañen su celebración, o de las
declaraciones formuladas por las partes.
Portugal. El Gobierno de Portugal opina que parece
razonable establecer, como se hace en ese artículo, un
principio negativo (contrario a la denuncia o retirada de

un tratado) al propio tiempo que se admite la posibilidad
de denuncia o de retirada a base de tres factores: 1) la
naturaleza del tratado; 2) las circunstancias de su celebra-
ción; y 3) las declaraciones de las partes, hechas antes o
después de la celebración del tratado. A su juicio, la
reseña de los elementos básicos de la interpretación que se
hace en el artículo 39 deja suficiente margen para aplicar
esos principios; y la exigencia de la notificación con una
antelación de, por lo menos, 12 meses es un medio justi-
ficado de garantizar los intereses de las otras partes del
tratado.
Suecia. A juicio del Gobierno de Suecia, este artículo
ofrece una solución razonable y, en parte, nueva al pro-
blema de los tratados que no contienen disposiciones
sobre su terminación.
Turquía. El Gobierno de Turquía no cree que las
excepciones del artículo 39, por las que se permite la
denuncia en ciertas condiciones, reflejen exactamente las
necesidades de nuestros tiempos. Opina que sería bene-
ficioso para la comunidad internacional que, en los casos
excepcionales previstos en ese artículo, se diera a cada
parte el derecho a solicitar la revisión del tratado en vez
del derecho a ponerle término o a retirarse de él.
Estados Unidos. A juicio del Gobierno de los Estados
Unidos, el artículo tiene el mérito de echar por tierra
la presunción de que un tratado pueda ser denunciado
unilateralmente cuando no contiene ninguna estipulación
sobre la denuncia. Al propio tiempo, considera que en la
primera frase del artículo debiera insertarse la palabra
« claramente » después de la palabra « indicaren », a fin
de hacer constar que la intención de las partes de permitir
la denuncia o retirada es clara.
Delegación de Argelia. Esta delegación sugiere ique sería
oportuno prever la posibilidad de la revisión del tratado
como una tercera solución, que, a su juicio, resultaría
más práctica respecto de ciertos tratados que son repu-
diables por los acontecimientos 109.
Delegación de Colombia. La opinión de esta delegación
es que sólo debiera admitirse la facultad de denuncia o
retirada si se la ha expresado en forma explícita y que,
cuando no exista ninguna disposición, se ha de presumir
que las partes han querido dar al tratado una duración
indefinida. Considera que tratar de indagar la intención
de las partes en documentos ajenos al tratado mismo
equivaldría a abrir la puerta a la inseguridad de los con-
venios. Se muestra partidaria de mantener el principio
contenido en la Declaración de Londres de 1871, de que
sólo son admisibles la denuncia o el retiro cuando se
hallen previstos en el tratado o cuando todas las partes
den su asentimiento n o .

Delegación de Chipre. Esta delegación se inclina a com-
partir la opinión expresada por algunos miembros de la
Comisión, de que en ciertos tipos de tratados, como los
de alianza, debe presumirse que la intención de las partes
fue que se considerara implícito el derecho de renuncia

109 Documentos Officiates de la Asamblea General, decimoctavo
periodo de sesiones, Sexta Comisión. 789.a sesión, párr. 31.

1 1 0 Ibid., 783.a sesión, párr. 11.
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o retirada, previa notificación dada con antelación razo-
nable, siempre que no contenga indicación de la inten-
ción contraria m .
Delegación de la India. Esta delegación considera que el
artículo podría dar lugar a dificultades de interpretación
y aplicación, particularmente en vista de que en el párrafo 5
del comentario se dice que la referencia a las « declara-
ciones de las partes » comprende también las declaracio-
nes ulteriores a la celebración del tratado m .
Delegación de Panamá. Esta delegación comparte la
opinión de la Comisión de que un tratado puede ser
denunciado por una de las partes en determinadas cir-
cunstancias aun cuando no contenga una cláusula expresa
de denuncia. Sin embargo, no cree que la intención de
las partes sea el único factor decisivo para este punto,
ya que a su juicio, deben tomarse en consideración todas
las circunstancias, especialmente en el caso de los tratados
de alianza militar 113.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La gran mayoría de los gobiernos parecen aprobar
el principio de este artículo y tan sólo una delegación se
ha pronunciado en contra. El Gobierno de los Países
Bajos propone, sin embargo, que después de las palabras
« la intención de las partes era admitir », se inserten las
palabras « en ciertas condiciones ». Considera que debe
siempre presumirse que las partes han meditado sobre la
cuestión de la terminación del tratado y han previsto la
denuncia o la retirada sólo en circunstancias excepcio-
nales. El Relator Especial duda de que este supuesto esté
plenamente justificado, y también de que la propuesta
enmienda sea realmente necesaria para tener en cuenta
el argumento de que las partes pueden haber previsto la
posibilidad de terminación sólo en ciertas condiciones.
El principio del artículo estriba en que la denuncia o
retirada se admite solamente si tal parece haber sido la
intención de las partes. Desde luego, si del tratado o de
las circunstancias de su celebración parece desprenderse
la intención de admitir la posibilidad de denuncia o reti-
rada sólo en determinadas circunstancias, esa intención
debe prevalecer. El Relator Especial estima que un
pequeño cambio del artículo como el propuesto en el
párrafo 7 infra basta para prever ese punto. En cuanto
a la sugestión del Gobierno de los Estados Unidos de
que se inserte la palabra « claramente » después de « in-
dicaren », el Relator Especial no ve ningún inconveniente
en que se subraye así la necesidad de determinar la inten-
ción de las partes. Por otra parte, la inserción de esa
palabra difícilmente parece esencial, y en la segunda lec-
tura de los artículos 4, 11, 12 y 19 la Comisión ha em-
pleado invariablemente el verbo « se deduzca » sin cali-
ficarlo con ningún adverbio.

2. El Gobierno de Luxemburgo propone que, para im-
pedir que una parte alegue sus propias declaraciones
unilaterales, se aclare la frase « declaraciones de las par-

tes » de modo que diga « declaraciones concordantes de
las partes »; la delegación de la India, por su parte, dice
que el artículo puede suscitar dificultades de interpreta-
ción, en vista especialmente del hecho de que las « decla-
raciones de las partes » pueden incluir declaraciones ulte-
riores. En opinión del Relator Especial, ninguno de esos
puntos parece pesar mucho. La redacción de la primera
frase del artículo deja claramente sentado que se trata
de la intención de las «partes », no de una sola parte;
y una declaración unilateral que no ha sido objetada
puede probar, en ciertas circunstancias, que ha habido
acuerdo. También en este caso, aunque toda cuestión de
determinar la intención puede a veces resultar difícil, las
declaraciones y el comportamiento ulterior de las partes
pueden ser útiles para mostrar el acuerdo de las partes en
cuanto a las estipulaciones del tratado, como lo ha reco-
nocido la Comisión en el párrafo 3 del artículo 69.

3. Aun cuando por estas razones el Relator Especial no
crea que la referencia a las « declaraciones de las partes »
se preste a objeciones, considera conveniente hacer algún
cambio en la primera frase del artículo. Cuando la Comi-
sión examinó el texto del presente artículo, no se habían
formulado todavía los artículos 69 y 70. El artículo 69,
que enuncia las reglas generales de interpretación de los
tratados, establece, entre otras cosas, que, juntamente con
el contexto del tratado, han de tenerse en cuenta a) todo
acuerdo entre las partes sobre la interpretación del
tratado; y b) toda práctica posterior en la aplicación del
tratado que evidencie claramente una interpretación con-
corde de todas las partes en el tratado. Seguidamente,
el artículo 70 establece que se podrá recurrir a los « tra-
bajos preparatorios » del tratado y a las circunstancias
de su celebración para verificar o confirmar el sentido
que resulte de la aplicación del artículo 69, o para deter-
minar el sentido cuando esa interpretación deje un sentido
ambiguo u oscuro. La interpretación del tratado conforme
a estos artículos abarca, pues, todo lo que se incluye en
la frase « salvo que la naturaleza del tratado y las circun-
stancias en las que se lo hubiere celebrado o las declara-
ciones de las partes ». En otras palabras, cabe afirmar
que en el presente artículo basta con decir « salvo que se
deduzca ... », dejando que todo lo demás se rija por
los artículos 69 y 70; o, como variante, decir « salvo que
la interpretación del tratado conforme a los artículos 69
y 70 indique que ... ». Probablemente, si el tratado
guarda silencio sobre la materia y la regla está expresada
en función de la intención particular de las partes, el
primer texto dado como variante quizá resulte demasiado
lacónico. En cambio, la segunda variante puede parecer
atractiva como fórmula general para los casos en que la
regla tiene que expresarse en función de una intención
dada. Como el Relator Especial señaló en su cuarto
informe, convendrá que la Comisión revise oportunamente
todas las disposiciones en que aparezcan frases tales como
« salvo que se deduzca del tratado o de las circunstancias
de su celebración », para que su redacción se ajuste
enteramente a las disposiciones de los artículos 69 y 7 0 .

111 Ibid., 783.a sesión, párr. 14.
112 Ibid., 783.a sesión, párr. 4.
113 Ibid., 790.a sesión, párr. 33.

114 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1965, vol. II,
pág. 1.
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4. En la primera parte del 17.° período de sesiones, al
revisar el artículo 12 relativo a las condiciones en que el
consentimiento para obligarse se manifiesta mediante
ratificación, la Comisión habló en el apartado b del
párrafo 1 de la intención que se deduzca « de las cir-
cunstancias de la celebración del tratado » y en el apar-
tado d del mismo párrafo de que « haya sido manifestada
durante las negociaciones »115. En resumen, eligió la
frase que estimó más apropiada para cada caso examinado
y no remitió sencillamente a la aplicación de los artículos
69 y 70. En consecuencia, haciendo la salvedad de la
cuestión general de terminología en este tipo de disposi-
ciones, el Relator Especial mantiene la mención de las
circunstancias de la celebración del tratado en el presente
artículo. Sin embargo, teniendo en cuenta que en el
artículo 70 se mencionan separadamente « los trabajos
preparatorios » y « las circunstancias de la celebración »,
parece necesario mencionar expresamente aquí «los
trabajos preparatorios »; de lo contrario, cabría argüir
que, conforme al presente artículo, no se podría recurrir
a los « trabajos preparatorios » — incluso las declara-
ciones formuladas por las partes durante las negocia-
ciones — para determinar la intención de las partes. Ello
parece tanto más necesario cuanto que el artículo 70 se
limita a permitir el recurso a « los trabajos preparatorios »
y « las circunstancias de la celebración », en tanto que,
conforme al párrafo 3 del artículo 69, la práctica posterior
de las partes, incluso sus declaraciones posteriores, han
de tenerse automáticamente en cuenta en la interpreta-
ción del tratado; por ello no parece necesario mencionar
expresamente en el presente artículo las « declaraciones »
posteriores de las partes.

5. Un gobierno propone que en el artículo se prevea el
derecho a solicitar la revisión del tratado, en vez del
derecho a ponerle término o a retirarse de él. La dificultad
estriba en que el derecho a solicitar la revisión de un
tratado es un « derecho » imperfecto, pues si la otra parte
no está dispuesta a aceptar tal modificación, el « derecho»
resulta un tanto ilusorio. Al mismo tiempo, nada impide
que una parte proponga la revisión del tratado en cual-
quier momento, y, si la otra parte acepta la posibilidad
de tal revisión, la misma puede negociarse por acuerdo
mutuo. Como se señala en el párrafo 6 del comentario
de la Comisión al artículo 44 (cambio fundamental en
las circunstancias), el derecho de terminación, en realidad
suele ser útil como medio para inducir a la otra parte
a adoptar una actitud conciliadora y facilitar así una
revisión116. Pero la revisión de un tratado depende
siempre de que la modificación sea aceptada mutuamente
(véanse los artículos 66 a 88). En consecuencia, el Relator
Especial cree que la Comisión estuvo en lo cierto al
enunciar el presente artículo, así como el artículo 44,
en función del derecho de terminación, y no del derecho
a solicitar la revisión.

6. Queda la sugestión del Gobierno de Israel de que se
agregue un párrafo, análogo al párrafo 3 del artículo 40,
en el que se prevea la posibilidad de que se suspenda la
aplicación del tratado, en lugar de proceder a su termina-

115 Ibid., vol. I. pág. 293.
" 6 ibid., 1963, vol. II, pág. 244.

ción, en las circunstancias que se mencionan en el artículo.
La sencillez de esta sugestión es, quizá, un poco engañosa.
El artículo 40 no versa sobre la intención de las partes
en cuanto a la terminación o suspensión de la aplicación
de un tratado. Regula los requisitos de forma de un
acuerdo para poner término a un tratado o suspender
su aplicación y prevé sencillamente que las disposiciones
relativas a la terminación se aplican también a la suspen-
sión. En resumen, no sólo el contexto es diferente en el
artículo 40, sino que además no se trata en modo alguno
en dicho artículo de que la « suspensión » se efectúe en
lugar de la terminación. En el presente artículo parece
dudoso suponer que las partes que han tenido la intención
de admitir el derecho de denuncia o de retirada se hayan
propuesto automáticamente admitir un derecho unilateral
a suspender la aplicación del tratado en sustitución de
su terminación, ya que la suspensión entraña una relación
más compleja que la terminación. En resumen, el Relator
Especial estima que la suspensión de la aplicación del
tratado no puede considerarse admisible, salvo que
aparezca que este derecho particular ha sido previsto
expresamente por las partes. En consecuencia, si se
considera que la suspensión de la aplicación del tratado
debe incluirse en el artículo, el Relator Especial estima
que debe insertarse en el párrafo 1 junto con la termina-
ción, denuncia y retirada, y hacer que dependa de la
intención expresa de las partes.

7. Parece preferible, como simple cuestión de estilo,
enunciar la regla en la primera frase, con arreglo a la
forma «podrá ... únicamente cuando » en lugar de su
forma actual « no podrá ser ... salvo que » ; y, además,
hacer de la segunda frase un párrafo distinto. A base de
esto y teniendo en cuenta las observaciones expuestas
en los párrafos precedentes, el Relator Especial sugiere
que se revise el texto del artículo de modo que diga lo
siguiente :

« Tratado que no contiene disposiciones sobre su
terminación ni sobre la suspensión de su aplicación

» 1. Cuando un tratado no contenga disposición
alguna sobre su terminación ni prevea la denuncia o
retirada o la suspensión de su aplicación, una parte
podrá denunciarlo, retirarse de él o suspender su apli-
cación únicamente cuando se deduzca del tratado, de
sus trabajos preparatorios o de las circunstancias de
su celebración que las partes han tenido la intención
de admitir la posibilidad de esa denuncia, retirada o
suspensión de la aplicación del tratado.

» 2. En todo caso, la parte que se proponga denun-
ciar un tratado, retirarse de él o suspender su aplica-
ción conforme a lo dispuesto en el párrafo 1, deberá
notificarlo con doce meses, por lo menos, de antela-
ción. »

Artículo 40. — Tratado que termina o cuya aplicación
se suspende por acuerdo

Observaciones de los gobiernos

Australia. El Gobierno australiano sugiere que el
período que se menciona en el párrafo 2 del artículo
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sea de veinticinco años. A este respecto recuerda que han
ocurrido varios casos de tratados multilaterales que
durante años han languidecido con un número escaso de
adhesiones pero que posteriormente han tenido más
amplia aceptación.
Canadá. El Gobierno canadiense sugiere que, en el
párrafo 2, podría preverse como razonable un período
de diez años; y que este período, al igual que en el artícu-
lo 9, debería contarse desde la fecha de adopción del
texto, es decir desde el momento en que el tratado queda
abierto a la firma. Estima también que ese plazo debe
ser idéntico en uno y otro artículo.
Finlandia. El Gobierno finlandés comparte la opinión
de la Comisión de que la extinción o la suspensión de la
aplicación de un tratado multilateral debe exigir el
consentimiento de por lo menos dos tercios de los Estados
que lo hayan adoptado, así como la conformidad de
todos los Estados que sean partes realmente en él. En
cuanto al plazo que ha de especificarse en el párrafo 2,
no le parece exagerado un período de tres a cinco años,
contado desde la fecha de entrada en vigor del tratado.
Israel. El Gobierno de Israel sugiere que, en vista de la
definición que se da de « tratado » en el artículo 1,
párrafo 1 a, la referencia a un nuevo « tratado » en el
párrafo 1 del comentario al presente artículo no parece
ser congruente con la mención de « acuerdo » que se
hace en el párrafo 1 del artículo. Estima que el texto del
artículo es aceptable si incluye la posibilidad de extinción
por acuerdo tácito de todas las partes. Sugiere asimismo
que en el párrafo 1, después de las palabras «ponerse
término » debe insertarse la frase « total o parcialmente ».
En el párrafo 2, considera que el plazo que ha de men-
cionarse debe corresponder al adoptado para el artículo 9.
Plantea también la cuestión de si en el artículo que se
examina y en el artículo 9 la norma no debería hacer
mención de « dos tercios de los Estados que hayan
redactado el tratado, incluidos dos tercios de las partes
en el mismo ». Finalmente, considera que la función
asignada al depositario en el apartado b del párrafo 1 117

exigiría la modificación pertinente en el artículo 29, que
trata de las funciones de los depositarios.

Luxemburgo. El Gobierno de Luxemburgo no cree que
la situación prevista en el párrafo 2 constituye razón
suficiente para enunciar una regla que, a su juicio, es
demasiado complicada. Considera que es muy improba-
ble que un pequeño número de Estados, que hayan sido
los primeros en adherirse a un tratado multilateral, deseen
ponerle término por acuerdo mutuo. Si ha de preverse tal
posibilidad, sugiere una disposición en el sentido de que
los Estados que hayan redactado un tratado sin llegar a
adquirir la calidad de partes en el mismo pueden no
obstante hacer que el tratado entre en vigor entre ellos,
incluso después de que las partes originales le hayan
puesto fin. Sin embargo, estima que sería preferible
suprimir en su totalidad el párrafo 2.

117 El Relator Especial presume que la referencia que se hace al
apartado a) del párrafo l en las observaciones del Gobierno de Israel,
tal como figuran en el documento A/CN.4/175, obedece a un error
de copia.

Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos no cree
que en el párrafo 2 pueda fijarse un solo período que sea
razonable para todas las diferentes clases de tratados;
comparte el punto de vista de los Estados Unidos de que
las partes en un tratado deben quedar en libertad para
fijar un plazo más breve o más largo que se adapte a las
circunstancias de cada caso. Estima que el mejor plazo
general sería de diez años, ya que un período más corto
podría significar, especialmente en los tratados técnicos,
que algunos Estados estuviesen todavía preparando la
legislación interna necesaria que les autorizara a partici-
par en el mismo cuando las partes estuviesen ya discu-
tiendo su terminación. Propone que la frase final del
párrafo 2 se revise para que diga, a partir de la sexta
línea, lo siguiente : «... expiración de un período de diez
años, o de cualquier otro período que se señale en el
tratado, sólo será necesario ...»
Polonia. El Gobierno polaco estima que el período que
ha de preverse en el párrafo 2 debe ser lo más breve
posible y, a lo sumo, de cuatro años. Ello evitaría depen-
der excesivamente de la decisión de países que no han
contraído ninguna obligación conforme el tratado y sin
embargo sería suficiente para que en los países interesados
se llevara adelante el procedimiento necesario para la
ratificación o la aprobación del tratado.
Portugal. El Gobierno portugués estima que el plazo
que ha de mencionarse en el párrafo 2 no debe exceder
de cinco años. A su juicio, la aplicación del tratado
durante ese período normalmente ha de ser suficiente para
permitir a los Estados llegar a una decisión sobte si han
de adquirir o no la calidad de partes; y en lo sucesivo
ningún principio relativo a la protección de sus intereses
podría justificar la necesidad de su consentimiento para
poner término al tratado.

Suecia. Aunque duda de que el párrafo 1 sea realmente
necesario, el Gobierno sueco estima que los párrafos 2
y 3 contienen innovaciones útiles relativas a la extinción
o suspensión de la aplicación de los tratados multilate-
rales.
Turquía. En opinión del Gobierno turco, el plazo que
ha de especificarse en el párrafo 2 debe ser de diez años.
Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
señala que el párrafo 2 contiene un concepto nuevo que
permite a las partes en un tratado multilateral ponerle fin
por acuerdo, sin tener en cuenta las disposiciones del
tratado relativas a su terminación, si al transcurrir un
determinado número de años estiman conveniente hacerlo.
Considera que acaso suponga una gran dificultad decidir
el número de años que conviene fijar con respecto a todos
los tratados. Por ello sugiere que la frase final se revise
para que diga como sigue : « Ello no obstante, después
de la expiración de un período de (X) años, o de cual-
quier otro período que se prevea en el tratado, sólo será
necesario el acuerdo de los Estados partes en el tratado ».
Delegación de Chipre. La delegación de Chipre señala
que, según el párrafo 2 del comentario, las partes pueden
manifestar por vía diplomática su consentimiento para
poner fin a un tratado 1 18.

u s Documentos Oficiales de la Asamblea General, Decimoctavo
Período de Sesiones, Sexta Comisión, 783.a sesión, párr. 20.
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Delegación de la India. La delegación india cree que el
párrafo 2 confiere un privilegio innecesario a los Estados
que no han adquirido la calidad de partes y que el
artículo debería modificarse en consecuencia a fin de
que el consentimiento de las partes fuera el único requisito
necesario para dar por terminado un tratado multi-
lateral 119.
Delegación de El Salvador. La delegación de El Salvador
estima que en el texto español las palabras el título
« Tratado que termina » deben sustituirse por « Tratado
que se extingue » 120.
Delegación de Somalia. A juicio de la delegación somalí,
debe suprimirse el párrafo 2. Estima que, aun cuando se
haya puesto fin a un determinado tratado multilateral,
los Estados interesados podrán restablecerlo de nuevo,
ya sea en su forma original o en una forma modificada121.
Delegación del Reino Unido. La delegación del Reino
Unido considera que el párrafo 2 puede complicar el
proceso de terminación de los tratados, especialmente en
los casos en que se haya modificado la personalidad
internacional de las partes contratantes originales y en
que se planteen problemas difíciles de sucesión de Esta-
dos 122.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Un gobierno duda de que el párrafo 1 sea realmente
necesario. El Relator Especial, aunque se inclina a estar
de acuerdo con ello en lo que respecta a los dos apartados
a y b que tiene ese párrafo, considera que la norma
contenida en la frase inicial — que exige el acuerdo de
todas las partes para poner término a un tratado —
contiene un punto de fondo que debe conservarse.
2. El Gobierno de Israel, señalando la mención que se
hace de « un nuevo tratado » en el párrafo 1 del comen-
tario, pregunta en efecto si la terminología del párrafo 1
es satisfactoria en relación con la cuestión de la forma
del acuerdo. Sugiere que el texto actual es aceptable
únicamente si admite la posibilidad de la extinción por
acuerdo tácito de todas las partes. La dificultad surge en
parte de los términos utilizados en los apartados a y by
en parte de los párrafos 1 y 2 del comentario. Los apar-
tados a y b prevén que el acuerdo para poner término
al tratado puede figurar a) en un instrumento, o b) en
comunicaciones dirigidas por las partes al depositario, o
por una de las partes a la otra. Su objeto primordial es
desautorizar la tesis que apoyan algunos juristas en el
sentido de que el acuerdo por el que se pone fin a un
tratado anterior debe tener la misma forma que ese
tratado, o ser por lo menos una forma de tratado que
tenga « igual peso ». La Comisión estimó que incumbe
a las partes en cada caso escoger el tipo apropiado de
instrumento o de procedimiento para poner término a un
tratado, a fin de tener en cuenta sus propios procedi-
mientos constitucionales. Sin embargo, los términos uti-

119 Ibid., 783.a sesión, párr. 5.
120 ibid., 782.a sesión, párr. 5.
*21 Ibid., 786.a sesión, párr. 1.
1 2 2 Ibid., 786.a sesión, párr. 7.

lizados en los apartados a y b y las referencias que se
hacen en el comentario a « un nuevo tratado » y a un
instrumento formal o « tratado en forma simplificada »
pueden quizás dar la impresión de que la Comisión se
ha propuesto excluir la posibilidad de que se ponga fin
a un tratado por acuerdo verbal o de que se haga a base
simplemente de consentimiento tácito. El Relator Especial
no cree que tal haya sido el propósito de la Comisión.
Aunque el acuerdo para poner fin a un tratado normal-
mente se haga constar por escrito, parece perfectamente
posible que determinados tipos de tratados bilaterales
lleguen a su fin mediante acuerdo verbal entre los Minis-
tros de Relaciones Exteriores o entre un Ministro de
Relaciones Exteriores y un Embajador que actúe en cum-
plimiento de instrucciones. De la misma manera, cuando
es evidente que existe amplio acuerdo para poner fin a
un tratado multilateral, parece perfectamente legítimo
que el depositario notifique a los Estados que no han
expresado ningún interés por la cuestión que, a falta de
respuesta en un plazo dado, se presumirá que consienten
en la terminación del tratado. El Relator Especial sugiere
que la mejor solución es suprimir los dos apartados ayb
y limitar el párrafo 1 a la primera frase, al propio tiempo
que se modifica el comentario para tener en cuenta las
consideraciones que acaban de exponerse.

3. La propuesta del mismo gobierno de que las palabras
« total o parcialmente » se inserten en el párrafo 1 se
considera bien fundada. Por tratarse de un caso de
terminación por acuerdo, la aplicación de la norma del
artículo 46 relativa a la divisibilidad de las cláusulas del
tratado difícilmente sería pertinente. En consecuencia la
posibilidad de terminación parcial se estima que debe
quedar prevista en el presente artículo mediante la inser-
ción de las palabras « total o parcialmente ».
4. Algunos gobiernos se oponen a la inclusión del
párrafo 2 alegando que constituye una complicación
innecesaria o que es demasiado favorable a los Estados
que aún no han adquirido la calidad de partes. La mayo-
ría, sin embargo, parece apoyar el principio general
contenido en ese párrafo. La consideración que impulsó
a la Comisión a enunciar este principio fue que muchas
convenciones multilaterales, especialmente las de carácter
técnico, exigen únicamente la ratificación o aceptación
de dos países o de un número muy reducido de éstos para
entrar en vigor; y que difícilmente parecería justo que los
dos o tres primeros Estados en depositar los correspon-
dientes instrumentos tuvieran luego la facultad de poner
fin al tratado independientemente, sin tener en cuenta los
deseos de los demás Estados que hayan intervenido en
su redacción 123. Esta consideración parece válida en sí
y no se cree que tenga gran peso la objeción del Reino
Unido de que el párrafo suscite complicaciones « cuando
haya habido cambios que afecten la personalidad inter-
nacional de las partes contratantes originales y puedan
suscitarse problemas complicados de sucesión de Esta-
dos ». Esta complicación puede surgir igualmente cuando
se trate de « partes », cuyo consentimiento se necesita

1 2 3 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. I I ,
pág. 236, artículo 40, párr. 4.
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por supuesto conforme al párrafo 1, así como en todo
artículo cuya aplicación dependa del consentimiento o de
actos de las « partes », por ejemplo los artículos 65 y 66
que tratan de la modificación de los tratados 124. Por
otra parte, la razón que impulsó a la Comisión a incluir
el párrafo 2 en el artículo que se examina no es menos
válida en la esfera de la modificación de los tratados y
la Comisión, en el artículo 65, no previo que el consenti-
miento de los dos tercios de los Estados que hubieran
adoptado el texto sería necesario para la modificación
de un tratado multilateral. Por ello es conveniente que la
Comisión, cuando examine de nuevo el presente artículo,
tenga en cuenta al propio tiempo el problema análogo
del artículo 65 en lo que respecta a este punto. En cuanto
a la sugestión del Gobierno de Israel de que se revise
el párrafo a fin de que diga « dos tercios de los Estados
que hayan redactado el tratado, incluidos dos tercios de
las partes en el mismo », parece prestarse a la objeción
de que los tratados multilaterales a menudo quedan
abiertos en una fecha temprana a la adhesión de Estados
que no han participado en su redacción. En otras pala-
bras, no cabe hablar de todas las « partes » en un tratado
multilateral en el sentido de que necesariamente quedan
incluidas entre los Estados que han adoptado el texto.

5. Las opiniones de los gobiernos relativas a la duración
del plazo durante el cual los Estados que han participado
en la redacción del tratado deben seguir teniendo voz en
la cuestión de su extinción son muy variadas: Australia,
25 años; Canadá, los Países Bajos y Turquía, 10 años;
Finlandia, Polonia y Portugal, períodos de tres, cuatro
o cinco años. Finlandia señala un período de uno a cinco
años después de la entrada en vigor del tratado; todos
los demás gobiernos parecen pensar en períodos que se
cuentan a partir de la fecha de la adopción del texto. Los
Gobiernos de los Estados Unidos y los Países Bajos señalan
que la fijación de período único no resultaría apropiada
para todas las clases de tratados y sugieren por tanto que,
a fin de que la disposición sea más flexible, se modifique
para que diga « después de la expiración de un período
de (X) años, o de cualquier otro período que se prevea
en el tratado ». Se considera aceptable esta propuesta, ya
que naturalmente debe prevalecer toda estipulación del
tratado que realmente señale un plazo al efecto. Se estima
que el período que ha de mencionarse en el presente
artículo como regla general debe ser tal que, sin ser
demasiado largo, dé a los Estados que han participado
en la redacción del tratado todo tipo de oportunidades
para adquirir la calidad de partes antes de su expiración.
Los procedimientos constitucionales para lograr la nece-

124 Esta complicación no parece haber constituido un obstáculo
insuperable para el éxito de los esfuerzos de las Naciones con miras
a modificar los tratados multilaterales generales concertados con los
auspicios de la Sociedad de las Naciones y a abrirlos a la firma de
nuevos Estados. Para una reseña muy informativa de la práctica del
Secretario General al respecto, véase el memorando de la Secretaría
titulado «La sucesión de Estados y los tratados multilaterales
generales de los que es depositario el Secretario General » Anuario
de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II, pág. 123.
Véase también capítulo III del informe de la Comisión sobre la
labor realizada en su 15.° período de sesiones, párrafos 36 a 38
(Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
págs. 257 y 258).

saria autorización parlamentaria y demás trámites im-
prescindibles para la ratificación pueden prolongarse
bastante en algunos países. Habida cuenta de ello y de
los diferentes períodos que se proponen en las observa-
ciones de los gobiernos, el Relator Especial sugiere como
plazo apropiado un período de seis años, que se especifi-
caría como norma general.

6. El párrafo 3, tal como se halla actualmente redactado,
hace que las disposiciones de los párrafos 1 y 2, relativas
a la terminación del tratado sean aplicables también a
la suspensión de la aplicación del tratado. El Relator
Especial duda sin embargo, de que ello sea procedente
en el caso del párrafo 2; para la suspensión de la aplica-
ción de un tratado, no parece que sea necesario obtener
el consentimiento de quienes no sean partes. Por ello
sugiere que: a) se suprima el párrafo 3, y b) se amplíe
el párrafo 1 a fin de hacerlo aplicable también a la sus-
pensión de la aplicación de un tratado. El párrafo 2 se
aplicaría así solamente a los casos de extinción.

7. A la luz de las anteriores consideraciones y partiendo
del supuesto de que se conserve el párrafo 2, el Relator
Especial sugiere que el artículo se revise para que diga
como sigue:

« 1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2, en
todo momento podrá ponerse término a un tratado o
suspenderse su aplicación, total o parcialmente, por
acuerdo entre todas las partes.

» 2. Mientras no transcurran seis años desde la
adopción de su texto, o cualquier otro período que se
haya previsto en el tratado, para poner término a un
tratado multilateral se necesitará además el consenti-
miento de dos tercios al menos de todos los Estados
que hayan adoptado el texto. »

Artículo 41. — Tratado que termina implícitamente por la
celebración de otro tratado

Observaciones de los gobiernos

Israel. En vista de lo que se declara en el párrafo 15
del informe de la Comisión y en el párrafo 2 del comen-
tario del presente artículo, el Gobierno de Israel cree que
el artículo contiene una contradicción intrínseca. Señala
que si el tratado posterior tiene por objeto poner término
al tratado anterior, la extinción del tratado posterior no
supondrá la nueva vigencia del tratado anterior; pero si
el tratado posterior tiene por objeto suspender la aplica-
ción del tratado anterior, la extinción del tratado ulterior
producirá, conforme al artículo 54, la nueva vigencia del
tratado anterior. En cualquier caso, toda la cuestión
depende de la interpretación que se dé a la intención de
las partes en el tratado posterior. El Gobierno de Israel
sugiere que si se conserva el artículo, el elemento de
« suspensión » debe preceder al de « terminación » y que
la palabra « únicamente » debe omitirse. A su juicio, la
modificación del artículo conforme a lo expuesto facili-
taría el problema de su lugar en el proyecto de articulado.

Portugal. El Gobierno portugués señala que, en una
interpretación estricta, el principio enunciado en el párrafo 2
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figura ya en el párrafo 1. Aun así, considera útil este
párrafo 2 ya que recalca la importancia de indagar la
voluntad de los Estados interesados.
Suecia. El Gobierno sueco considera que el artículo
enuncia una regla de interpretación que puede ser útil.
Estados Unidos. A juicio del Gobierno de los Estados
Unidos, el artículo se halla bien fundado en principio y,
aunque su concepto es evidente, puede contribuir a la
solución de cuestiones en esta esfera de los tratados.
[En la Sexta Comisión, la delegación de los Estados Uni-
dos había sugerido que podía omitirse el artículo en una
convención simplificada 125.]
Delegación de la India. La delegación india estima que
los apartados a y b parecen ser redundantes en cierta
medida y sugiere que se estudie de nuevo su enunciado 126.
Delegación de El Salvador. Esta delegación sugiere que
el párrafo 2 debería más bien ser objeto de un artículo
distinto 127.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La «contradicción intrínseca », que ve el Gobierno
de Israel en este artículo no le parece evidente al Relator
Especial ni en el texto propiamente dicho, ni en las
observaciones que hace ese Gobierno. Una vez más en
el presente caso, si bien las reglas enunciadas en el
artículo dependen por supuesto de la interpretación que
se dé a la intención de las partes en el tratado posterior,
normas de tal tipo que dependen de la intención délas
partes se encuentran en buen número de artículos del
proyecto y resultan en realidad inevitables en el derecho
de los tratados. El problema real en el presente artículo
es su relación y posible superposición con el artículo 63,
que rige la aplicación de tratados que tienen cláusulas
incompatibles.
2. Cuando redactó el artículo en su 15.° período de
sesiones, la Comisión reconoció que había por fuerza una
estrecha vinculación entre la terminación implícita, pre-
vista en este artículo, y la aplicación de tratados celebra-
dos entre las mismas partes que tienen cláusulas incom-
patibles. Por esta razón, la Comisión decidió adoptar
provisionalmente el presente artículo, relativo al aspecto
de la « terminación implícita » de los tratados incompa-
tibles, aplazar el examen de la cuestión general de la
aplicación de tratados con cláusulas incompatibles hasta
su 16.° período de sesiones y considerar de nuevo en tal
oportunidad la conveniencia y la colocación del presente
artículo. En su 16.° período de sesiones, la Comisión
adoptó en el artículo 63 las reglas generales relativas a la
aplicación de tratados que contienen disposiciones in-
compatibles, cuyo párrafo 3 remite al presente artículo.
Este párrafo hace una distinción entre los casos en que
las partes en el tratado posterior se proponen poner
término al tratado anterior, que se rigen por el artículo 41,
y los casos en que no tienen tal intención, en los que se

125 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
periodo de sesiones, Sexta Comisión, 784.a sesión, párr. 33.

1 2 6 Ibid., 783.a sesión, párr. 6.
127 Ibid., 782.a sesión, párr. 5.

plantea la cuestión de la prioridad de las obligaciones de
los dos tratados y que se rigen por el artículo 63. En el
párrafo 12 de su comentario al artículo 63 128 la Comi-
sión explicaba así el debate sobre la cuestión de la
terminación implícita:

« El párrafo 3 prevé el caso en que todas las partes
en un tratado, con o sin la adición de otros Estados,
celebran un nuevo tratado que es incompatible con el
primero, y contempla desde otro punto de vista el
mismo supuesto que el artículo 41, aprobado en el
período de sesiones anterior. La mayoría de los miem-
bros de la Comisión que participaron en las delibera-
ciones del período de sesiones actual confirmaron la
decisión, adoptada en 1963 por la Comisión con carác-
ter provisional, de considerar estos casos como ejem-
plos de extinción implícita de un tratado anterior. Por
otra parte, el hecho de que la cuestión de la « extinción
implícita » del primer tratado sólo se puede determinar
tras comprobar en qué medida son incompatibles los
dos tratados, hace que estos casos guarden cierta rela-
ción con el artículo que se comenta, y por ello parece
conveniente en todo caso mencionar estos supuestos
en el párrafo 3 haciendo una remisión al artículo 41.
Al examinar la cuestión en este período de sesiones, la
Comisión estimó que sería conveniente introducir un
pequeño cambio en el artículo 41 a fin de que los casos
de incompatibilidad parcial de dos tratados pasen a ser
previstos en el presente artículo. Tal como se aprobó
en 1963, en la primera frase del párrafo 1 del artículo 41
se habla de terminación « en todo o en parte », pero
la distinción entre terminación total y parcial (o sus-
pensión) no reaparece en el resto del artículo. Acaso
sea necesario, pues, en todo caso, modificar la redac-
ción del resto de este artículo. Sin tomar por el momento
una decisión sobre la forma definitiva del artículo 41,
la Comisión se inclinó a aceptar la opinión de que lo
más procedente sería eliminar las palabras « en todo
o en parte » del artículo 41 e incluir en el artículo 63
los casos de conflicto parcial en los que no parece
haber la intención de poner fin al tratado anterior.
El párrafo 3 prevé por ello que cuando es manifiesta
la intención de que el tratado posterior debe regir toda
la materia, o cuando los dos tratados no se pueden
aplicar al mismo tiempo, el artículo 41 se aplica y
termina el tratado anterior, y que, en otros casos, el
tratado anterior continúa aplicándose en la medida en
que sus disposiciones no son incompatibles con las del
tratado posterior. »

En consecuencia, aunque la Comisión revisará sin duda
alguna la relación entre las cuestiones tratadas en los
artículos 41 y 63, a los efectos del presente informe el
Relator Especial presumirá que el artículo 41 se conser-
vará más o menos en su forma actual.
3. La Comisión, según se deduce del citado pasaje de su
comentario al artículo 63, se inclinó en su período de
sesiones de 1964 a adoptar el punto de vista de que las
palabras « en todo o en parte » debían suprimirse de la
frase inicial del presente artículo. Al referirse a este punto,

128 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II,
pág. 183.
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Ja Comisión tenía presente la necesidad de coordinar en
todo lo posible las disposiciones de los artículos 41 y 63,
pero prefirió aplazar esta cuestión hasta que abordara de
nuevo el examen del artículo 41.

4. Cuando en este tipo de casos las partes en el tratado
posterior no se proponen que el tratado anterior quede
completamente reemplazado, temporal o definitivamente,
por el tratado posterior, habrá dos tratados en vigor y
con fuerza legal que tengan disposiciones incompatibles.
El párrafo 3 y el apartado a del párrafo 4 del artículo 63
declaran que el tratado anterior se aplicará únicamente
en la medida en que sus disposiciones no sean incompa-
tibles con las del tratado posterior. El efecto de esos
párrafos en la práctica es sin duda negativo y de esa
manera se suspende la aplicación de las disposiciones
incompatibles del tratado anterior, mientras se halla en
vigor el tratado posterior. Pero el artículo 63 trata única-
mente de la prioridad de obligaciones convencionales
incompatibles cuando ambos tratados han de conside-
rarse en vigor y con fuerza legal. Ese artículo no se aplica
a los casos en que es evidente que las partes han tenido
la intención de revocar el tratado anterior o de suspender
totalmente su aplicación mediante la celebración del
tratado posterior; en tal caso no hay dos series de dispo-
siciones convencionales incompatibles en vigor y con
fuerza legal sino solamente una, a saber las del tratado
posterior. En otras palabras, el artículo 63 entra única-
mente en juego una vez que se ha determinado, conforme
al presente artículo, que las partes no se han propuesto
revocar o suspender totalmente la aplicación del tratado
anterior. El presente artículo, por su parte, no trata de
la prioridad de disposiciones convencionales que son
incompatibles. Se refiere a los casos en que aparece clara-
mente que la intención de las partes al celebrar el tratado
posterior ha sido reemplazar definitiva o temporalmente
el régimen del tratado anterior por el del tratado poste-
rior. En tales casos, el presente artículo pone término al
tratado anterior o suspende su aplicación por completo,
de manera que deja de estar en vigor o su aplicación se
considera enteramente en suspenso.

5. La línea divisoria entre los casos de extinción previs-
tos en el párrafo 1 del presente artículo y los casos com-
prendidos en el artículo 63 es enteramente clara. Según
el presente artículo, el tratado anterior queda revocado;
no se trata sencillamente de una cuestión de prioridad y,
aun cuando el tratado posterior se extinga o quede en
suspenso, el anterior, por haber llegado a su fin, seguirá
siendo inaplicable. En los casos previstos en el artículo 63,
hay simplemente una cuestión de prioridad y, si el
tratado posterior se extingue o queda en suspenso, el
tratado anterior recupera su fuerza y vigor. En cambio
no es tan clara la línea divisoria entre los casos de « sus-
pensión », comprendidos en el párrafo 2 del presente
artículo, y los casos de prioridad de disposiciones incom-
patibles previstos en los párrafos 3 y 4 a del artículo 63 :
en efecto, el artículo 63, al disponer que prevalecen las
disposiciones del tratado posterior, deja en la práctica en
suspenso la aplicación de las disposiciones incompatibles
del tratado anterior. Aun en estos casos, sin embargo,
la norma del presente artículo es más amplia que la del

artículo 63. Según el presente artículo, aun cuando sólo
algunas disposiciones del tratado anterior sean incompa-
tibles con las del tratado posterior, la aplicación de todo
el tratado queda en suspenso si se deduce del tratado
posterior, de sus trabajos preparatorios o de las circuns-
tancias de su celebración que tal ha sido de hecho la
intención de las partes. En consecuencia, aunque pueda
parecer en cierta medida que se superponen en estos casos,
los dos artículos no coinciden.

6. Aparte de la cuestión de si las palabras « en todo o
en parte » deben conservarse, parece necesaria cierta
revisión a fin de mejorar el texto y coordinar el artículo
más cabalmente con el artículo 63.

En la frase inicial del párrafo 1, el Relator Especial
sugiere la supresión de: 1) la palabra « implícitamente »,
ya que esta idea figura ya contenida en las palabras « se
considerará » ; y 2) las palabras « con o sin participación
de otros Estados », ya que su omisión no parece suponer
ningún cambio en la norma enunciada en el párrafo.
En el apartado a del párrafo 1 parece conveniente ampliar
la expresión « esas partes hubieren indicado su inten-
ción » especificando que esta intención ha de compro-
barse; parece también conveniente armonizar el enun-
ciado con el que se utiliza en otros artículos en que la
norma se enuncia en función de la intención de las partes
según se deduce del tratado, de los trabajos preparato-
rios o de las circunstancias de su celebración. También
parece conveniente insertar la palabra « exclusivamente »
después de las palabras « se rija » en este apartado, a fin
de exponer más expresamente la idea de la sustitución
del tratado anterior por el posterior.

El párrafo 2, en su enunciado actual, simplemente niega
que termine el tratado anterior cuando la intención de
las partes haya sido únicamente suspender su aplicación
y da a entender que en tal caso el tratado anterior queda
sólo suspendido en su aplicación. El Relator Especial
sugiere que quizás sea preferible formular de nuevo la
norma en términos positivos.

7. En cuanto a las palabras « en todo o en parte » en
el párrafo 1, sin duda cabe pensar en casos en que el
tratado posterior se celebra con el objeto de revisar y
substituir únicamente una parte del tratado anterior; por
ejemplo, cuando el tratado anterior trata de diferentes
materias en distintos « títulos » o « secciones ». La cues-
tión que se plantea es si tales casos deben regirse por los
párrafos 3 y 4 a del artículo 63 o si la extinción parcial
y la suspensión parcial de la aplicación de un tratado
deben ser objeto de mención especial en el presente ar-
tículo. Un argumento en contra de que se prevean tales
casos en este artículo es que con ellos se incrementaría
quizás la superposición entre la « suspensión de la apli-
cación » prevista en el presente artículo y la no aplica-
ción de disposiciones incompatibles de un tratado anterior
conforme al artículo 63. Es posible que este argumento
no tenga gran peso ya que hay una diferencia clara entre
la intención definida de suspender la aplicación del tra-
tado anterior y la intención de dar prioridad a las disposi-
ciones del tratado posterior; en todo caso, los dos
artículos dan los mismos resultados en la práctica. Por
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lo demás, si la Comisión acuerda aprobar la propuesta de
Israel en el sentido de que el artículo 40 debe prever la
terminación o suspensión de la aplicación, « total o
parcialmente » mediante acuerdo expreso, parece lógico
hacer lo mismo en los casos de acuerdo implícito. Por
otra parte, en el pasaje de su comentario al artículo 63
citado anteriormente en el párrafo 2, la Comisión señala
que el presente texto del artículo 41 no se refiere única-
mente a la extinción parcial en la frase inicial del párrafo 1
y no habla en ningún momento en el resto del artículo
de la distinción entre extinción o suspensión total y
parcial. No basta, por tanto, con dejar las palabras
«total o parcialmente » en la frase inicial del párrafo;
pero todo intento de insertar referencias a la terminación
o suspensión parciales en los apartados a y b del párrafo 1
y en el párrafo 2 entrañaría necesariamente un texto
pesado y complicado. En consecuencia, si los casos de
extinción y suspensión parciales han de quedar previstos
en el presente artículo, el Relator Especial sugiere que
ello se haga separadamente en un nuevo párrafo.
8. En vista de las anteriores observaciones, el Relator
Especial estima que el artículo 41 debe enunciarse de
nuevo en la forma siguiente:

« Tratado que termina o cuya aplicación se suspende
implícitamente por la celebración de otro tratado

» 1. Un tratado se considerará terminado cuando
todas las partes en el mismo celebren un nuevo tratado
sobre la misma materia y:

» a) se deduzca del tratado posterior, de sus trabajos
preparatorios o de las circunstancias de su celebración
que las partes han tenido la intención de que la materia
se rija exclusivamente en lo sucesivo por el nuevo
tratado; o

» b) las disposiciones del nuevo tratado sean en tal
medida incompatibles con las del tratado anterior que
los dos tratados no puedan aplicarse simultáneamente.

» 2. Ello no obstante, se considerará que el tratado
anterior queda únicamente suspendido en su aplica-
ción si se deduce del nuevo tratado, de sus trabajos
preparatorios o de las circunstancias de su celebración
que tal ha sido la intención de las partes al celebrar
el nuevo tratado.

» 3. En las condiciones enunciadas en los párrafos
1 y 2, si las disposiciones del nuevo tratado sólo se
refieren a una parte del tratado anterior y los dos
tratados pueden por lo demás aplicarse simultáneamente,
únicamente esa parte se considerará terminada o sus-
pendida en su aplicación. »

9. Al propio tiempo, el Relator Especial sugiere que, a
fin de lograr una cabal coordinación entre el artículo 63
y el presente artículo, acaso convenga oportunamente
revisar el párrafo 3 del artículo 63 para que diga como
sigue:

« Cuando todas las partes en un tratado celebren
posteriormente otro sobre la misma materia y el tra-
tado anterior no quede extinguido o suspendido en su
aplicación en virtud del artículo 41 . . .»

Artículo 42. — Tratado que termina o cuya aplicación
se suspende a consecuencia de su violación

Observaciones de los gobiernos

Australia. El Gobierno de Australia considera que el
párrafo 2 b ii) concede unas facultades muy amplias que,
a su juicio, podrían ser desproporcionadas a la violación.
Sugiere que quizá fuere preferible utilizar una enuncia-
ción más completa que circunscriba el derecho con más
precisión. Por otra parte, considera que si por « común
acuerdo » se entiende acuerdo unánime, esta garantía
sería suficiente; y que, si tal es la intención, preferiría
que se utilizase la palabra « unánime », que es más clara.
Canadá. El Gobierno canadiense advierte que el artículo
no prevé, en caso de violación substancial de un tratado,
que otra parte tendrá derecho a retirarse del tratado
unilateralmente (y no simplemente por común acuerdo
y quizás por acuerdo unánime). Interpreta el comentario
como una indicación de que la Comisión consideró que
el derecho a suspender la aplicación ofrece una protección
suficiente al Estado directamente lesionado por la viola-
ción. Sin embargo, no cree que el recurso que con arreglo
al párrafo 2 se ofrece al Estado individualmente sea sufi-
ciente en caso de un tratado en virtud del cual las partes
convengan en abstenerse de ciertos actos; en efecto, el
Estado interesado no puede suspender la ejecución de sus
obligaciones con respecto al Estado infractor (haciendo
lo que ha convenido en abstenerse de hacer) sin infringir
sus propias obligaciones para con las otras partes. El
Canadá sugiere que se modifique el artículo de forma
que permita a una parte individualmente suspender la
aplicación del tratado erga omnes sin tener que obtener
previamente el acuerdo común de las demás partes. En
apoyo de esta idea recuerda que en los textos propuestos
por Sir Gerald Fitzmaurice 129, por el actual Relator
Especial130, y por el Sr. Castren 131, estaba previsto un
derecho unilateral a la retirada en estos casos.

Israel. El Gobierno de Israel señala que el párrafo 8 del
comentario parece sugerir que la definición de la viola-
ción que figura en el párrafo 3 no es exclusiva 132.
Países Bajos. A propósito del párrafo 2 a el Gobierno
de los Países Bajos no cree que la intención de la Comi-
sión, expresada en el párrafo 7 del comentario, se traduzca
enteramente en el texto del artículo. EL párrafo 2 a atri-
buye el derecho a invocar la violación a « las otras par-
tes », mientras que el Gobierno de los Países Bajos inter-
preta que la intención de la Comisión, según el párrafo 7
del comentario, es que la parte lesionada sea la única
que tenga ese derecho. Propone que se revise el párrafo 2 a

129 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional', 1957, vol. II ,
pág. 33, artículo 19 del proyecto, párr. 1, iii).

130 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
pág. 89, comentario sobre el artículo 20 del proyecto, párr. 17.

131 Ibid., vol. I, pág. 127.
132 Esta observación, que probablemente se refiere a la frase

« definición principal » que figura en la última oración del párrafo 8
del comentario, no parece justificada. El comentario, después de
tratar del apartado a se refiere, a la « definición principal » del
apartado b. Esto no puede interpretarse en rigor en el sentido de que
implique que los dos apartados juntos no abarcan toda la definición.
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en la forma sugerida por la delegación de los Estados
Unidos en la 784.a sesión de la Sexta Comisión, a saber:
« a cualquier otra parte, cuyos derechos u obligaciones
sean afectados desfavorablemente poi la violación, a
alegar ... ». En cuanto al párrafo 2 b, el Gobierno de los
Países Bajos considera que debería dejarse tal como está
en el texto de la Comisión. Difiere de la sugestión de la
delegación de los Estados Unidos, formulada en la misma
sesión de la Sexta Comisión, de que se revise de modo
análogo el párrafo 2 b para que diga : « a las otras partes
cuyos derechos y obligaciones sean afectados desfavora-
blemente por la violación ... ». Si se hiciese esta revisión
en el texto del párrafo, el inciso i) del apartado b del
párrafo 2 tendría, a su juicio, el mismo efecto que el
apartado a del mismo párrafo, mientras que el inciso ii)
del apartado b del párrafo 2 permitiría que se pusiese fin
a un tratado por un número de partes que no llegue a la
totalidad, lo cual no le parece conveniente. Con respecto
al párrafo 4, el Gobierno de los Países Bajos señala que
se aplican a dicho párrafo sus observaciones al artículo 46.

Portugal. Con respecto al párrafo 2, que se refiere a
los tratados multilaterales, el Gobierno portugués señala
que cierta corriente doctrinal entre los autores distingue,
en lo que se refiere a los derechos de las partes lesionadas
por la violación, entre los tratados-contratos y los trata-
dos normativos. Si bien en lo que se refiere a los tratados-
contratos esos autores admiten sin vacilación el principio
de que es lícito a la parte lesionada liberarse de los víncu-
los derivados del tratado, en el caso de los tratados
normativos se considera que las obligaciones continúan
en vigor a pesar de la violación y a pesar de que también
las partes lesionadas hayan dejado temporalmente de
cumplirlas. El Gobierno portugués señala que el párrafo 2
no hace más que permitir a las partes lesionadas la alter-
nativa de suspender o de poner fin al tratado, sin distin-
guir las especies que éste puede revestir, y parece proponer
que se introduzca esta distinción en el párrafo. Sostiene,
además, que no debería dejarse al arbitrio de las partes
lesionadas la decisión de suspender o poner fin al tratado,
sino que sólo deberían poder dar por terminado el
tratado cuando la violación revista un determinado
carácter. Cree que esta restricción sería conveniente en
interés de una mayor estabilidad de los tratados y de
una mejor disciplina en las relaciones internacionales.
Recuerda que en su comentario la Comisión mencionó
el caso de que la violación impida o dificulte la aplicación
del tratado entre todas las partes; y expone el parecer
de que esta idea debería incorporarse al artículo o por
lo menos mencionarse en el inciso ii) del apartado b del
párrafo 2.

Suecia. El Gobierno sueco está de acuerdo con la limi-
tación del artículo a los casos de « violación substancial »
y considera que la definición de ese concepto es acep-
table. Duda, en cambio, de que el procedimiento señalado
en el artículo 51 para invocar una causa de terminación,
retirada o suspensión de la aplicación ofrezca una solu-
ción adecuada y suficientemente rápida para el problema
urgente de la violación de un tratado. Con respecto al
párrafo 2, señala que el proyecto se limita a ofrecer a la
parte lesionada en un tratado multilateral el derecho de
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con respecto a la parte que lo ha violado, o la posibilidad
de tratar de obtener el consentimiento de las demás partes
para desvincularse totalmente del tratado. Pero, a juicio
del Gobierno de Suecia, puede haber circunstancias en
que debe ofrecerse a la parte lesionada la posibilidad de
suspender la aplicación del tratado o de ponerle fin incluso
unilateralmente: por ejemplo, si la participación del
Estado que comete la violación es la condición esencial
para la vinculación del otro Estado al tratado.
Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido teme que
este artículo pueda dar lugar a abusos en el sentido de
que un Estado pudiera alegar una violación atribuida a
otro Estado simplemente para justificar su pretensión de
poner término a un tratado. Aun reconociendo que el
artículo 51 también ofrece ciertas garantías, considera
que un Estado acusado de violación ha de poder invitar
al otro Estado a que se determine con objetividad que ha
habido realmente una violación, antes de que ese otro
Estado pueda aducir la violación en la forma propuesta
en el artículo. A juicio del Gobierno del Reino Unido,
se debería prever una decisión por un órgano indepen-
diente.
Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
está conforme con el principio enunciado en el párrafo 1
y considera que debería plasmarse en una regla del
derecho de los tratados. Con respecto al párrafo 2,
considera que el texto de la Comisión pasa por alto hasta
cierto punto los diversos tipos de tratados multilaterales.
Ese párrafo podría muy bien aplicarse a tratados norma-
tivos para cuestiones tales como el desarme, donde la
observancia por todas las partes es esencial para la eficacia
del tratado. Pero, a juicio del Gobierno de los Estados
Unidos, cabe poner en duda si un tratado unilateral
como la Convención de Viena sobre Relaciones Consu-
lares — que en su aplicación es esencialmente bilateral —
debe quedar sujeto a las disposiciones del párrafo 2 tal
como ahora está redactado. En tal caso (y menciona otro
ejemplo: el de una convención para el canje de publica-
ciones) considera que si la parte A se niega a conceder
a la parte B los derechos estipulados en la convención,
ello no debería autorizar a las partes X, Y y Z, además
de la parte B, que es la lesionada, a considerar que queda
en suspenso la aplicación de la convención o que ésta ha
dejado de estar en vigor en las relaciones entre dichas
partes y la parte A. El Gobierno de Estados Unidos
sostiene que para la terminación o suspensión en el caso
de un tratado multilateral debería seguirse la norma
aplicable a los tratados bilaterales; y que no debe exigirse
a la parte lesionada que siga concediendo derechos que
ilícitamente le ha negado la parte infractora. Con arreglo
a sus propuestas concretas para la revisión del párrafo 2
éste diría lo siguiente:

« Una violación substancial de un tratado multi-
lateral por una de las partes, autorizará:

» a) A cualquier otra parte cuyos derechos u obli-
gaciones sean afectados desfavorablemente por la vio-

133 El párrafo 2, tal como está redactado, no autoriza a la parte
lesionada a poner fin unilateralmente al tratado.
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lación, a alegar la violación como motivo para sus-
pender la aplicación del tratado total o parcialmente
en sus relaciones con el Estado autor de la violación;

» b) A las otras partes cuyos derechos u obligaciones
sean afectados desfavorablemente por la violación:

i) a aplicar al Estado autor de la violación la sus-
pensión a que se refiere el apartado a; o

ii) a poner término al tratado o a suspender su apli-
cación en todo o en parte. »

Delegación de Ghana. La delegación de Ghana consi-
dera que es necesario insertar en el párrafo 2 una disposi-
ción en virtud de la cual la parte lesionada pueda poner
fin unilateralmente al tratado, por ejemplo después de un
período de notificación en el curso del cual el tratado
simplemente estaría en suspenso. De no haber tal dispo-
sición, la parte lesionada, si no llegara a persuadir a todas
las demás partes para que pusieran fin al tratado, sólo
podría suspender su aplicación y tendría que seguir siendo
parte en él teóricamente 134.
Delegación de Guatemala. Esta delegación aprueba, en
principio el contenido del artículo 135.
Delegación de Panamá. Esta delegación considera que
el artículo coloca al Estado infractor en una posición
más favorable de la que le reconoce la doctrina tradicio-
nal. A su juicio, la mayoría de los tratadistas reconocen
que la violación de un tratado por una parte concede a
la otra parte el derecho a abrogarlo o a suspender su
aplicación, y ese derecho no debería ser objeto de ninguna
limitación 136.
Delegación del Uruguay. En sus observaciones generales,
la delegación del Uruguay manifiesta su aprobación por
el artículo 42 en cuanto fortalece el principio del respeto
a los tratados y rechaza la idea de que basta una violación
para anular y dejar sin efectos un tratado, salvo en ciertas
condiciones bien definidas137.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Aparte de la cuestión suscitada por el Gobierno de los
Países Bajos en relación con el párrafo 4, todos los puntos
que señalan los gobiernos se refieren a las disposiciones
del párrafo 2 relativas a los derechos de las partes en un
tratado multilateral o en caso de una violación substancial.
Un Gobierno — el de Portugal — considera que en este
párrafo debería hacerse una distinción entre los tratados-
contratos y los tratados normativos. Esta distinción, como
señaló el Relator Especial en el decimoquinto período de
sesiones 138 es de tal naturaleza que aun resultando muy
atractiva en teoría, es difícil de tratar en la práctica. Es
frecuente que los tratados contengan disposiciones nor-
mativas y contractuales a la vez; además, no siempre es
posible trazar una línea clara entre los tratados norma-
tivos y los tratados-contratos. Por añadidura, el hecho

134 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 791. a sesión, párr. 36.

135 Ibid., 785.a sesión, párr. 4.
186 Ibid., 790.a sesión, párr. 31.
137 Ibid., 792.a sesión, párr. 22.
138 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. I,

s. 137 a 139.

de que los tratados normativos hayan quedado sujetos
más de una vez a un derecho unilateral de denuncia
independientemente de que exista una previa violación
por otra parte hace difícil distinguir entre los tratados
normativos y los tratados-contratos en cuanto se refiere
a los derechos de las partes en caso de violación.

2. Tanto el Gobierno de los Países Bajos como el
Gobierno de los Estados Unidos dudan del acierto de la
expresión « a las otras partes » del apartado a del párrafo 2
y proponen que el texto diga « a cualquier otra parte
cuyos derechos u obligaciones sean afectados desfavora-
blemente por la violación... . ». El Gobierno de los Países
Bajos observa que en el párrafo 7 de su comentario la
Comisión misma parece haber considerado que el apar-
tado a del párrafo 2 se refiere al derecho de una parte
lesionada más que al derecho de todas las demás partes.
El Gobierno de los Estados Unidos va más lejos que el
de los Países Bajos y propone que se revise no sólo el
apartado a sino también el apartado b del párrafo 2, de
modo que éste se refiera únicamente a las « partes, cuyos
derechos u obligaciones sean afectados desfavorablemente
por la violación ». Sostiene que algunos tratados multi-
laterales, por ejemplo la Convención de Viena sobre
Relaciones Consulares o una convención sobre el canje
de publicaciones, son esencialmente bilaterales en su
aplicación; y que en el caso de esos tratados sería inad-
misible que una violación de los derechos de la parte B
por la parte A pudiera autorizar también a las partes X,
Y y Z a considerar que el tratado ha quedado suspendido
o que ya no está en vigor entre ellas y la parte A. Consi-
dera, en general, que la norma que rija la terminación
o suspensión en el caso de tratados multilaterales debería
ajustarse a la norma aplicable a los tratados bilaterales;
y en el nuevo texto que propone se suprime en el párra-
fo 2 b la mención de que las partes deben proceder de « co-
mún acuerdo ». En cambio, el Gobierno de los Países
Bajos difiere expresamente de la propuesta del Gobierno
de los Estados Unidos en lo que respecta al apartado b
del párrafo 2 y propone que se mantenga el texto actual
de este párrafo.

3. El Gobierno de los Países Bajos tiene razón cierta-
mente al pensar que se ha querido que el apartado a del
párrafo 2 se refiera principalmente a los derechos de las
partes cuyos intereses han sido lesionados por la viola-
ción, mientras que el apartado b del mismo párrafo se
refiere en general a las demás partes, estén o no afectados
sus intereses por la violación. Es de suponer que la Comi-
sión partió del supuesto de que, puesto que el apartado a
del párrafo 2 sólo autoriza a suspender bilateralmente la
aplicación del tratado contra el Estado infractor, la parte
cuyos intereses están afectados por la violación habría
de ser probablemente la única que quiera ejercer el dere-
cho previsto en este párrafo. No obstante, si se cree
realmente — como parecen pensar el Gobierno de los
Países Bajos y el Gobierno de los Estados Unidos — que
el derecho previsto en el apartado a del párrafo 2 puede
ser ejercido abusivamente por una parte que no esté
afectada pero que busque un pretexto para suspender la
aplicación del tratado con respecto al Estado en parti-
cular que es el autor de la violación, hay poco que objetar
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en que se limite el apartado a del párrafo 2 expresamente
a las partes cuyos intereses estén afectados por la viola-
ción. Al mismo tempo, parece necesario tener en cuenta
que los intereses de una parte pueden estar afectados
gravemente por la violación de los derechos de otra
parte; y también que toda parte en un tratado multi-
lateral — incluso un tratado que sea esencialmente
bilateral en su aplicación — tiene un interés indudable
en la observancia de las disposiciones del tratado por
todas las demás partes. La hipótesis básica del presente
artículo es que, en fin de cuentas, el Estado infractor ha
cometido una violación sustancial de las disposiciones
del tratado, y no parece conveniente insistir demasiado
en que se disuada a las demás partes de solidarizarse con
la parte directamente lesionada por la violación. A la luz
de estas consideraciones, el Relator Especial sugiere que,
en lugar de la frase « cualquier otra parte, cuyos derechos
u obligaciones hayan sido afectados desfavorablemente
por la violación » que han propuesto los Gobiernos de
los Estados Unidos y los Países Bajos, para el apartado
a del párrafo 2 sería preferible decir « cualquier otra
parte cuyos intereses estén afectados por la violación ».

4. El Relator Especial participa de las dudas que ha
expresado el Gobierno de los Países Bajos en lo tocante
a las propuestas de los Estados Unidos para la revisión
del apartado b del párrafo 2, que limitarían la aplicación
de este párrafo también a los Estados cuyos derechos u
obligaciones hayan sido desfavorablemente afectados y
al mismo tiempo eliminaría la condición de que haya un
consentimiento de los demás Estados para poner fin al
tratado o suspender su aplicación. Es de pensar que esta
propuesta supone un derecho de retirada unilateral del
tratado, más que el derecho de poner término a éste, por-
que las partes cuyos derechos y obligaciones están afec-
tados por la violación difícilmente podrían poner fin al
tratado para con todas las demás partes sin el consenti-
miento de éstas. Aun así, la propuesta parece suscitar
reparos desde dos puntos de vista. En primer lugar,
parece prescindir del derecho que asiste a toda parte en
un tratado multilateral de que éste sea respetado por
todas las demás partes. En segundo lugar, parece auto-
rizar a cualquier parte que ha sido objeto de una viola-
ción sustancial a poner fin a sus obligaciones con respecto
a todas las demás partes, o a suspender su aplicación,
sin el consentimiento de éstas e independientemente de
que la realización de los derechos y obligaciones con
respecto a las demás partes esté afectada en modo alguno
por la violación del tratado que ha cometido la parte
infractora. En el decimoquinto período de sesiones los
miembros de la Comisión atribuyeron particular impor-
tancia a la cuestión de hacer que la violación del tratado
multilateral por una parte no amenazara la seguridad de
los derechos y obligaciones de las demás partes entre sí,
cosa que ocurriría si una parte determinada que estuviese
afectada por la violación pudiese unilateralmente poner
fin al tratado o retirarse de él. Por esta razón, la Comi-
sión propuso que el derecho de una parte individual a
reaccionar unilateralmente frente a una violación de un
tratado multilateral se circunscribiera a la suspensión de
la aplicación del tratado entre esa parte y la parte infrac-
tora; y que la abrogación del tratado o la suspensión de

su aplicación con respecto a las demás partes hubiera de
ser objeto de acuerdo de las otras partes.
5. La gran diversidad de fines que se persiguen con los
tratados multilaterales hacen evidentemente más difícil la
formulación de disposiciones generales que garanticen
al mismo tiempo la seguridad del tratado entre las partes
en general y ofrezcan protección adecuada a una parte
individualmente cuando se ha producido una violación
sustancial del tratado. El Gobierno del Canadá menciona
el caso de un tratado que exige que las partes se abstengan
de hacer algo. Dice que en tal caso una parte por separado
no puede suspender efectivamente la aplicación del tra-
tado con respecto al Estado infractor porque, si hace lo
que en virtud del tratado ha convenido en no hacer,
infringirá sus obligaciones para con las demás partes.
Propone que en esos casos se permita a esa parte
suspender la aplicación del tratado erga omnes sin necesi-
dad de que se obtenga primero el acuerdo común de las
demás partes. La validez de esta excepción a las reglas
propuestas por la Comisión parece discutible. Cuando
un tratado multilateral — y especialmente un tratado
multilateral general — prohibe ciertos actos, suele ser
porque ese acto se considera contrario a los intereses
generales de la comunidad internacional. En la mayoría
de los casos, el hecho de que un Estado haya violado las
obligaciones contraídas en virtud de un tratado — quizá
únicamente con respecto a una parte determinada — no
quiere decir que sea menos conveniente que el tratado
siga plenamente en vigor entre todas las demás partes.
Sólo en determinados tipos de tratado, por ejemplo los
tratados sobre desarme, en que la infracción cometida
por una de las partes tiende a debilitar todo el régimen
del tratado, pueden los intereses de una parte en particu-
lar no estar debidamente protegidos por las reglas pro-
puestas por la Comisión. En suma, la excepción que
sugiere el Gobierno del Canadá parece estar enunciada
con demasiada amplitud. El Gobierno de Suecia posible-
mente piense en esos tipos especiales de tratados cuando
sugiere que la parte lesionada debe estar autorizada para
suspender la aplicación del tratado o poner término a
éste incluso unilateralmente, en el caso, por ejemplo, de
que la participación del Estado que comete la violación
era condición esencial para la vinculación del otro Estado
al tratado.

6. El Relator Especial, en su segundo informe 139 quiso
tener en cuenta este tipo especial de tratado mediante una
estipulación que habría permitido a cualquier parte en
el tratado retirarse de él si su violación era de tal índole
que frustrara el objeto y la finalidad del tratado en las
relaciones entre las partes en general. Quizás la Comisión
estime oportuno examinar nuevamente esta cuestión aten-
diendo a los comentarios de los gobiernos, y el Relator
Especial sugiere, como base de discusión, la posibilidad
de incluir un nuevo párrafo — que aquí se numeraría
como párrafo I bis — del siguiente tenor:

« 2 bis. No obstante lo previsto en el párrafo 2, si
la estipulación infringida es de tal carácter que su
violación por una de las partes, frustra el objeto y la

isa jbid., vol. II, pág. 84, artículo 20, párr. 4b y pág. 89, párr. 17.
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finalidad del tratado en general en las relaciones entre
todas las partes, cualquiera de las partes podrá sus-
pender la aplicación del tratado en lo que a ella respecta
o retirarse del tratado. »

7. En el texto del párrafo 2, tal como ahora está redac-
tado, tal vez haya una pequeña anomalía que consiste en
autorizar a las otras partes, por acuerdo, a poner fin
totalmente a la aplicación del tratado en las relaciones
entre todas las partes pero no las autoriza a tomar la
medida, más limitada, de poner fin a la participación en
el tratado del Estado infractor únicamente, esto es, a
insistir en que ese Estado quede separado del tratado. El
texto actual prevé la posibilidad de una suspensión con-
junta de la aplicación del tratado con respecto al Estado
infractor, pero no la abrogación del tratado. Aunque la
finalidad que se persigue puede lograrse en la mayoría de
los casos con la suspensión, parece ilógico excluir la posi-
bilidad incluso de tomar la medida más radical que
consiste en expulsar del tratado al infractor. Se sugiere,
pues, que se modifique el texto del párrafo 2 b a fin de que
quede prevista esta posibilidad.

8. Si la Comisión acepta las propuestas del Relator
Especial para la revisión del artículo 46 y el traslado de
ese artículo a la sección 1 entre las normas generales,
el párrafo 4 será innecesario, ya que la cuestión de la divi-
sibilidad estará ya prevista en el artículo 46.
9. Por lo expuesto, el Relator Especial sugiere la posi-
bilidad de revisar el artículo de modo que diga lo si-
guiente:

« 1. Una violación sustancial de un tratado bilateral
por una de las partes autorizará a la otra parte a alegar
la violación como motivo para poner término al tratado
o para suspender su aplicación total o parcialmente.

» 2. Una violación sustancial de un tratado multi-
lateral por una de las partes autorizará:

» a) A cualquier otra parte cuyos intereses sean
afectados por la violación a invocar ésta como motivo
para suspender la aplicación del tratado total o parcial-
mente en sus relaciones con el Estado autor de la
violación;

» b) A las otras partes, procediendo por acuerdo
unánime, a suspender la aplicación del tratado o poner
término a éste

i) sólo en las relaciones entre ellas y el Estado
infractor, o

ii) entre todas las partes.
» 2 bis. No obstante lo previsto en el párrafo 2, si la

estipulación infringida es de tal naturaleza que su viola-
ción por una de las partes frustra el objeto y la finalidad
del tratado en general en las relaciones entre todas las
partes, cualquiera de las partes podrá suspender la
aplicación del tratado en lo que a ella respecta o retirarse
del tratado.

» 3. A los fines del presente artículo, constituirá
una violación sustancial del tratado por una de las
partes:

» d) El rechazo infundado del tratado;

» b) La violación de una disposición que sea esencial
para la realización efectiva de uno de los objetos o fines
del tratado.

» 4. Los párrafos anteriores se aplicarán sin per-
juicio de las disposiciones del tratado o de todo instru-
mento relacionado con él que determinen los derechos
de las partes en caso de violación. »

Artículo 43. — Superveniencia de una situación
que hace imposible la ejecución

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel propone que se modifique
la redacción del párrafo 2 de modo que diga así :

« Sí no estuviera claro que la desaparición o destruc-
ción del objeto de los derechos y obligaciones estipu-
lados en el tratado será total y permanente, la imposi-
bilidad sólo podrá ser invocada como motivo para
suspender la aplicación del tratado. »

El Gobierno de Israel sugiere asimismo que se haga
constar claramente que el artículo no será aplicable en
el caso de que la imposibilidad resulte de la violación del
tratado por la parte que invoque la imposibilidad.

Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos, si bien no
tiene comentario alguno que hacer sobre los párrafos 1
y 2, señala que las observaciones que ha presentado con
respecto al artículo 46 valen también para el párrafo 3
del presente artículo.
Portugal. El Gobierno portugués toma nota con apro-
bación de las disposiciones del artículo. Hace notar que
la imposibilidad puede ser física o jurídica. Como ejemplo
de esta última, menciona el caso en que la aplicación del
tratado con respecto a una parte constituya, per se, una
violación del tratado respecto de la otra parte; por
ejemplo, cuando tres Estados han concertado un tratado
de alianza y dos de ellos llegan a estar en guerra entre sí.
Suecia. El Gobierno sueco estima que el artículo puede
ser útil, aunque parece que rara vez se dará la contingencia
que en él se prevé.
Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
plantea la cuestión de cuál será la posición de las partes si
algunas de las disposiciones del tratado han sido ejecu-
tadas al paso que otras siguen siendo ejecutorias. Cita
como ejemplo el caso de una cesión de tierras hecha por
un Estado A a otro Estado B a condición de que el Estado
B mantenga a perpetuidad un canal navegable en un río y
permita la utilización del mismo, y posteriormente un
fenómeno natural haga que el río quede inutilizable para
la navegación. Sugiere que se añada un nuevo párrafo 4,
redactado más o menos en los términos siguientes :

« El Estado que invoque la imposibilidad de ejecu-
ción como motivo para poner término al tratado o para
suspender su aplicación, podrá ser requerido a dar al
otro o los otros Estados interesados una compensación
con respecto a los beneficios que haya obtenido como
resultado de las disposiciones ejecutadas. »
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Delegación del Paquistán. Esta delegación apoya la pro-
puesta del Gobierno de los Estados Unidos relativa a los
casos en que algunas disposiciones han sido ejecutadas
mientras que otras siguen siendo ejecutorias (esa pro-
puesta fue presentada por la delegación de los Estados
Unidos en la 784.a sesión de la Sexta Comisión). Consi-
dera, además, que debieran preverse los casos en que una
parte ha creado deliberadamente circunstancias que hagan
o parezcan hacer imposible la ejecución del tratado por
esa parte. La delegación paquistaní estima que la parte
aludida debiera ser requerida a restablecer el statu quo y a
ejecutar el tratado, y señala que, en derecho privado, una
parte no puede valerse, para eludir sus obligaciones
contractuales, de una infracción cometida por ella. Por
consiguiente, la delegación paquistaní propone que se
añada al artículo un nuevo párrafo 5 concebido en los
términos siguientes :

« Una parte en un tratado no podrá invocar la imposi-
bilidad de ejecución si la imposibilidad alegada se funda
en un cambio de circunstancias que esa parte haya
provocado deliberadamente. Tal parte debiera tener la
obligación de restablecer el statu quo y de cumplir sus
obligaciones emanadas del tratado. » 140

Delegación del Reino Unido. Esta delegación observa que
existe una estrecha relación entre los artículos 43 y 44 y
que podría ser bueno examinarlos juntos 141.
Delegación de Venezuela. Esta delegación sugiere que en
el texto se prevean los casos posibles en que una parte
obtiene, gracias a la ejecución del tratado, ventajas per-
manentes de que no disfrutan la otra o las otras partes en
el tratado 142.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. En su 15.° período de sesiones, la Comisión examinó
la cuestión de si la « superveniencia de una situación que
hace imposible la ejecución » y el « cambio fundamental
en las circunstancias » debieran ser tratados en un mismo
artículo. La Comisión decidió que, por más que estén
relacionados esos dos motivos para considerar que un
tratado ha terminado, eran jurídicamente distintos y que
por tanto convenía tratarlos por separado. Otra consi-
deración que se estima puede reforzar dicha decisión es
que los elementos necesarios para determinar la imposi-
bilidad de ejecución sobrevenida suelen ser de carácter
más objetivo y definido que los elementos sobre cuya base
podría invocarse un « cambio fundamental en las circuns-
tancias ». Por consiguiente, los casos previstos en el
presente artículo se prestan menos que los comprendidos
en el artículo 44 a plantear la dificultad de las apreciaciones
subjetivas.

2. El Gobierno de Israel sugiere que en el texto del
párrafo 2, que trata de los casos de imposbilidad temporal,
se repita la expresión « la desaparición o destrucción total
o permanente del objeto de los derechos y obligaciones

140 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 791.a sesión, párr. 29.

141 Ibid., 786.a sesión, párr. 8.
142 Ibid., 790.a sesión, párr. 20.

estipulados en el tratado », en lugar de mencionar única-
mente la « imposibilidad de ejecución ». El Relator Espe-
cial reconoce que esa propuesta tiende a dar la mayor
precisión posible a la formulación de la norma. No
obstante, duda de que la redacción sugerida represente
realmente una mejora, ya que las expresiones « desapa-
rición o destrucción del objeto de las obligaciones »
encierran cierta ambigüedad. La desaparición o destruc-
ción del objeto original puede ser permanente; a pesar de
ello, quizá sea posible reemplazarlo. Es más, desde el
punto de vista jurídico, es la imposibilidad de ejecución
resultante, y no la destrucción o desaparición del objeto,
lo que constituye el motivo para la terminación del tratado
o la suspensión de su aplicación. Por consiguiente, aparte
de que la repetición de la frase « la desaparición o destruc-
ción total y permanente... », recargaría mucho el
texto, parece más acertado distinguir entre el carácter
permanente y el temporal de la imposibilidad de ejecución.
El Relator Especial considera en todo caso que puede ser
preferible invertir el orden de los párrafos 1 y 2, para
tratar en primer lugar de la imposibilidad temporal de
ejecución. Tal como ahora está redactado el artículo,
la norma del párrafo 2 aparece como una particularidad
respecto de la norma del párrafo 1, mientras que resulta
más lógico establecer dos normas, una para casos de
imposibilidad temporal de ejecución y otra para los de
imposibilidad permanente. En consecuencia, en el nuevo
texto del artículo que el Relator Especial propone más
adelante en el párrafo 6, el orden de los párrafos queda
invertido, con los consiguientes cambios en su redacción.

3. Si se aceptan las sugerencias del Relator Especial
para la revisión del artículo 46 y para su traslado a la
sección 1 como una norma general, el párrafo 3 del actual
artículo resultará innecesario.

4. Los Gobiernos de Israel y del Paquistán abogan por
que se incluya una disposición al efecto de que la imposi-
bilidad de ejecución sobrevenida no pueda ser invocada
por una parte como causa de terminación cuando tal
imposibilidad sea resultado de una violación del tratado
por esa parte (Israel), o cuando una parte haya creado
deliberadamente las circunstancias que hagan o parezcan
hacer imposible para ella ejecutar el tratado (Paquistán).
El fundamento de esas propuestas es indiscutible; puesto
que es principio general de derecho, como ha reconocido
la propia Corte Permanente de Justicia Internacional143,
que una parte no puede obtener beneficios de su propia
culpa. La cuestión que se plantea es determinar si es
necesario enunciar el principio en este artículo. Una
cuestión semejante surge respecto del « cambio funda-
mental en las circunstancias », en el artículo 44; y en su
segundo informe el Relator Especial incluyó una disposi-
ción negando a una parte el derecho a invocar un cambio
fundamental en las circunstancias cuando sido causado
por sus actos u omisiones o haya esa parte contribuido
considerablemente a tal cambio. La Comisión, aun
reconociendo la validez del principio, no lo incluyó en
el artículo. Sin embargo, habida cuenta de la preocupación
expresada por varios gobiernos con respecto a los posibles

143 Chorzow Factory Case P.C.I.J., Serie A, N.° 9 (1927), pág.31.
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peligros para la seguridad de los tratados que envolvería
la doctrina del « cambio fundamental en las circunstan-
cias », puede ser conveniente dar expresión en el artículo
a la regla limitativa de que una parte no podrá invocar
un cambio producido por sus propios actos en oposición
a sus obligaciones en virtud del tratado. En tal caso,
parece conveniente dar expresión a la norma en el presente
artículo. La formulación del Gobierno de Israel que
excluye la alegación de la imposibilidad de ejecución
cuando resulte de la violación del tratado por una parte,
resulta más correcta que la basada en el criterio de una
imposibilidad deliberadamente producida. Por consi-
guiente, la declaración de la regla en el nuevo texto del
artículo propuesto en el párrafo 6 refleja el concepto del
Gobierno de Israel, más que el del Gobierno del Paquistán.

5. Los Gobiernos de los Estados Unidos, el Paquistán y
Venezuela sugieren además que se introduzca una disposi-
ción especial para los casos en que el tratado haya sido
parcialmente ejecutado y una parte haya obtenido bene-
ficios antes de que sobreviniera la imposibilidad de
ejecución del resto del tratado. La regulación equitativa
de los intereses de las respectivas partes en caso de
frustración de un contrato parcialmente ejecutado es
corriente en el derecho interno ; y es de presumir que ese
principio haya inspirado la propuesta de los mencionados
Gobiernos. Como es concebible que surja también tal
cuestión en el caso de frustración de un tratado, el
Relator Especial ha incluido en su proyecto revisado, que
ha de examinar la Comisión, un párrafo que se inspira en
lo sugerido por aquellos tres Gobiernos.

6. En vista de las precedentes observaciones, el Relator
Especial propone que el artículo sea revisado en la si-
guiente forma :

« 1. Si la desaparición o destrucción total del objeto
de los derechos y obligaciones estipulados en un tratado
hace que la ejecución de éste sea temporalmente impo-
sible, tal imposibilidad de ejecución podrá ser alegada
como motivo para suspender la aplicación del tratado.

» 2. Si fuese claro que tal imposibilidad de ejecución
habrá de ser permanente, podrá ser alegada como
motivo para poner término al tratado o retirarse de él.

» 3. Los párrafos 1 y 2 no serán aplicables cuando la
imposibilidad de ejecución sea resultante de una viola-
ción del tratado por la parte que alegue tal imposi-
bilidad.

» 4. Si el tratado ha sido ya parcialmente ejecutado,
podrá requerirse a la parte que haya obtenido beneficios
de las disposiciones ejecutadas que compense equitati-
vamente a la otra o las otras partes con respecto a tales
beneficios. »

Artículo 44. — Cambio fundamental en las circunstancias

Observaciones de los gobiernos

Australia. Respecto al párrafo 2 b, el Gobierno de
Australia sugiere que se inserte la palabra « permanentes »
después de la palabra « obligaciones », por estimar que si

ambas partes han ejecutado enteramente un tratado de
suerte que no quede por cumplir ninguna obligación con
arreglo al mismo, sería contrario al sentido común y a la
necesidad de estabilidad y certidumbre admitir la posi-
bilidad de que tal tratado quede sujeto a las disposiciones
del artículo 44. En cuanto al párrafo 3 a, el Gobierno de
Australia entiende que la excepción debiera por lo menos
extenderse de modo que abarque todos los demás casos de
determinación de la soberanía territorial, ya que a su juicio
toda determinación de la soberanía debe tener carácter
definitivo.

Canadá. El Gobierno canadiense hace observar que el
párrafo 3 a no tiene en cuenta la posibilidad de que en un
tratado se establezca la frontera mediante una referencia
al thalweg de un río; y que en tal caso es concebible que
un cambio fundamental en las circunstancias afecte radi-
calmente la cuestión de la frontera. Sugiere que el pá-
rrafo se modifique según se indica a continuación:

« A un tratado que fijare una frontera, salvo en el
caso de que tal frontera esté directamente basada en
un thalweg o en otro accidente natural, del terreno
cuya ubicación física quede ulteriormente modificada
en grado importante como consecuencia de un fenó-
meno natural; ni...»

Dinamarca. Si bien está de acuerdo con la norma enun-
ciada en este artículo, el Gobierno danés estima que se
trata de una materia en la que es probable que las partes
contratantes evalúen las circunstancias de hecho de un
modo diferente y deduzcan de los hechos conclusiones
jurídicas distintas. En su opinión, a fin de que no quede
indebidamente debilitado el principio de la fuerza obliga-
toria de los tratados, es indispensable que se incluya una
disposición adicional en el sentido de que un Estado no
debe tener derecho a retirarse de un tratado, conforme a
lo dispuesto en el presente artículo, a menos que esté dis-
puesto a someter toda controversia originada por el
mismo a la decisión de un tribunal arbitral o judicial.
Sugiere que se agregue a este artículo una cláusula en tal
sentido, incluso en el caso de que no se llegue a añadir al
proyecto de artículos una cláusula relativa a la resolución
judicial de controversias.

Israel. El Gobierno de Israel sugiere que, en el párrafo 2
del texto inglés la expresión «fact or situation », se haga
coincidir con la expresión que finalmente se emplee en
el artículo 34, que en la actualidad dice «fact or state of
facts ». Sugiere asimismo que en el artículo se prevea la
posibilidad de que se suspenda la aplicación del tratado
en totalidad o en parte.

Jamaica. El Gobierno de Jamaica sugiere que las excep-
ciones a que se hace referencia en el párrafo 3 se extiendan
de modo que incluyan « un cambio fundamental en las
circunstancias que las partes pudieran razonablemente
haber previsto y de cuyo acaecimiento hubiesen implícita-
mente reconocido que no afectaría la validez del tratado ».
Recuerda también que la delegación de su país mencionó
en 1963 en la Sexta Comisión la conveniencia de que en
el presente artículo se previera el cambio fundamental en
las circunstancias a que a veces puede dar lugar la sucesión
de un Estado. A este respecto observa que no siempre se
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produce un cambio fundamental en las circunstancias a
raíz de la sucesión de un Estado, pero que pueden darse
casos en que un Estado recién independizado encuentre tan
manifiestamente injustas o contrarias a la equidad las
disposiciones de un tratado que tal Estado tenga justifi-
cación en no aceptar la herencia de tal tratado. Si bien
reconoce que la Comisión podrá estudiar este asunto al
examinar la cuestión de la sucesión de los Estados, el Go-
bierno de Jamaica estima que también en el presente
artículo debiera preverse dicha situación.
Países Bajos. Respecto al párrafo 3 a, el Gobierno de los
Países Bajos está de acuerdo en que se excluyan de la
aplicación del principio rebus sic stantibus las cuestiones
de fijación de fronteras. Al propio tiempo observa que a
menudo los tratados sobre fronteras abarcan asimismo
otros aspectos, como por ejemplo el tratado entre los
Países Bajos y Alemania, de 8 de abril de 1960, que fija las
fronteras y regula otros asuntos conexos, tratado que
contiene asimismo disposiciones sobre asuntos no rela-
cionados con la determinación de las fronteras terri-
toriales, tales como el mantenimiento de las vías fluviales
que forman parte de la frontera. Además, ese tratado
forma parte integrante de un complejo sistema de
reglamentaciones muy diversas, todas las cuales están
incorporadas en un sólo tratado general. En conse-
cuencia, propone que se modifique el párrafo 3 a de modo
que diga lo siguiente :

« A las estipulaciones de un tratado por el cual se
efectúe un traspaso de territorio o se fije una frontera. »

El Gobierno de los Países Bajos plantea asimismo la cues-
tión de si conviene excluir de la aplicación del principio
rebus sic stantibus otros tratados de carácter «dispositivo »,
es decir, tratados por los cuales se crean o modifican ciertas
condiciones de facto, después de lo cual los tratados han
cumplido su finalidad y sólo subsisten las condiciones por
ellos creadas. Opina, sin embargo, que una vez que tales
tratados han sido « ejecutados » y han cumplido su
finalidad, no cabe seguir aplicándoles el principio rebus sic
stantibus. Este únicamente puede aplicarse a las condi-
ciones creadas por el tratado, pero este asunto es ajeno al
derecho de los tratados. Por otra parte, no cree que sería
conforme a la realidad ni a la opinión de los tratadistas y a
la jurisprudencia de los tribunales internacionales consi-
derar que la cuestión de los tratados sobre fronteras debe
quedar incluida en los tratados de carácter « disposi-
tivo ». Estima que los tratados relativos a la fijación de
fronteras o al traspaso de territorios deben ser conside-
rados como pertenecientes a una categoría aparte, es
decir, como tratados que regulan la delimitación terri-
torial de la soberanía. Todos los demás tratados, incluso
los que establecen las llamadas « servidumbres », regulan
de uno u otro modo el ejercicio de la soberanía.

Portugal. El Gobierno de Portugal hace observar que,
por lo que se refiere a este artículo, la dificultad no estriba
en la aceptación del principio de que un tratado quede
afectado por un cambio fundamental en las circunstancias,
sino en los términos en que debe formularse este principio.
Haciendo un análisis detallado de las disposiciones del
artículo, dicho Gobierno subraya la importancia de que
se dé a ese principio el carácter de un principio excepcional.

Observa que la definición de la expresión « cambio funda-
mental » dada en el párrafo 2, si bien no es incontrover-
tible, es adecuada en el estado actual de la evolución de esta
rama del derecho. En su opinión, el párrafo 2 b queda,
en rigor, comprendido en las disposiciones del párrafo 2 a,
pese a lo cual es útil porque contiene una referencia
positiva a un cambio en la naturaleza de las obligaciones.
Al propio tiempo, hace notar que el párrafo 2 deja
subsistir ciertas dudas en cuanto al efecto de los cambios
políticos fundamentales ocurridos dentro de cada Estado
contratante, pero estima que vale más conservar una
fórmula bastante amplia, como la de « cambio fundamen-
tal en las circunstancias », que permitirá considerar la
aplicación del principio en cada caso determinado. En
general, apoya las disposiciones del artículo.

Suecia. El Gobierno sueco se refiere en términos gene-
rales al artículo 44, juntamente con los artículos 36, 37
y 45, viendo en ellos artículos que, si bien representan
una forma audaz de tratar problemas difíciles y son
plausibles desde el punto de vista de la doctrina y del
desarrollo progresivo, deben necesariamente ser consi-
derados dentro del contexto de la actual organización de la
sociedad internacional. Después de expresar su preocu-
pación ante los posibles efectos que sobre la estabilidad
de las relaciones internacionales tendría la invalidación
de muchos tratados actuales en virtud de esos artículos,
destaca asimismo su preocupación con respecto al método
previsto en el proyecto de artículos para la determinación
de la invalidez de un tratado. Por lo demás, no presenta
ninguna observación concreta acerca de las disposiciones
del presente artículo.

Turquía. Tras observar que el principio sobre el que
versa este artículo es uno de los más discutidos en derecho
internacional, el Gobierno de Turquía declara disentir del
punto de vista de que, con ciertas limitaciones, un cambio
en las circunstancias existentes podrá alegarse como razón
para poner término al tratado o para retirarse de él. A su
juicio, los cambios considerables que se produzcan en las
condiciones sólo pueden facultar a las partes para pedir
que se celebren negociaciones para adaptar el tratado a las
nuevas circunstancias. Luego, si las partes no pueden
ponerse de acuerdo, siempre podrán solicitar el arbitraje
o dirigirse a órganos jurídicos internacionales. En conse-
cuencia, el Gobierno de Turquía sugiere que el artículo
sea modificado a fin de que en él se establezca que las
partes deberán primero entablar negociaciones entre sí y
después plantear la cuestión a la Corte Internacional, si
no consiguen llegar a un acuerdo.

Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido, aunque
admite que en ciertas condiciones un cambio fundamental
en las circunstancias podrá alegarse como motivo para
poner término a un tratado o retirarse de él, considera que
el artículo no debe ser aplicable a todos los tratados. A su
juicio, el artículo ha de limitarse a aquellos tratados que no
contienen una cláusula de denuncia (o que contienen una
cláusula que no permitiría la denuncia en un plazo, por
ejemplo, de veinte años a partir del momento en que se
produjera el cambio fundamental). También manifiesta
sus dudas en cuanto a la posibilidad de considerar que un
cambio subjetivo de política o un cambio de gobierno
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pueda en ingún caso considerarse como un cambio
fundamental en las circunstancias. El Gobierno del Reino
Unido estima además que la seguridad de los tratados
sufriría menoscabo si no se exigieran medidas de procedi-
miento adicionales a las propuestas en el artículo 51.
Sustenta el criterio de que en la situación actual una parte
que alegue un cambio fundamental en las circunstancias
se encuentra obligada, antes de poder invocarlo en modo
alguno, a proponer negociaciones a la otra parte y, si
dichas negociaciones no dan resultado positivo, al menos
a ofrecer un arbitraje del problema.
Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
estima que hace tiempo que se ha reconocido que el con-
cepto de rebus sic stantibus recogido en este artículo pre-
senta un carácter tan discutible y tan expuesto al abuso
de una interpretación subjetiva, que suscita sus reservas
en cuanto a la incorporación del concepto en el projecto
de artículos, al menos en su forma actual. A su juicio,
la ausencia de una norma jurídica aceptada hace dudoso
que el concepto se preste a codificación; y también duda
que su incorporación en el proyecto de artículos consti-
tuya un desarrollo progresivo del derecho internacional.
Al propio tiempo, declara que la doctrina rebus sic
stantibus sería de indudable utilidad si estuviera debida-
mente matizada y limitada a constituir una garantía
contra los abusos de la interpretación subjetiva. Por otra
parte, si se aplicara con el asentimiento de las partes para
dar lugar a una novación del tratado, sería sin duda
aceptable. A falta de un acuerdo, si se confía a un tribunal
internacional o a un organismo arbitral la misión de
establecer la determinación con carácter obligatorio por
una tercera parte de la aplicabilidad de la doctrina al
respectivo tratado, esto también sería aceptable. Pero en la
coyuntura actual, el Gobierno de los Estados Unidos
desea hacer constar su oposición al artículo 44 tal como
ahora está redactado.

Delegación de Argelia. Si bien apoya los esfuerzos de la
Comisión para definir con la mayor objetividad posible
la noción del cambio fundamental en las circunstancias,
la delegación de Argelia sugiere la conveniencia de incluir
en el artículo 39 la posibilidad de una revisión del tratado
como tercera solución que con frecuencia sería más
práctica con respecto a algunos tratados que hubieran
perdido su validez en las condiciones existentes 144.
Delegación de Bolina. Esta delegación considera que la
doctrina rebus sic stantibus es también aplicable a los
tratados impuestos, que precisamente por haber sido
impuestos producen un cambio de circunstancias, ya que
crean situaciones que ponen en peligro las relaciones
amistosas entre los Estados. A su juicio, es evidente que la
doctrina pacta sunt servanda no puede aplicarse a los
tratados que no reúnan las condiciones establecidas en el
artículo 36. Considera que la doctrina rebus sic stantibus
da expresión práctica a la idea de justicia y tiene su lugar
propio en el derecho de los tratados, en el que ha llegado a
ser un principio de derecho positivo 145.

Delegación de Bulgaria. La delegación de Bulgaria toma
nota de que la Comisión, si bien en el artículo 44 admite
la doctrina rebus sic stantibus, ha hecho lo necesario para
limitar su aplicación 146.
Delegación del Camerún. Esta delegación pone en duda
la disposición del párrafo 2 que excluye del artículo los
tratados que fijaren una frontera. Aunque muchos
Estados africanos parecen estar de acuerdo con el statu quo
de sus fronteras actuales, la delegación estima que se iría
demasiado lejos si se excluyera por completo esta clase de
tratado de la aplicación de la norma rebus sic stantibus.
A su juicio, ello sería contrario al principio de libre deter-
minación establecido en la Carta, especialmente en
aquellos casos en que las fronteras territoriales han sido
impuestas a los Estados sin tener para nada en cuenta
consideraciones de orden geográfico o étnico 147.
Delegación de la China. La delegación de China consi-
dera que una norma rígida de pacta sunt servanda podría
entorpecer los progresos y conducir a situaciones incom-
patibles con la equidad. No obstante, la aplicación de la
cláusula rebus sic stantibus presenta, a su juicio, algunos
peligros en ausencia de una autoridad imparcial que pueda
decidir sobre todos los problemas planteados. No debe
dejarse al juicio subjetivo de un Estado decidir si un
cambio en las circunstancias que se le libere de obliga-
ciones impuestas en un tratado. En consecuencia, la dele-
gación propugna que se siga estudiando este problema a
fin de hallar garantías contra el abuso del principio 148.
Delegación de Colombia. A juicio de la delegación de
Colombia, la doctrina rebus sic stantibus no ha sido acep-
tada por el derecho internacional positivo y ni siquiera ha
merecido aprobación unánime en los medios científicos.
Esta delegación opina que el párrafo 1 añadiría simple-
mente un nuevo factor de inestabilidad, ya que la doctrina
rebus sic stantibus se ha invocado más veces por motivos
políticos que por razones jurídicas sólidas 149.
Delegación de Chipre. Estima que la aplicación del prin-
cipio del cambio fundamental en las circunstancias, si se
define y regula adecuadamente, dotaría al derecho de los
tratados de una indispensable válvula de seguridad. Si el
único procedimiento jurídico para terminar o modificar
un tratado de que disponen las partes es concluir un nuevo
acuerdo, se impondrá como consecuencia una carga
excesiva a la parte insatisfecha, que puede sentirse
obligada a buscar una compensación al margen del
derecho 15°.
Delegación de Checoslovaquia. Si bien suscribe el prin-
cipio enunciado en el artículo, la delegación de Checoslo-
vaquia pone de relieve que su aplicación debe considerarse
como una medida de carácter excepcional, que funcionará
como válvula de seguridad en aquellas situaciones en las
que preservar las relaciones derivadas del tratado sería
contrario a la realidad de la vida internacional151.

144 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 789.a sesión, párr. 31.

145 Ibid., 793.a sesión, párr. 21 .

4 6 Ibid., 788.a sesión, párr. 12.
147 Ibid., 791. a sesión, párr. 41 .
148 Ibid., 792.a sesión, párr. 13.
149 Ibid., 783.a sesión, párr. 12.
1 5° Ibid., 783.a sesión, párr. 21.
151 Ibid., 787.a sesión, párr. 28.
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Delegación del Ecuador. Observa que, en virtud del
artículo 44, la doctrina rebus sic stantibus se convertiría
por fin en parte del derecho positivo de los tratados 152.
Delegación de Francia. La delegación de Francia observa
que, si bien la cláusula rebus sic stantibus ha sido hasta
ahora principalmente objeto de discusiones puramente
académicas, las situaciones que han dado motivo a su
existencia son auténticamente reales. Estima que la
Comisión ha planteado un problema que pronto o tarde
ha de resolverse 153.
Delegación de Ghana. Esta delegación opina que en el ar-
tículo 44 la Comisión ha evitado abusar de la doctrina
rebus sic stantibus y ha determinado las circunstancias en
que puede ser adecuadamente invocada154.
Delegación de Hungría. Esta delegación apoya la deci-
sión de la Comisión de incluir el principio del cambio
fundamental en las circunstancias, delimitado y regulado
cuidadosamente; y asimismo su decisión de excluir de la
aplicación de esa regla los tratados que fijen fronteras 155.
Delegación del Irán. Esta delegación pide que se aclare
que la ruptura de relaciones diplomáticas entre dos
Estados 156 no repercute en modo alguno en los tratados
concertados con anterioridad entre ambos Estados 157.
Delegación del Irak. Esta delegación observa que la
doctrina rebus sic stantibus, a que se refiere el artículo,
existe en derecho internacional positivo, a pesar de no
haber casi ninguna jurisprudencia al respecto ; y que si la
doctrina, al igual que muchos principios de derecho
consuetudinario, adolece de falta de precisión, la Comi-
sión ha intentado eliminar ese defecto. A juicio de la
delegación del Irak es un principio que tiende a adaptar el
derecho a los hechos 158.

Delegación de Italia. Esta delegación califica la doctrina
rebus sic stantibus de sumamente controvertible y pone en
duda la idoneidad de las garantías de procedimiento
previstas en el párrafo 3 del artículo 51, que remite simple-
mente al Artículo 33 de la Carta. Observa que las contro-
versias relativas al cambio fundamental en las circunstan-
cias serán controversias jurídicas; sin embargo, ni en el
Artículo 33 ni siquiera en el párrafo 3 del Artículo 36 se
prevé la jurisdicción obligatoria. A juicio de la delegación
italiana, el derecho internacional debe supeditar la apli-
cación de un concepto tan intrínsicamente impreciso
como es el del cambio fundamental en las circunstancias
a los procedimientos adecuados, tal como en derecho
interno la misión de decidir acerca de la terminación de un
contrato a causa de un cambio fundamental en las circuns-
tancias se confía a un órgano competente. La delegación
de Italia estima que sería desacertado adoptar las normas
fundamentales enunciadas en el artículo 44 a menos que
se incluya una cláusula que prevea la jurisdicción obliga-

152 Ibid., 789.a sesión, párr. 26.
153 Ibid., 787.a sesión, párr. 6.
154 Ibid., 791.a sesión, párr. 37.
155 Ibid., 789.a sesión, párr. 12.
156 Ibid., 787.a sesión, párr. 32.
157 La Comisión ha previsto este aspecto en la parte III (ar-

tículo 64).
158 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo

período de sesiones, Sexta Comisión, 788.a sesión, párr. 23.

toria. No obstante, indica que tal vez sea una solución de
transacción aplicar el principio fundamental de la buena
fe. Por consiguiente, podría disponerse que, en caso de que
una de las partes oponga alguna objeción a la pretensión
de que termine un tratado como consecuencia de algún
cambio fundamental, se considere que la otra parte ha
desistido de sus pretensiones acerca del cambio funda-
mental si se opone a que se someta la cuestión al veredicto
de una autoridad imparcial159.
Delegación de Marruecos. Esta delegación apoya la
decisión de la Comisión de especificar que la doctrina
rebus sic stantibus sólo puede aplicarse en ciertas circuns-
tancias cuidadosamente definidas. Sin embargo, propone
que se estudie más a fondo esta cuestión y que se tengan
en cuenta las condiciones propuestas por el Gobierno de
los Estados Unidos 160.
Delegación de Panamá. La delegación panameña apoya
la decisión de la Comisión de incluir la doctrina rebus sic
stantibus en el proyecto de articulado. Con referencia al
párrafo 6 del comentario de la Comisión, opina que sería
la parte que insistiera en la aplicación de tratados anti-
cuados, inicuos e injustos la que actuaría al margen del
derecho, y no el Estado que invocase la doctrina rebus sic
stantibus 161.
Delegación de Filipinas. Esta delegación es partidaria de
incluir el artículo y estima que en él hay garantías sufi-
cientes contra posibles abusos 162.
Delegación de Rumania. Esta delegación teme que el ar-
tículo, si es adoptado, llegue a originar graves equívocos.
A su juicio, el artículo es innecesario y la experiencia
demuestra que, siempre que una parte ha alegado con
éxito el principio rebus sic stantibus, ha quedado eximida
de sus obligaciones por la aplicación de principios gene-
rales de derecho internacional163.
Delegación de España. Esta delegación hace notar que
no existen precedentes con respecto a la validez de la
doctrina misma. Estima que el principio pacta sunt ser-
vanda se basa en la buena fe, por lo que no puede alegarse
para mantener la validez de convenios leoninos 164.
Delegación de Siria. La delegación de Siria aprueba los
esfuerzos de la Comisión por poner a la doctrina rebus sic
stantibus los límites indispensables para garantizar la
seguridad de los tratados 165.
Delegación de Tailandia. Esta delegación aprueba la
inclusión del principio rebus sic stantibus en el derecho de
los tratados 166.
Delegación de la República Arabe Unida. La delegación
de la RAU apoya el reconocimiento por la Comisión del
principio rebus sic stantibus y su enunciado como norma
objetiva de derecho internacional167.
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Delegación del Uruguay. Esta delegación apoya el ar-
tículo y estima que la Comisión ha logrado reducir el prin-
cipio rebus sic stantibus a proporciones razonables 168.
Delegación de Venezuela. Esta delegación considera que
el reconocimiento por la Comisión del principio rebus sic
stantibus constituye un hito en derecho internacional; y
sólo abriga dudas acerca de la restricción al principio
incluida en el apartado a del párrafo 3 del artículo 169.
Delegación de Yugoslavia. La delegación de Yugoslavia
estima que, al reconocerse el importante principio rebus
sic stantibus en los artículos 39, 43, 44 y en otros, se
armoniza el derecho de los tratados con las realidades de la
vida internacional 17°.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Cuatro gobiernos señalan el carácter controvertible
del principio rebus sic stantibus en derecho internacional y
manifiestan dudas en cuanto a su reconocimiento como
lex lata en el proyecto de artículos de la Comisión. No
obstante, una gran mayoría de gobiernos parece aceptar
el principio y, en general, los términos en que se enuncia en
el párrafo 2 del artículo, aunque algunos de esos gobiernos
subrayan sus peligros a menos que se supedite la aplica-
ción del artículo a la decisión de alguna jurisdicción
independiente.

2. El Gobierno de Bolivia estima que el principio abarca
los tratados « impuestos ». Sin embargo, del problema de
la invalidez de los tratados impuestos mediante « coac-
ción » se ocupa otra norma comprendida en el artículo 36 ;
incluir también en el artículo que se comenta los tratados
« impuestos » únicamente serviría para oscurecer los
principios que inspiran ambos artículos.

3. El Gobierno de Jamaica sugiere que el presente
artículo incluya alguna disposición relativa a determinados
casos de sucesión de Estados. Ese Gobierno adopta el cri-
terio de que de la sucesión de Estados no se sigue inevi-
tablemente un cambio fundamental en las circunstancias,
pero estima que aquellos casos en que los términos de un
tratado son manifiestamente injustos o faltos de equidad
para un nuevo Estado independiente pueden dar origen
al derecho a invocar la terminación del tratado en virtud
del artículo. En 1963, la Comisión consideró el problema
de la sucesión de Estados en relación con la extinción de
la personalidad de un Estado como causa de « super-
veniencia de una situación que hace imposible la ejecu-
ción ». Como se indica en el párrafo 14 del informe sobre
la labor realizada en el 15.° período de sesiones de la
Comisión y en el párrafo 3 de su comentario al artículo 43,
el problema de la sucesión de la sucesión de Estados en los
derechos y obligaciones que nacen de un tratado es una
cuestión muy compleja que la Comisión estudia separada-
mente m . La Comisión, que ya había designado al

*68 Ibid., 792.a sesión, párr. 28.
169 Ibid., 790.a sesión, párr. 19.
«o Ibid., 782.a sesión, párr. 16.
171 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,

págs. 220 y 241.

Sr. Manfred Lachs como Relator Especial del tema de la
sucesión de Estados, estimó que sería improcedente
prejuzgar de alguna manera el resultado de ese estudio
intentando enunciar las condiciones con arreglo a las
cuales la extinción de la personalidad de una parte en el
tratado sería causa de terminación del tratado. Al mismo
tiempo, confiaba en poder iniciar en todo caso un examen
preliminar de la sucesión de Estados en lo concerniente a
los tratados antes de acabar su labor sobre el derecho
general de los tratados ; y preveía la posibilidad de utilizar
los resultados de ese estudio preliminar al revisar la
parte II. En realidad, a causa del recargado programa de
trabajo de la Comisión, esto no ha sido posible. En tales
circunstancias, el Relator Especial sugiere que, tanto en el
artículo 43 como en el que se comenta, la Comisión se
atenga a su decisión de no prejuzgar el resultado de su
labor sobre la sucesión de Estados ocupándose de as-
pectos particulares de ese tema en relación con estos dos
artículos. Es indudable que las mismas razones que indu-
jeron a la Comisión a prescindir de los problemas de la
sucesión de Estados al tratar de la « superveniencia de una
situación que hace imposible la ejecución » resultan igual-
mente aplicables al « cambio fundamental en las circuns-
tancias ». Por ello, la aparente suposición del Gobierno de
Jamaica, de que en principio el nuevo Estado sucede al
anterior soberano de su territorio en las obligaciones del
tratado, es una de las cuestiones fundamentales que
habrá de resolver la Comisión al estudiar la sucesión de
Estados.

4. El Relator Especial duda que sea necesario mantener
el párrafo 1 en el texto definitivo del artículo, pues dicho
párrafo se limita a señalar que el cambio fundamental en
las circunstancias puede interpretarse como causa de
extinción del tratado únicamente en el caso de que se
cumplan las condiciones establecidas en los restantes
párrafos. Como se explica en el párrafo 9 del comentario,
la razón primordial de incluir ese párrafo es que muchos
miembros de la Comisión consideran el principio que
inspira el artículo, aun concebido en su sentido más
estricto, como un peligro para la seguridad de los tratados,
y que su finalidad es simplemente subrayar el carácter
excepcional de la regla. Aunque el Relator Especial com-
parte en general la opinión de aquellos miembros, opina
que el propósito que persiguen puede igualmente conse-
guirse modificando levemente la frase inicial del párrafo 2
para que diga que un cambio en las circunstancias podrá
alegarse etc., únicamente si se cumplen las condiciones
establecidas en el párrafo 2. El actual texto del párrafo 1
es casi una repetición de la frase inicial del párrafo 2 y por
ello el Relator Especial propone que se refunda el
párrafo 1 con la frase inicial del párrafo 2.

5. Algunos gobiernos han sugerido ciertas modifica-
ciones de redacción para el párrafo 2. En primer lugar, el
Gobierno de Israel sugiere que en el texto inglés la expre-
sión «.fact or situation » se haga coincidir con la expresión
análoga «fact or state of facts» que figura en el ar-
tículo 34. El Relator Especial acepta esa sugerencia, pues
los conceptos en que se basan las normas de ambos
artículos tienen algo en común y por ello parece más
conveniente emplear la misma expresión en los dos
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artículos. De ambas expresiones, cree preferible la utili-
zada en el artículo 34: «.fact or state of facts » [hecho o
estado de cosas]. Por su parte, el Gobierno de Australia
sugiere que se inserte en el apartado b del párrafo 2 la
palabra « permanentes » después de la palabra « obliga-
ciones », con objeto de hacer patente que el artículo no es
aplicable a los tratados cuyas disposiciones ya han sido
plenamente cumplidas por ambas partes. Esta sugerencia
parece también aceptable en principio. Sin embargo, el Re-
lator Especial cree que sería preferible prever ese caso cam-
biando la expresión « las obligaciones asumidas en el
tratado » por « las obligaciones que hayan de cumplirse
en virtud del tratado ».

6. El párrafo 3, en su forma actual, contiene dos cláu-
sulas que niegan por completo el derecho a invocar un
cambio fundamental en las circunstancias en el caso de
a) un tratado que fijara una frontera; y b) un cambio en
las circunstancias que las partes hubieren previsto y para
cuyas consecuencias hubieren tomado disposiciones en el
tratado mismo. La segunda cláusula del apartado b trata
de un punto que parece corresponder más bien a la formu-
lación, en el párrafo 2, de las condiciones en las que se
puede invocar un cambio fundamental en las circuns-
tancias como causa de terminación. El Relator Especial
estima, en suma, que sería preferible trasladar al párrafo 2
el punto a que se refiere el apartado b. Si en un tratado se
han previsto las consecuencias de un cambio en las
circunstancias, debe prevalecer la voluntad de las partes ;
y esto parece deber formar parte de las condiciones gene-
rales para la aplicación del artículo en lugar de constituir
una excepción.

7. En cuanto al apartado a del párrafo 3, el Gobierno de
Australia propone que se amplíe la excepción de modo
que abarque los demás « casos de determinación de la
soberanía territorial », ya que, a su juicio, toda determina-
ción de esta clase debe tener carácter definitivo. El Go-
bierno de los Países Bajos propone también que se amplíe
la excepción a fin de que abarque « las estipulaciones de
un tratado por el que se efectúe un traspaso de territorio
o se fije una frontera ». Parece que debiera aceptarse la
ligera ampliación de la excepción que proponen dichos
gobiernos. En su segundo informe, el Relator Especial
formuló la excepción en términos aún más amplios a fin
de incluir las « estipulaciones de un tratado por las que se
efectué un traspaso del territorio, se resuelva una cuestión
de fronteras o se concedan derechos territoriales; » y en
otro apartado agregó las « estipulaciones que acompañan
un traspaso de territorio o un acuerdo de fronteras y que
expresamente consten como condición esencial de ese
traspaso o acuerdo » 172. Las estipulaciones a que quiso
referirse el Relator Especial en el apartado adicional son
las que crean servidumbres de frontera, que en bastantes
casos forman parte integrante de la determinación de
ciertos tipos de frontera. La Comisión prefirió limitar la
excepción a « un tratado que fijare una frontera ». Sin
embargo, parece lógico aplicar a un tratado por el que se
efectúe un traspaso de territorio el mismo criterio que a

172 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
pág. 93, artículo 22, párr. 5.

un tratado por el que se fije una frontera. Es cierto que
algunos gobiernos han manifestado oponerse a la excep-
ción enunciada en el apartado a, pero la mayoría parece
apoyarlo. En vista de ello, el Relator Especial propone
que se revise su texto de forma que incluya los traspasos
de territorio. Es de observar que los dos gobiernos aludidos
no se refieren a los tratados por los que se fije una fron-
tera, etc., sino a las « estipulaciones de un tratado » por
las que se fije una frontera, etc., fórmula que el Relator
Especial estima preferible.

8. El Gobierno del Canadá menciona la posibilidad de
que la frontera fijada por un tratado sea el thalweg de un
río o algún otro rasgo geográfico y de que la situación del
thalweg o de otro rasgo geográfico sufra una alteración
importante como consecuencia de un hecho natural.
Propone que, con objeto de tomar en cuenta esta posi-
bilidad en la disposición, del párrafo 3 por la que se
exceptúan de la aplicación del artículo los tratados de
fijación de fronteras se inserte una salvedad que excluya
de dicho excepción a tales casos. El Relator Especial reco-
noce que una gran inundación, un terremoto o un derrum-
bamiento de tierras pueden quizá modificar la situación
de un thalweg, de una divisoria de aguas o de cualquier
otro rasgo topográfico utilizado para la delimitación de
una frontera mediante tratado. Sin embargo, no cree que
en ese caso se plantee el problema de la terminación del
tratado a causa de un cambio fundamental en las circuns-
tancias. Más bien se plantearía el problema de la inter-
pretación y aplicación correctas del tratado en vista de la
modificación de las condiciones geográficas.

9. Si la Comisión acepta en general las propuestas del
Relator Especial referentes a la revisión del artículo 46 y
a su traspaso a la sección 1 de esta parte, el párrafo 4
resultará innecesario, ya que la cuestión de la divisi-
bilidad habrá quedado tratada en el artículo 46.

10. Varios gobiernos expresan viva inquietud ante el
peligro que para la estabilidad de los tratados entraña a su
juicio la norma formulada en el presente artículo; insisten
en la necesidad de que se pueda recurrir a un arbitraje
independiente en el caso de que surjan controversias en
cuanto a la aplicación del artículo. La cuestión del arbi-
traje independiente y del peligro que pueden entrañar
algunos artículos de la parte II para la estabilidad de los
tratados tiene un carácter más general. El artículo 51 es
el artículo destinado a resolver esta cuestión y el Relator
Especial no estima oportuno insertar una disposición
especial sobre la misma en el presente artículo. Es évidente
que la Comisión tendrá que examinar de nuevo todo el
problema de los procedimientos para aplicar los artículos
relativos a la invalidez y la terminación de los tratados en
relación con el artículo 51.

11. A la luz de las observaciones que preceden, el Re-
lator Especial sugiere que se revise el artículo de modo que
diga así :

« 1. Un cambio fundamental ocurrido en cuanto a
un hecho o estado de cosas existente en el momento de
la celebración del tratado únicamente podrá ser alegado
por una parte como causa para poner término al tratado
o retirarse de él:
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» a) si la existencia de ese hecho o estado de cosas
constituyera un elemento esencial del consentimiento
de las partes en quedar obligadas por el tratado ;

» b) si la consecuencia de ese cambio fuese modificar
en un aspecto esencial el carácter de las obligaciones
permanentes asumidas en el tratado ; y

» c) si el cambio no hubiese sido previsto por las
partes y sus consecuencias no hubieran sido objeto de
disposiciones en el tratado mismo.

» 2. No podrá alegarse un cambio fundamental
como causa para poner término a una disposición del
tratado por la cual se haya fijado una frontera o
efectuado un traspaso de territorio, ni para retirarse del
tratado en cuanto a tal disposición. »

Artículo 45. — Superveniencia de una nueva norma
imperativa de derecho internacional general

Observaciones de los gobiernos

Checoslovaquia. El Gobierno de Checoslovaquia apoya
en términos generales el principio de este artículo.
Israel. El Gobierno de Israel se reserva su opinión y hace
notar que el artículo guarda relación con problemas de
derecho intertemporal que aún ha de examinar la Comi-
sión.
Luxemburgo. En consonancia con sus observaciones
sobre el artículo 37, el Gobierno de Luxemburgo considera
improcedente incluir este artículo en la situación actual
del derecho internacional; y propone la supresión de ese
texto.
Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos se refiere
a sus observaciones sobre el artículo 46 acerca del prin-
cipio de divisibilidad; y señala que, de modificarse el ar-
tículo 46 con arreglo a dichas observaciones, será posible
suprimir el párrafo 2 del actual artículo.
Portugal. El Gobierno de Portugal se refiere a la re-
lación entre el presente artículo y el artículo 37. Apoya,
al parecer, la norma incluida en el párrafo 1 del presente
artículo, así como la aplicación del principio de divisibili-
dad establecido en el párrafo 2.
Suecia. El Gobierno de Suecia reconoce que, por razones
de lógica y de congruencia, puede decirse que se requiere
una norma que estipule la invalidez de los tratados que
violen normas imperativas sobrevenidas. Sin embargo,
como en el caso del artículo 37, expresa su preocupación
por los efectos de dicha norma sobre la estabilidad de los
tratados y subraya lo que considera como insuficiencias
del procedimiento por el cual la invalidez de un tratado
ha de determinarse en virtud de lo dispuesto en el ar-
tículo 51.
Turquía. A falta de un sistema de jurisdicción obliga-
toria, el Gobierno de Turquía halla en este artículo los
mismos inconvenientes que en el artículo 37.
Reino Unido. Como en lo referente al artículo 37, el Go-
bierno del Reino Unido considera indispensable que la
aplicación del presente artículo quede sujeta a la decisión
de un órgano especial.

Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
opina que hay que estudiar con más detenimiento la
viabilidad del « corolario lógico » del artículo 37 que
incluye el presente artículo, así como la viabilidad del
propio artículo 37. A su juicio, sería sumamente difícil
determinar con precisión cuándo una nueva norma de
derecho internacional ha llegado a estar suficientemente
establecida para constituir una norma imperativa. Consi-
dera que el artículo 37 es de aplicación retroactiva, con
objeto de evitar tratados concertados con anterioridad a
la superveniencia de nuevas normas imperativas. En
general, estima que el presente artículo es inaceptable a
menos que se llegue a un acuerdo sobre quién ha de definir
la nueva norma perentoria y determinar cómo haya de
establecerse.
Delegación de Chipre. La delegación hace notar que el
presente artículo es corolario lógico del artículo 37 173.
Delegaciones de Hungría m , Italia 175, Marruecos 176,
Filipinas 177, Siria 178 y Tailandia. 179 Estas delega-
ciones formulan sus observaciones sobre el presente artícu-
lo junto con las hechas al artículo 37; todas ellas aprueban
en general la inclusión de ambos artículos en el moderno
derecho de los tratados.
Delegación de El Salvador. La delegación salvadoreña
aprueba el que la Comisión haya tenido presente en su
comentario al artículo los conceptos de nulidad absoluta
y nulidad relativa del tratado. Propone que el texto
español del artículo dé comienzo con las palabras « Un
tratado se extingue cuando... etc. » 180.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Las observaciones de los gobiernos acerca de la norma
incluida en el párrafo 1 del presente artículo se hallan
estrechamente ligadas a sus observaciones sobre el ar-
tículo 37, por lo que el Relator Especial ya las tomó en
cuenta al examinar de nuevo dicho artículo. Ambos
artículos serán indudablemente examinados con deteni-
miento por la Comisión, a la luz de dichas observaciones,
y entretanto el Relator Especial se limita a formular de
palabra una simple sugerencia, que consiste en sustituir
la palabra « cuando » por la palabra « si ». Habida cuenta
del carácter de la norma incluida en el párrafo 1, el condi-
cional « si » parece más adecuado.
2. Si el artículo 46, referente a la divisibilidad de las
disposiciones del tratado, se revisa en la forma propuesta
por el Relator Especial y se incluye como norma general
en la sección I, cabe argüir la inutilidad del párrafo 2 del
presente artículo. En el párrafo 3 del artículo 46 quedan
exceptuados concretamente los artículos 36 y 37, pero no

173 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 783.a sesión, párr. 22.

174 Ibid., 789.a sesión, párr. 11.
i " Ibid., 793.a sesión, párr. 11.
" « Ibid., 792.a sesión, párr. 17.
177 Ibid., 790.a sesión, párr. 10.
1™ Ibid., 786.a sesión, párrs. 13 y 16.
179 Ibid., 791.a sesión, párr. 6.
iso ibid., 782.a sesión, párr. 6.
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el presente artículo, de la aplicación del principio de
divisibilidad, de lo que cabe inferir que dicho principio
es aplicable al presente artículo. No obstante, convendría
hacer referencia expresa al principio de divisibilidad en
el presente artículo, a fin de subrayar que, mientras que
el tratado será nulo en su totalidad cuando sea incompa-
tible con una norma de jus cogens en vigor al concertarse
el tratado, sólo serán nulas las disposiciones que sean
incompatibles con una norma de jus cogens que sobre-
venga con posterioridad. En virtud de lo cual, el Relator
Especial sugiere que se mantenga el párrafo 2, ligera-
mente modificado en la forma siguiente :

« Si únicamente determinadas cláusulas del tratado
fueran incompatibles con la nueva norma y se dieran
las condiciones mencionadas en el párrafo 1 del
artículo 46, sólo esas cláusulas serán nulas. »

Artículo 50. — Procedimiento basado
en un derecho conferido por el tratado

Observaciones de los gobiernos

Israel. El Gobierno de Israel opina que la notificación a
que se refiere el párrafo 1 debe cumplir en principio, salvo
lo que dispongan las normas sobre divisibilidad, los
requisitos establecidos para los instrumentos de ratifica-
ción, adhesión, etc., en el párrafo 1 b del artículo 15 (salvo
que el tratado prescribiere otra cosa, el instrumento se
referirá al tratado en general). El Gobierno de Israel
estima además que el párrafo debe formularse como una
regla subsidiaria, aplicable en caso de silencio del tratado.
Por otra parte, sugiere que al final del párrafo se diga
« al » en lugar de « por conducto del ».
Países Bajos. El Gobierno de los Países Bajos observa
que en el párrafo 1 nada se dice de que la notificación debe
hacerse ante todo en la forma prescrita por el tratado. Por
consiguiente, sugiere que se modifique el párrafo para
que diga :

« La notificación destinada a poner término a un
tratado, a retirarse de él o a suspender su aplicación en
virtud de un derecho expresa o tácitamente conferido
por el tratado, deberá comunicarse, salvo que el tratado
dispusiere otra cosa, por la vía diplomática... etc. »

Portugal. El Gobierno portugués toma nota de las dispo-
siciones del artículo y estima aceptable el principio que las
inspira.
Suecia. El Gobierno sueco indica que tal vez se haya re-
dactado en términos demasiado generales la norma con-
cerniente a la revocación de la notificación, que figura en
el párrafo 2. Estima que, si bien la norma propuesta puede
ser adecuada en casos como el de ruptura, pudiera no
serlo en el caso de una notificación normal hecha de
conformidad con una disposición expresa sobre la noti-
ficación destinada a poner término a un tratado. A su
juicio, la finalidad de esa disposición es autorizar a otras
partes en el tratado a adoptar oportunamente las medidas
adecuadas para hacer frente a la nueva situación; medidas
que no podrían adoptarse con seguridad si la notificación
destinada a poner término al tratado fuera revocable.
Opina también que la norma propuesta pudiera tener

como consecuencia neutralizar las disposiciones sobre la
notificación, ya que dicha norma permitiría en la práctica
que un Estado aplazara su decisión de terminar el tratado
hasta el día anterior a aquel en que hubiera de surtir
efecto la notificación hecha en virtud del tratado.
Estados Unidos. El Gobierno de este país opina que el
párrafo 1 expresa de manera acertada el procedimiento y
los principios aplicables normalmente. Sin embargo, el
párrafo 2 requiere, a su juicio, nueva redacción. Hace
observar que la razón de fijar un plazo determinado antes
de que surta efecto la notificación destinada a poner
término al tratado, es permitir a otra parte u otras partes
acomodarse a la nueva situación originada por la termina-
ción del tratado; y que eta el caso de un tratado bilateral
el Estado que recibe la notificación tiene derecho a su-
poner que dicha notificación es firme y a prepararse para
regular sus asuntos en consecuencia. Estima que, de otro
modo, una parte podría evitar que se le comunicara la
notificación por otra cuya intención de poner término al
tratado conociera mediante el recurso de notificarle a su
vez la terminación del tratado y a continuación retirar
la notificación con objeto de prolongar la existencia del
tratado por plazo mayor al previsto por la otra parte; y
añade que tal situación no debe tomarse en consideración.
Opina que la regla más razonable sería disponer que
cuando la notificación destinada a poner término al
tratado lo extinga con respecto a todas las partes, la reti-
rada de la notificación sólo podrá efectuarse con el asenti-
miento de la mayoría de las demás partes. Por lo tanto,
propone que se redacte de nuevo el párrafo 2 en la forma
siguiente :

« Salvo que el tratado dispusiere otra cosa, la noti-
ficación podrá revocarse en todo momento anterior a la
fecha en que hubiere de surtir efecto, salvo en el caso de
que la notificación hubiera de poner término al tratado
con respecto a todas las partes. Cuando la notificación
tuviera como efecto poner término al tratado con res-
pecto a todas las partes, la notificación de la retirada no
surtiría efecto si se opusiera la otra parte, en el caso de
un tratado bilateral, o si se opusiera a ella más de un
tercio de las demás partes, en el caso de los tratados
multilaterales. »

Delegación de Polonia. Esta delegación observa que
retirarse de un tratado entraña adoptar una decisión grave
y que, sobre todo en el caso de un tratado bilateral, puede
ser un medio de ejercer presión política o económica.
A juicio de la delegación polaca, en el párrafo 2 del ar-
tículo no se prevé la necesidad que tienen las demás partes
de adaptarse a la situación originada por la retirada de un
Estado, la terminación del tratado o, a la inversa, su conti-
nuación. Opina esta delegación que, en interés de la coo-
peración internacional, debe limitarse el derecho a revocar
la notificación supeditándolo al consentimiento inequí-
voco de la otra parte m .

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Se considera bien fundada la sugerencia de los
Gobiernos de Israel y de los Países Bajos de que el pá-

lgi Ibid., 788.a sesión, párr. 38.
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rrafo 1 se redacte en forma de norma supletoria — norma
aplicable salvo que el tratado disponga otra cosa. Se
considera asimismo bien fundada la otra sugerencia del
Gobierno de Israel de que una notificación para poner
término a un tratado comunicada de conformidad con una
disposición del tratado debe referirse al tratado en su
totalidad, a menos que en el tratado mismo se haya pre-
visto expresamente su terminación parcial.
2. El procedimiento para comunicar a las otras partes
una notificación relativa a la terminación de un tratado
parece estar automáticamente regido por las disposi-
ciones del nuevo artículo 29 bis (Comunicaciones y
notificaciones a los Estados Contratantes) que la Comi-
sión aprobó en la primera parte del actual período de
sesiones 182, salvo que el tratado disponga otra cosa. En
consecuencia, parece necesario introducir una pequeña
modificación en el párrafo 1 del presente artículo a fin de
tener en cuenta el artículo 29 bis. Además, se señala a la
atención de la Comisión el hecho de que el artículo 15
(Canje o depósito de los instrumentos de ratificación,
adhesión, aceptación o aprobación), aprobado en la
primera parte del actual período de sesiones, dice que los
instrumentos de ratificación, adhesión, etc., « surten
efecto » mediante el canje, el depósito o la notificación 183.
Parecería lógico enunciar asimismo la norma en el
presente artículo diciendo que la notificación « surtirá
efecto » mediante la comunicación.

3. Tres de los seis gobiernos que han comentado este
artículo han criticado el párrafo 2 por considerar dema-
siado amplio el derecho que da a revocar una notificación
relativa a la terminación en todo momento anterior a la
fecha que hubiere de surtir efecto. Estos gobiernos des-
tacan que, como una de las principales razones de la
inserción de una disposición relativa a la notificación para
poner término a un tratado es permitir que las otras
partes adopten medidas apropiadas para adaptarse a la
situación creada por la retirada de una parte, un derecho
ilimitado a revocar una notificación destinada a poner
término a un tratado podría perjudicar los intereses de las
otras partes. El nuevo texto que propone el Gobierno de
los Estados Unidos le parece un tanto complejo al Relator
Especial, y éste considera preferible la fórmula más sen-
cilla propuesta por el Gobierno de Polonia, que hace
depender la revocación del consentimiento.

4. A la luz de las anteriores observaciones, el Relator
Especial sugiere que se dé al artículo la nueva redacción
siguiente:

« Salvo que el tratado disponga otra cosa :
» a) una notificación destinada a poner término a un

tratado, a retirarse de él o a suspender su aplicación,
hecha en virtud de un derecho conferido por el tratado,
surtirá efecto mediante su comunicación a las otras
partes ;

» b) una vez hecha dicha comunicación, la notifica-
ción sólo podrá revocarse con el consentimiento de las
otras partes. »

1 8 2 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1965, vol. II,
pág. 77.

1 8 3 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II,
pág. 24.

Artículo 51. — Procedimiento en los demás casos

Observaciones de los gobiernos

Finlandia. El Gobierno de Finlandia hace notar que,
aunque la aceptación del procedimiento establecido en este
artículo tendría sin duda gran importancia, su texto no
prevé aquellos casos en que no se consiga resolver la
controversia. A su juicio, plantea una dificultad especial
el hecho de que algunos Estados no aceptan la solución
obligatoria de las controversias, de modo que los que la
aceptan sólo pueden recurrir a un protocolo facultativo,
como en las Convenciones de Ginebra de 1958 y en las
dos Convenciones de Viena sobre relaciones diplomáticas
y relaciones consulares. No obstante, este Gobierno
considera que, como fórmula de transacción, es aceptable
el statu quo a reserva de que se estipule también que, si la
parte deseosa de retirarse del tratado ofrece someter la
controversia a arbitraje y se rechaza su ofrecimiento, esa
parte tendrá el derecho de denunciar el tratado. Asimismo
considera defectuoso el apartado b del párrafo 1 por
cuanto no se fija en él ningún plazo dentro del cual deba
darse la respuesta en los casos urgentes ; e indica que un
plazo de 15 días o un mes sería adecuado.

Israel. El Gobierno de Israel manifiesta que no tiene
observación alguna que hacer sobre este artículo.
Luxemburgo. El Gobierno de Luxemburgo señala que,
en derecho internacional, no existe ninguna autoridad
competente para determinar si un motivo de nulidad o
terminación se alega o no con fundamento; y que esto
encierra un peligro efectivo para la estabilidad de los
tratados, sobre todo en caso de supuesta contradicción
con una norma de jus cogens y en los casos en que se
alegue una violación del tratado, la imposibilidad de
aplicarlo o un cambio fundamental en las circunstancias.
En su opinión, no es posible en la práctica admitir la
inclusión en una convención en forma de disposiciones
referentes a los motivos de nulidad y terminación, salvo
que las partes se comprometan al mismo tiempo a someter
la aplicación de esas disposiciones a la decisión de una
jurisdicción obligatoria. Propone como solución que, al
final de los artículos, se incluya una nueva disposición por
la que se autorice a las partes a formular una reserva en
virtud de la cual los artículos 33 a 37 y 42 a 45 no podrían
ser invocados en su contra por los Estados que no hayan
aceptado una jurisdicción obligatoria en lo referente a
dichos artículos. Explica que el efecto de esa disposición
sería que : a) entre los Estados que hubieren aceptado la
jurisdicción obligatoria, los artículos sobre nulidad y
terminación serían plenamente aplicables; y b) en los
demás casos, sólo se aplicarían las normas generales de
derecho internacional, de modo que las disposiciones
incluidas en los artículos servirían únicamente de pauta
y no tendrían fuerza obligatoria. Sugiere que dicha
disposición se redacte en los términos siguientes :

« Al dar su adhesión a los presentes artículos, los
Estados partes podrán, sin perjuicio de las normas gene-
rales de derecho internacional, excluir de la aplicación
de las disposiciones relativas a falta de validez y termi-
nación de los tratados a todo Estado que no haya
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aceptado a su respecto el compromiso de someterse a
una jurisdicción o arbitraje obligatorios, en lo referente
a un tratado cuya falta de validez o terminación se
alegue. »

El Gobierno de Luxemburgo dice además que: de adop-
tarse su propuesta, el procedimiento estipulado en el
artículo 51 dejaría de tener objeto en el caso de un Estado
que hubiere formulado la reserva prevista en la nueva
disposición; por lo que es de suponer que habría que
modificar en consecuencia el artículo 51.
Portugal El Gobierno de Portugal estima que el proce-
dimiento establecido en este artículo está formulado de
manera un tanto cauta e imprecisa. Al mismo tiempo,
opina que, de irse más lejos en el enunciado de esta norma
de lo que se va en el Artículo 33 de la Carta, se aseguraría
de antemano que el presente artículo quede en letra
muerta. En consecuencia, considera aceptables los pá-
rrafos 1, 2 y 3 del artículo. Por otra parte, estima que en
el párrafo 4 es demasiado amplia la reserva referente a
« los derechos u obligaciones de las partes que se dedu-
jeren de toda disposición en vigor entre ellas sobre la
solución de controversias ». A su juicio, esos derechos u
obligaciones debieran reservarse únicamente cuando
[no]184 sean incompatibles con la Carta. Considera que
el párrafo 5 concuerda con la realidad.

Suecia. El Gobierno de Suecia manifiesta su preocupa-
ción por el hecho de que, mientras en el proyecto de ar-
tículos se desarrollan ampliamente y especifican los
motivos por los cuales se puede alegar la invalidez de los
tratados, no se exponen con la misma amplitud los
métodos por medio de los cuales las reclamaciones del
caso puedan ser examinadas y luego resueltas por una
autoridad competente. Estima que el presente artículo, si
bien es útil dentro de sus límites, no ofrece garantía alguna
contra posibles alegaciones abusivas de invalidez. En-
cuentra particularmente desconcertante el hecho de que el
artículo no parezca dar respuesta a la cuestión de si un
tratado puede darse por terminado en forma unilateral, o
si debe seguir siendo válido en caso de que se hayan
agotado infructuosamente los medios de solución de
controversias indicados en el Artículo 33 de la Carta.
Señala también el párrafo 5 del artículo, del que dice que
sus disposiciones reducirían el ya limitado valor del
artículo si ha de interpretarse en el sentido de que un
Estado, al descubrir que ha habido un error o un cambio
en las circunstancias, puede interrumpir inmediatamente
la aplicación del tratado con sólo invocar el error o el
cambio en las circunstancias.

Turquía. El Gobierno de Turquía observa que si algunos
miembros estiman que la adopción de un procedimiento
de decisión por una jurisdicción obligatoria no es realista,
lo mismo puede decirse respecto de otros artículos. En su
opinión, unas disposiciones que no cuenten con la apro-
bación de todas las naciones no pueden ser incorporadas
al derecho internacional sin que antes se establezcan
garantías adecuadas. En consecuencia, el Gobierno de
Turquía propone que se complete el párrafo 3 con la

adición de un párrafo que estipule que las partes tendrán
el derecho de recurrir a la Corte Internacional de Justicia.
Reino Unido. El Gobierno del Reino Unido estima que
el párrafo 1 del artículo es de gran importancia y valor,
pero no cree que los párrafos 3 y 4 prevean garantías
suficientes. En su opinión los, proyectos de artículos sobre
invalidez y terminación de los tratados, si bien represen-
tarían en sí un progreso en el derecho de los tratados,
podrían menoscabar la seguridad de muchos tratados
existentes y futuros, a menos que se incluyan disposi-
ciones relativas a la decisión judicial o arbitral de las
controversias por un órgano internacional independiente.
Considera que existen posibilidades de abuso en relación
con casi todos los artículos, y, en particular, en relación
con los artículos 36, 41, 42, 43 y 44. Opina que tales
artículos serán aceptables únicamente si van acompañados
de la protección inherente a un recurso final ante un tri-
bunal judicial independiente. Sostiene que esta opinión
concuerda con el párrafo 3 del Artículo 36 de la Carta, con
arreglo al cual las controversias de orden jurídico deben,
por lo general, ser sometidas por las partes a la Corte
Internacional de Justicia, y también con el propósito de la
resolución 171 (II) de la Asamblea General. En general,
el Reino Unido sugiere que los proyectos de artículos
queden sujetos, en cuanto a su interpretación y aplicación,
a la jurisdicción de la Corte Internacional, o si tal dispo-
sición no fuere generalmente aceptable, que puedan ser
invocados contra un Estado que haya aceptado la juris-
dicción obligatoria de la Corte únicamente si el Estado
que invocara este artículo estuviese dispuesto a someter
el litigio a la Corte.

Estados Unidos. El Gobierno de los Estados Unidos
deplora que la Comisión no haya podido incluir una
norma que sujete las controversias relativas a la aplicación
de los artículos sobre invalidez y terminación a un proce-
dimiento obligatorio de decisión judicial por la Corte
Internacional. En su opinión, el imperio del derecho
constituye — particularmente en una materia como la del
derecho de los tratados — un argumento muy poderoso
en favor de que estas controversias se sometan obliga-
toriamente a la decisión de la Corte. Dada la presente
forma del artículo 51, considera que no es seguro que este
artículo ofrezca las garantías que pueden ser necesarias
en relación con algunos de los artículos a los cuales se
refiere. Sostiene que es necesario incluir una disposición
que establezca con carácter obligatorio un procedimiento
de arbitraje o decisión judicial para los casos en que no se
logre una solución por otros medios, y espera que la
Comisión estudie más a fondo este asunto.

Delegación de Bulgaria. Esta delegación hace observar
que el artículo prescribe un procedimiento destinado a
impedir que un Estado invoque una causa de nulidad o
terminación de un tratado a fin de eludir sus obligaciones
unilateralmente, y que el artículo no especifica qué
autoridades habrán de decidir en la materia. La delegación
estima asimismo que era perfectamente lógico que la
Comisión se limitase a hacer una referencia al Artículo 33
de la Carta 185.

184 El Relator Especial cree que en esa frase se ha omitido inad-
vertidamente el adverbio de negación.

185 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 788.a sesión, párr. 14.
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Delegación de Colombia. La delegación de Colombia con-
sidera que, si bien el artículo eliminaría algunos riesgos
para la seguridad de los tratados, el párrafo 3 volverá a
suscitar problemas ya resueltos y estimulará ideas revi-
sionistas de muchos gobiernos 186.
Delegación del Irak. La delegación del Irak estima que el
artículo 51 es de capital importancia, pues concilia el
principio de que nadie puede ser a la vez juez y parte con
el hecho de no establecer ninguna jurisdicción general
obligatoria. A juicio de esta delegación, las normas inter-
nacionales carecen de precisión y muchas son controver-
tidas, por lo cual los Estados se muestran en general
reacios a comprometerse de antemano a recurrir a un
tribunal cuando no saben con exactitud que normas se les
aplicarán. Considera que hacer depender el desarrollo y
la codificación del derecho internacional de la aceptación
de una jurisdicción obligatoria sería nocivo en el momento
de la codificación e indirectamente perjudicial para la
extensión de la jurisdicción obligatoria. Por ello, estima
que el artículo 51, al referirse sólo a los medios indicados
en el Artículo 33 de la Carta, tiene en cuenta las realidades
de la vida internacional187.

Delegación de Italia. Acerca de la doctrina rebus sic
stantibus y del párrafo 3 del presente artículo, la dele-
gación de Italia expresa la opinión de que una referencia
al Artículo 33 de la Carta no es suficiente. Advierte que,
si bien las controversias relativas a un cambio fundamental
en las circunstancias son de carácter jurídico, ni el Ar-
tículo 33 de la Carta ni el párrafo 3 del artículo 36
establecen una jurisdicción obligatoria, y considera que
ello hará que las partes se encuentren en una situación sin
salida. La delegación entiende que el presente artículo
permite a un Estado, que desee eludir las disposiciones
relativas a un cambio fundamental en las circunstancias,
formular una objeción conforme al párrafo 2 y al propio
tiempo rehusar someterse a una decisión dictada por un
juez internacional sobre el valor de dicha objeción.
Considera que no sería prudente adoptar las normas
básicas establecidas en el artículo 44 acerca de un cambio
en las circunstancias, a menos que existiera una cláusula
que estableciera la jurisdicción obligatoria. Sugiere una
solución conciliatoria basada en el principio de la buena
fe en virtud del cual, si se objeta a la terminación de un
tratado con arreglo al artículo 44 y la objeción no es
aceptada, se considerará que la parte que se oponga a la
sumisión de la controversia al veredicto de una autoridad
imparcial ha abandonado todo intento de probar sus
alegaciones 188.
Delegación del Paquistán. Esta delegación estima que
para protegerse contra el peligro que para la seguridad de
los tratados entrañan los artículos de las secciones II y III
de la parte II, lo más conveniente sería someter la aplica-
ción de dichos artículos a la jurisdicción obligatoria de la
Corte Internacional189.
Delegación de la República Arabe Unida. La delegación
de la RAU considera que la Comisión procedió con

18« jbid., 783.a sesión, párr. 13.
i»? Ibid., 788.a sesión, párr. 24.
188 Ibid., 793.a sesión, párr. 12.
189 Ibid., 791.a sesión, párr. 30.

acierto al abstenerse de adoptar ninguna fórmula rígida
y al tomar como base el método cuidadosamente ela-
borado para la cuestión de la solución pacífica de las
controversias, que figura en la Carta 190.
Delegación del Uruguay. Al formular observaciones
sobre el artículo 30 y otros artículos de la parte II, la
delegación del Uruguay observa que, al igual que el ar-
tículo 46, el presente artículo establece garantías contra
la acción arbitraria de una parte deseosa de poner término
a un tratado. La delegación agrega que apoya el artículo
en cuanto tiende a fomentar el respeto a las obligaciones
previstas en los tratados m .
Delegación de Venezuela. Esta delegación considera que,
al no prescribir la jurisdicción obligatoria de la Corte
Internacional, la Comisión reconoce acertadamente la
práctica que en la actualidad se sigue respecto de las
controversias internacionales 192.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. En sus observaciones, los gobiernos parecen aprobar
todos la finalidad general del presente artículo, a saber,
rodear los diversos derechos a alegar causas de invalidez
o terminación de determinadas garantías procesales contra
la alegación arbitraria de esas causas hecha con el sen-
cillo propósito de librarse de obligaciones convencionales
incómodas. Las observaciones de los gobiernos difieren,
como ya difirieron las opiniones expresadas por los
miembros de la Comisión en 1963, con respecto a la
cuestión de si esas garantías debieran o no incluir algún
medio de decisión judicial internacional obligatoria de las
controversias en las que se llega a un punto muerto. De
los dieciséis gobiernos que han comentado el artículo,
nueve parecen considerar que los párrafos 1 a 3 no van lo
bastante lejos en el enunciado de las garantías procesales,
y desean que se establezcan normas particulares para los
casos en que las partes no consigan ponerse de acuerdo.
Por otro lado, siete gobiernos parecen estimar que los
párrafos 1 a 3 representan el límite a que, en cuanto a las
garantías procesales, se puede llegar en el estado actual
de las relaciones internacionales y de la opinión interna-
cional en materia de aceptación de una jurisdicción obliga-
toria.

2. En su período de sesiones de noviembre de 1964,
el Comité Especial de principios de derecho internacional
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación
entre los Estados, que había sido establecido conforme a
lo dispuesto en la resolución 1966 (XVIII), examinó, entre
otros, « El principio de que los Estados arreglarán sus
controversias internacionales por medios pacíficos de tal
manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad
internacionales ni la justicia ». Al considerar este prin-
cipio, el Comité Especial examinó los diversos medios de
arreglo pacífico de las controversias internacionales y, en
particular, la negociación, la investigación, la mediación,

« o ibid., 791.a sesión, párr. 18.
191 Ibid., 792.a sesión, párr. 22.
192 ibid., 790.a sesión, párr. 22.
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la conciliación, el arbitraje y el arreglo judicial. También
en el Comité Especial se manifestaron diferencias de
opinión con respecto a la propiedad de establecer una
jurisdicción obligatoria en la actual coyuntura de las
relaciones internacionales y dado el grado actual de inte-
gración de la comunidad internacional. El Relator
Especial no cree que sería útil recapitular las considera-
ciones aducidas en el Comité Especial en pro o en contra
del establecimiento de una jurisdicción obligatoria, ya
sea con carácter general o en relación con la interpretación
y aplicación de los tratados. Considera que basta con
indicar que esas divergencias de opinión no llegaron a
resolverse en el Comité Especial y que, en el párrafo 201
de su informe (A/5746), el Comité hizo constar que « no
pudo llegar a un acuerdo sobre el alcance o el contenido »
del principio de que « los Estados arreglarán sus contro-
versias internacionales por medios pacíficos de tal manera
que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad inter-
nacionales ni la justicia ».

3. En consecuencia, si bien es verdad que en una o dos
convenciones multilaterales recientes se han incluido
cláusulas que disponen la solución obligatoria de las
controversias193, apenas parece posible decir que ha
habido algún cambio significativo en el estado general de
la opinión internacional sobre esta cuestión desde que la
Comisión aprobó el presente artículo en 1963. Es verdad
que la Organización de la Unidad Africana, en el ar-
tículo 19 de su Carta de 25 de mayo de 1963 ha previsto
en su constitución una Comisión de Mediación, Concilia-
ción y Arbitraje 194. Sin embargo, si bien la Carta de la
Organización ofrece una prueba de la importancia que los
Estados africanos atribuyen a estos medios de solución
pacífica, no ha llegado hasta disponer que la jurisdicción
de la Comisión de Mediación, Conciliación y Arbitraje sea
obligatoria.

4. El artículo 51, en la forma en que fue aprobado pro-
visionalmente por la Comisión en 1963, representa el
máximo acuerdo a que se pudo llegar en la Comisión,
durante el 15.° período de sesiones, con respecto al asunto
de las garantías procesales que debían acompañar a los
artículos relativos a las causas de invalidez y terminación.
Si bien el Relator Especial comparte la opinión de los que
abogan por que la aplicación de esos artículos quede
sujeta a la misma forma de decisión independiente, no
cree que las observaciones de los gobiernos sobre el
presente artículo, dado que discrepan, ni ningún otro
hecho ocurrido desde el período de sesiones de 1963,
justificarían que el Relator propusiera para el artículo un
nuevo texto por el que se reconocería el derecho a re-
currir en último caso a un medio obligatorio de solución.
A la vez que señala a la atención de la Comisión la preo-
cupación que han expresado ciertos gobiernos respecto de
la omisión en el artículo de toda referencia a una decisión
judicial independiente, el Relator Especial estima tener
el deber de examinar las propuestas de los gobiernos desde
el punto de vista del mantenimiento de la estructura
general y el contenido actuales del artículo.

5. El Gobierno de Luxemburgo propone una solución
intermedia. Todo Estado que llegue a ser parte en el
instrumento resultante del proyecto de artículos debiera
quedar expresamente autorizado a formular una reserva
en virtud de la cual ninguna otra parte podría invocar
contra él los artículos 33 a 37, ó 42 a 45, a menos que tal
parte hubiera aceptado la solución judicial obligatoria de
las controversias con respecto a esos artículos. En tal
caso, si otra parte no hubiera aceptado la solución
judicial obligatoria, sólo las normas generales de derecho
internacional serían aplicables entre aquella parte y el
Estado que hiciera la reserva, pues las disposiciones de los
artículos no tendrían fuerza de obligar y sólo servirían a
título de orientación. Es dudosa la eficacia de esta solución
intermedia. Como reconoce el Gobierno de Luxemburgo,
seguirían siendo aplicables las normas generales de de-
recho internacional relativas a incuplimiento del derecho
internacional, carencia de facultad, dolo, error, etc. Por
consiguiente, la posibilidad de invocar arbitrariamente
supuestos motivos de invalidez o terminación del tratado
subsiste y quizá en forma agravada, pues podría argüirse
que no son aplicables las condiciones para alegar motivos
de invalidez o terminación del tratado definidas estricta-
mente en el proyecto de artículos de la Comisión así como
las garantías que contituyen las normas de procedimiento
que actualmente constan en el artículo 51. En rigor, el
hecho de que la propuesta actual entraña una distinción
entre « las normas generales de derecho internacional »
al respecto y las normas enunciadas en el proyecto de
artículos constituye una grave objeción a la propuesta.
Aunque cabe esperar, normalmente, que en toda conven-
ción codificadora haya algunos factores de « desarrollo
progresivo », el Relator Especial opina que se desvir-
tuaría en cierto modo el objeto de la codificación si la
convención resultante estableciese una distinción entre las
disposiciones de ese código y las « normas generales de
derecho internacional ».

6. Los Gobiernos de Italia y de Finlandia, uno desde el
punto de vista de la parte que alega un motivo de invalidez
o terminación y otro desde el punto de vista de la parte
que impugna la pretensión, formulan sugerencias aná-
logas para resolver los casos en que se llega a un punto
muerto. El Gobierno de Italia sugiere que, si la parte que
alega un motivo de invalidez o terminación se niega a
someter la cuestión a arbitraje, se considere que renuncia
a todo intento de demostrar su pretención. El Gobierno
de Finlandia sugiere que, si una parte que alega motivos
de invalidez o terminación propone someter la cuestión a
arbitraje y se rechaza su propuesta, esa parte adquiera
automáticamente el derecho a denunciar el tratado.
Dicho de otro modo, se entendería en ambas hipótesis
que la negativa de una parte a someter la cuestión a
arbitraje establece la presunción absoluta de que no
puede hacer valer su pretención o su oposición, según el
caso. Las primitivas propuestas del Relator Especial en su
segundo informe 195, incluyen la idea de que la negativa
a aceptar el ofrecimiento de someterse a arbitraje da origen
a esa presunción. Aunque algunos miembros de la Comi-

1 9 3 V.g., el artículo 16 de la Convención sobre el Comercio de
Tránsito de los Países sin Litoral, 8 de julio de 1965.

1 9 4 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 479, pág. 80.

1 9 5 Artículo 25; Anuario de la Comisión de Derecho Internacional,
1963, vol. II, págs. 101 a 104.
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sión aceptan esa idea, otros consideraron que ello sería ir
demasiado lejos, al introducir en el artículo un elemento
de sumisión obligatoria al procedimiento de arbitraje.
El texto que la Comisión aprobó como expresión máxima
del acuerdo entre sus miembros no recoge aquella idea.
Por lo tanto, el Relator Especial no cree justificado pro-
poner que sea nuevamente incorporada.

7. El Gobierno de Finlandia sugiere asimismo que en
el párrafo 1 b se fije un plazo dentro del cual haya de for-
mularse la respuesta de la otra parte en casos de « especial
urgencia » ; y sugiere como tal plazo dos semanas o un
mes. Si el Relator Especial recuerda bien, el Comité de
Redacción estudió ya este problema, pero estimó difícil
fijar de antemano un plazo rígido aplicable a todos los
casos de « urgencia especial ». Lo más probable en la
práctica es que los casos de urgencia especial surjan como
consecuencia de una súbita y grave violación del tratado
por la otra parte; y cabe concebir casos en los que incluso
el plazo de dos semanas pudiera ser excesivamente amplio
en las especiales circunstancias de la violación.

8. El Gobierno de Suecia hace objeciones al párrafo 5
porque teme que pueda interpretarse en el sentido de
permitir que el Estado que descubra un error o un cambio
en las circunstancias cese inmediatamente de aplicar el
tratado alegando meramente el error o el cambio en las

circunstancias. El párrafo se refiere a aquellos casos en que
se pide la aplicación del tratado, o se reclama contra una
presunta violación y la otra parte desee invocar un motivo
de invalidez o de terminación por vía de respuesta a esa
petición o reclamación. El Relator Especial no entiende
que la Comisión haya tenido respecto de tales casos el
propósito de permitir a la otra parte alegar meramente el
error y actuar en seguida como si el tratado careciera de
validez o hubiese terminado. El propósito de la Comisión,
con arreglo al párrafo 7 del comentario al artículo 51, fue
sólo hacer patente que el mero hecho de que la otra parte
no haya notificado, de conformidad con el presente
artículo, un motivo de invalidez o de terminación no
puede interpretarse en el sentido de excluir la posibilidad
de que esa parte invoque tal motivo cuando se le exija que
dé aplicación al tratado o responda de una presunta
violación del tratado. Si el artículo se lee en su totalidad,
es dudoso que el párrafo 5 se preste a la interpretación que
teme el Gobierno de Suecia. No obstante, con objeto de
evitar esa posibilidad, el Relator Especial sugiere que se
redacte de nuevo el párrafo 5 en la forma siguiente:

« Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47, el
hecho de que un Estado no haya efectuado previamente
la notificación prescrita en el párrafo 1, no le impedirá
hacer tal notificación en respuesta a una petición de que
aplique el tratado o a una reclamación en que se alegue
una violación del tratado. »


